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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
El reconocimiento  del impacto que una transferencia de tecnología efectiva tendría en la 
economía de un país en vía de desarrollo como Colombia, lleva a preguntarse cual es el 
tratamiento normativo que en nuestro país se da a este tipo de contratos y 
particularmente si existen mecanismos claros de protección para el receptor de 
tecnología frente a las cláusulas abusivas que se incluyan en los contratos y autoridades 
competentes de su control y verificación, concluyendo que aun cuando la normatividad 
de la CAN establece mecanismos de protección al contratante débil, en nuestro país no 
se adoptan en su integridad, unido a que en la práctica las autoridades nacionales se 
preocupan más por conceder deducciones tributarias que por salvaguardar el interés 
nacional y/o precaver la inclusión de cláusulas abusivas.  
 
Palabras clave: Transferencia,  Tecnología,  Cláusula,  Abusiva, Desigualdad, 
Normatividad, Deducción, Tributaria. 
 
 
 
 
 
 
 
 
VI Tratamiento normativo en Colombia  de las  cláusulas abusivas en el contrato de 
transferencia de tecnología 
 
Abstract 
The recognition and the impact that an effective technology transfer would have in a 
country’s developing  economy  like Colombia, brings into question the normative 
treatment that we as a country allocate to this type of contracts , and if they exist, clear 
protective mechanisms for the technology recipient in the presence of abusive clauses 
included in contracts, also the lack of a competent regulatory body for its control and 
verification. Thus, we  conclude   that even with  CAN  present grounding protective 
mechanisms norms  towards the weak contractor,  Colombian authorities are not wholly 
adopting these completely, and if we add the fact that in practice,  the national authorities 
are more inclined to concede tributary deductions than safeguard the national interest 
and the preventing inclusion of abusive clauses. 
 
Keywords: Transfer, Technology, Clause, Abusive, Inequality, Regulation, Deduction, 
Tax 
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1. Problema y Estado del Arte 
1.1    Problema de investigación  
El problema de investigación que planteo tiene como propósito identificar si la normatividad 
Colombiana adoptó en su integridad el régimen previsto por el Derecho Comunitario 
Andino en relación con el tratamiento de las cláusulas abusivas en el contrato de 
transferencia de tecnología, si la norma colombiana previene el registro de contratos de 
transferencia de tecnología cuando se evidencia la inclusión de cláusulas abusivas, si los 
mecanismos normativos actuales  prohíben la inclusión de este tipo de cláusulas lesivas 
a los intereses del receptor de tecnología, si estas son en la práctica aplicadas, si existe 
claridad con respecto a cuáles son las autoridades nacionales y cuál es el alcance de su 
competencia para hacerlas efectivas y finalmente analizar si la Resolución de la DIAN 
No.062 expedida el 24 de febrero de 2014, posterior a la fecha de planteamiento inicial 
del problema de investigación, garantiza el cumplimiento de la Decisión  de la CAN 291 
de 1991. 
 
La transferencia de tecnología constituye un tema de relevancia y actualidad, no sólo 
para Colombia sino también para el mundo. Para la Organización Mundial del Comercio 
en adelante OMC, la transferencia de tecnología es un concepto que abarca no sólo 
temas de propiedad intelectual, sino también muchos otros, ya que gracias a ella las 
empresas privadas a través de la inversión extranjera directa  pueden adquirir tecnología, 
incluyendo no sólo objetos físicos y equipos, sino también las capacidades de gestión o 
producción lo que permite que se generen proyectos de investigación entre asociados de 
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los sectores público y privado para ayudar a los países menos adelantados a 
beneficiarse de las tecnologías y adaptarlas a sus necesidades específicas.1  
 
En el Acuerdo sobre derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio 
ADPIC por sus siglas en español, la transferencia de tecnología  consiste en “promover la 
innovación y la transferencia de tecnología”, advirtiendo que para garantizar su utilidad se 
requiere que “los gobiernos de los países desarrollados ofrezcan a las empresas e 
instituciones de su territorio incentivos destinados a fomentar y propiciar la transferencia 
de tecnología a los países menos adelantados Miembros”2, lo cual constituye un fin de la 
propiedad intelectual.  
 
Para la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual en adelante OMPI, la 
transferencia de tecnología “en una economía globalizada, la concesión de licencias 
tecnológicas y la transferencia de tecnología son factores importantes para las alianzas 
estratégicas y las empresas conjuntas internacionales que pretenden mantener una 
ventaja competitiva en la economía de mercado. De ahí que a menudo se hayan tenido 
en cuenta las herramientas políticas que facilitan la concesión de licencias y la 
transferencia de tecnología a escala internacional con el fin de crear un clima adecuado 
para las inversiones y el desarrollo económico”. Asimismo, advierte esta organización 
que “cualquier acuerdo de licencia que conlleve un abuso de una posición en el mercado, 
por ejemplo con el fin de alcanzar y mantener una posición monopolística, puede ser 
considerado como una práctica anticompetitiva en virtud de la legislación sobre 
competencia”.3 
 
 
                                               
 
1
 Organización Mundial del Comercio. Consejo de los aspectos de la propiedad intelectual 
relacionados con el Comercio Acta de la Reunión de  1 de Junio de 2010, disponible en: 
http:/docs.wto.org última visita  08 de mayo de 2014 
2
 Organización Mundial del Comercio. Temas Comerciales-ADPIC-Transferencia de tecnología, 
disponible en: http://www.wto.org/spanish/tratop_s/trips_s/techtransfer_s.htm última visita 08 de 
mayo de 2014  
3
 Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. La concesión de licencias y la transferencia de 
tecnología, disponible en: http://www.wipo.int/patent-law/es/developments/licensing.htmlde última 
visita 08 de mayo de 2014  
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Para la Unión Europea los acuerdos de transferencia de tecnología son descritos como 
“la concesión de licencias de tecnología. Este tipo de acuerdos mejora por lo general la 
eficiencia económica y favorece la competencia ya que puede reducir la duplicación de la 
investigación y el desarrollo, reforzar el incentivo para la investigación y el desarrollo 
iniciales, estimular la innovación incremental, facilitar la difusión y generar competencia 
en el mercado de productos4, en este sentido,  si se compara este concepto con el 
expuesto por la ADPIC y la OMPI, para la UE la transferencia de tecnología se delimita 
únicamente a la  concesión de licencias. 
 
La Comunidad Andina de Naciones en adelante CAN, mediante la Decisión 776 de 2012 
“Por la cual se establece la Agenda Temática Andina de Ciencia y Tecnología”, consagra 
que la transferencia de tecnología se limita a la generación de proyectos y programas 
que mejoren la transferencia entre los estados miembros, a través de la  realización de 
Jornadas Andinas de Intercambio de Ciencias, Tecnología, Innovación y Conocimientos 
Tradicionales en los que se facilite el intercambio constante de información y 
transferencia de tecnología a través de acciones conjuntas entre los estados miembros 
con el fin de mejorar las capacidades de los sectores productivos andinos, en especial 
las MIPYMES andinas, a partir del uso adecuado de la innovación tecnológica. En este 
orden de ideas, de la revisión de los propósitos descritos,  se evidencia que aun cuando 
la decisión es aplicable a los estados que integran la comunidad, se omite la adopción de 
una política mas orientada a la  postura uniforme que éstos deberían asumir como 
comunidad frente a las negociaciones que involucren estados ajenos o potencias 
económicas.     
 
De las definiciones descritas, se advierte  que en común éstas reconocen que la 
transferencia de tecnología lleva implícita  una relación entre el productor de tecnología y 
el receptor y que esta relación implica  la defensa de unos intereses particulares entre las 
partes que generan una continua tensión, ya que para el receptor de tecnología, 
asimilado generalmente con los países en vía de desarrollo “la transferencia de 
                                               
 
4
 Comisión Europea. PROYECTO DE REGLAMENTO (UE)  relativo a la aplicación del artículo 
101, apartado 3, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a determinadas categorías 
de acuerdos de transferencia de tecnología, disponible en:  
http://ec.europa.eu/competition/consultations/2013_technology_transfer/regulation_es.pdf última 
visita 07 de mayo de 2014 
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tecnología es una necesidad vital”, en este sentido, somos “receptores, importadores o 
usufructuarios de tecnología que no producen pero si necesitan, propugnan por su 
efectiva transferencia y su tutela condicionada a que en efecto si ocurra”, mientras que el 
productor de tecnología pretende una protección que garantice su posición de monopolio 
de frente a los derechos originados con su creación5.  
 
Por lo anterior, para que se garantice que la relación que se genera con ocasión de una 
transferencia de tecnología, se desarrolle en términos de justicia social, entendida como 
“la realización de las capacidades económicas, en lograr un desarrollo equitativo y una 
redistribución del ingreso” se requiere la existencia del derecho como una herramienta 
que permita la transformación en este sentido6.   
 
Sin embargo, verificada la normatividad y jurisprudencia andina sobre el tema se 
evidencia su escases y vetustez, lo que evidencia la despreocupación y el 
desconocimiento del mismo en la región andina, falencia que podría repercutir no solo en  
el desarrollo económico sino también en  el propio desarrollo normativo de cada país que 
integra la CAN, toda vez que la regulación subregional constituye el marco normativo a 
partir del cual los países miembros pueden desarrollar su normatividad interna. 
 
En este sentido, nuestro país se ha preocupado más por fortalecer la integración y la  
transferencia de tecnología a través de la inversión extranjera con países desarrollados, 
anotando que “uno de los puntos más importantes en los tratados de libre comercio es el 
de Propiedad Intelectual y su común característica radica en una protección mayor  L 
revista en los Acuerdos ADPIC de la OMC, que de por sí es bastante elevada y conllevo 
a un vuelco hacia priorizar los derechos de los titulares” 7 
 
                                               
 
5
 Uribe, Martín. Prefacio, Propiedad Intelectual y Tratados de Libre Comercio Ensayos Críticos, 
Colección Gerardo Molina, Número 38,  Universidad Nacional de Colombia, Bogotá,  2013, 
Páginas 21-22. 
6
 Peña, Daniel. El derecho mercantil en los tiempos de las utopías sociales,  Propiedad Intelectual 
y Tratados de Libre Comercio Ensayos Críticos, Colección Gerardo Molina, Número 38,  
Universidad Nacional de Colombia, Bogotá,  2013, Páginas 142-144. 
 
7
 Uribe, Martín. Prefacio, Propiedad Intelectual y Tratados de Libre Comercio Ensayos Críticos, 
Colección Gerardo Molina, Número 38,  Universidad Nacional de Colombia, Bogotá,  2013, Página 
28. 
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Es así como el contenido de algunos de los tratados suscritos por Colombia, se advierte 
la inclusión de un capítulo relacionado con este tema. Con la UE8, establecen como 
compromisos los tendientes a “fortalecer la transferencia a través de “intercambiar 
experiencias e información sobre prácticas y políticas nacionales e internacionales que 
influyan en la transferencia de tecnología, facilitar y promover la investigación, innovación 
y las actividades de desarrollo tecnológico, promover mecanismos para la participación 
de expertos en proyectos de investigación conjunta y el otorgamiento por parte de la UE 
del uso de incentivos otorgados a  instituciones y empresas en su territorio para la 
transferencia de tecnología a Colombia”; en la Alianza Pacífico9 se señala que se 
preparará e implementará “un plan de trabajo con acciones conjuntas y específicas de 
cooperación entre las oficinas de propiedad intelectual, para compartir experiencias y 
extender la colaboración y los nexos de comunicación entre ellas, a fin de lograr un mejor 
aprovechamiento del sistema de propiedad intelectual en beneficio de los usuarios del 
mismo”;  con USA10 el TLC suscrito consagra en el capítulo de propiedad intelectual que 
se dará prioridad a “la colaboración para avanzar en objetivos comunes en ciencia, 
tecnología e innovación y en apoyar instituciones de investigación públicas y privadas y 
la industria. Cualquiera de estas actividades de colaboración deben estar basadas en 
términos mutuamente acordados”.   
 
Se señala que en Colombia se ha incentivado la cooperación bilateral en materia de 
ciencia y tecnología, a través de la suscripción de convenios con países como Estados 
Unidos, Suiza, Alemania, Brasil, Francia y Rusia, cuyo objeto principal ha sido el fomento 
del conocimiento y la innovación como estrategia de transformación social y productiva 
del país,11 el fortalecimiento de la visibilidad internacional del país en materia de ciencia y 
tecnología al asumir la presidencia del Consejo Andino de Ciencia y Tecnología y 
                                               
 
8
 Tratado de Libre Comercio con la Unión Europea, adoptado mediante la Ley 1669 de 16 de julio 
de 2013, disponible en:  
http://wsp.presidencia.gov.co/Normativa/Leyes/Documents/2013/LEY%201669%20DEL%2016%2
0DE%20JULIO%20DE%202013.pdf última visita 08 de mayo de 2014 
9
 Alianza Pacífico, Grupos Técnicos, Propiedad Intelectual, disponible en: 
http://alianzapacifico.net/propiedad-intelectual/ 
10
 Tratado de Comercio con Estados Unidos de Norteamérica, disponible en:  http://www.wipo.int  
última visita 07 de mayo de 2014 
11
Informe al Congreso-Juan Manuel Santos, disponible en:  
https://sinergia.dnp.gov.co/sinergia/Documentos/Informe_Congreso_Presidencia_2011_WEB.pdf 
última visita 08 de mayo de 2014 
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presentando ante el Parlamento Andino los avances del proceso de reingeniería de la 
CAN, la presidencia pro tempore del Grupo especializado de Ciencia Tecnología e 
Innovación de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), el liderazgo del grupo de 
trabajo en Biodiversidad y Cambio Climático en el Marco del Programa Macro con la 
Unión Europea y la coordinación del Grupo de Trabajo en Desarrollo Tecnológico del 
Consejo Interamericano de Desarrollo Integral y el fortalecimiento del Sistema Nacional 
de Ciencia y Tecnología e Innovación (SNCtel).12 Anotando con respecto a lo anterior, 
que la participación colombiana en este tipo de cooperaciones evidencia  una posición 
contradictoria frente a este tema, ya que por un lado demuestra una postura de interés 
frente al fortalecimiento de la CAN, situación que se entorpecida  por el tipo de acuerdos 
que suscribe con países desarrollados, sumado a que su participación en los organismos 
y grupos de trabajo señalados, tendría que reflejar una política y desarrollo normativo 
concreto y practico en relación con la transferencia de tecnología, condición que como 
veremos hasta el momento no se evidencia. 
 
Por lo anterior y atendiendo a que en el texto de los acuerdos de libre comercio que se 
suscriben por nuestro país se promocionan “múltiples” ventajas en materia de propiedad 
intelectual, es necesario advertir que la diferencia productiva y competitiva  de tecnología 
de los países con los que se suscribe el acuerdo, la desintegración andina y la asimetría 
comercial, no nos augura muchos éxitos, lo que requerirá de un constante seguimiento 
para evaluar las consecuencias económicas13 y la adopción de políticas públicas 
concretas  para mitigarlas y que tengan en cuenta a todos lo sectores que puedan 
intervenir en el proceso de transferencia de tecnología.  
 
En Colombia, el Plan Nacional de Desarrollo 2010-201414, adoptado mediante la Ley 
1450 de 2011 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014”, 
considera la  transferencia de tecnología como un factor para la promoción de la 
innovación que facilita y fomenta el uso y adaptación de la tecnología con lo que se 
                                               
 
12
 Ibídem   
13
 Bernal, Edwin Jesith. Repercusiones del TLC-UE Colombia y Perú en materia de Propiedad 
Intelectual,  Propiedad Intelectual y Tratados de Libre Comercio Ensayos Críticos, Colección 
Gerardo Molina, Número 38,  Universidad Nacional de Colombia, Bogotá,  2013, Páginas 273-292. 
14
 Departamento Nacional de Planeación.Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014,  disponible en: 
www.dnp.gov.co  última visita 08 de mayo de 2014 
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configurarán requisitos esenciales para que el país evolucione hacia la frontera del 
conocimiento y la innovación, siendo necesario establecer mecanismos para transferir y 
adaptar los desarrollos científicos e innovadores.15 Es oportuno destacar que aun cuando 
en esta definición la transferencia es un factor para la promoción de la innovación, por lo 
menos durante el cuatrienio, nuestra “innovación” se derivará del uso de tecnología ya 
existente, de ahí la necesidad que se reconozca a Colombia como un país receptor de 
tecnología y sea tan importante el establecimiento de condiciones claras para este tipo 
de negociaciones.  
 
Asimismo, en el citado Plan Nacional de Desarrollo16  se establece que se incentivará el 
financiamiento del emprendimiento empresarial a través de la promoción de “Ángeles 
Inversionistas”, proyecto que se considera como un “instrumento de financiación de 
emprendimientos por oportunidad reforzará la participación de recursos de inversión 
privada en las etapas tempranas del proceso empresarial. Este mecanismo de 
financiación permitirá a las empresas apalancarse financieramente y recibir además 
transferencias de conocimiento y de experiencia, así como aprovechar las redes de 
contacto que esta figura provee, reduciendo los riesgos asociados a las iniciativas 
empresariales incipientes”. En este sentido, del proyecto trazado por el Gobierno 
Nacional, es importante destacar que éste objetivo tendría impacto positivo y real para la 
sociedad colombiana en la medida en que se garantice un esquema de protección para 
los nacionales y un régimen de obligacional mínimo aplicable al transmisor de tecnología 
según el cual la transmisión de equipos o maquinaria de última tecnología para el 
desarrollo de alguna actividad concreta, implique la capacitación sobre  su origen y 
manejo, de lo contrario, la mera implantación de la tecnología en las etapas tempranas 
del proceso empresarial, únicamente generará la realización autómata o mecánica de 
procedimientos que no permitirá abordar y conocer la esencia de la tecnología, su 
adaptación a otros usos y mejoramientos.  
 
                                               
 
15
 Ibídem  
16
 Departamento Nacional de Planeación. Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014, Capítulo III, 
Crecimiento Sostenible y Competitividad, disponible en:  www.dnp.gov.co última visita 08 de mayo 
de 2014 
8 Tratamiento normativo en Colombia  de las  cláusulas abusivas en el contrato de 
transferencia de tecnología 
 
En concordancia con lo anterior, para materializar el Plan Nacional de Desarrollo se 
pretende “poner en marcha un programa liderado por el SIC, Colciencias y el Sena, 
para el uso de la información tecnológica disponible en los bancos de patentes 
destinado a la transferencia de tecnología, buscando crear empresas constituidas, de 
modo que se estimulen los procesos de imitación y cierre de brechas tecnológicas” , 
así como “la provisión de  incentivos a la inversión tales como zonas francas y 
estabilidad jurídica, con el cumplimiento de criterios que promuevan la transferencia 
de tecnología y la generación de empleo calificado en sectores intensivos en 
conocimiento”17. En este sentido,  aun cuando se plantean los mecanismos de 
promoción de la transferencia de tecnología, es necesario que el Gobierno Nacional 
verifique la existencia de normatividad que regule los Bancos de Patentes o en el 
evento de su inexistencia la cree y verificar que los incentivos que promocionen la 
transferencia de tecnología y en particular la importación de tecnología no sean tan 
amplios que en lugar de promocionarla, vayan en contra de los intereses de los 
receptores nacionales y se excedan en prerrogativas para los transmisores.  
 
Con respecto al estado de avance de las políticas planteadas por el Gobierno 
Nacional y una vez revisados los informes presentados anualmente al Congreso de la 
Republica en relación con el estado de ejecución del Plan Nacional de Desarrollo no  
se evidencia la presentación de cifras concretas acerca la promoción y realización de 
contratos de transferencia de tecnología. No obstante lo anterior, en los años 2011, 
2012, y 2013 se reportan algunos avances que vale la pena destacar. 
 
Como aspectos de avance, se ha fortalecido la institucionalidad del Sistema Nacional 
de Ciencia y Tecnología, en el año 2013 se apoyaron 134 proyectos de investigación  
desarrollados entre empresas, universidades y/o centros de investigación. Se creó la 
Unidad de Desarrollo e Innovación iNNpulsa Colombia por medio del cual las 
empresas de todos los tamaños y estados de madurez pueden acceder a 
instrumentos que les permitan aprovechar la innovación como motor para la 
competitividad y el desarrollo regional, se crea también el Programa de 
                                               
 
17
 Departamento Nacional de Planeación. Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014, disponible en: 
www.dnp.gov.co última visita 08 de mayo de 2014 
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Transformación Productiva PTP que consiste en una alianza público-privada, creada 
por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia y administrada por 
Bancóldex que tiene como propósito fomentar el crecimiento, la productividad y la 
competitividad de 16 sectores estratégicos de la economía colombiana con elevado 
potencial exportador y se resalta adicionalmente como avance la reducción de 
tiempos que se toma y la SIC para la decisión final de concesión de patentes.18 
Por otra parte, mediante el Decreto 1162 de 201019 “Por el cual se organiza el 
Sistema Administrativo Nacional de Propiedad Intelectual y se crea la Comisión 
Intersectorial de Propiedad Intelectual”, se establece como propósito del decreto 
“coordinar las actividades estatales y de los particulares para lograr un nivel 
adecuado de protección, uso y promoción de los derechos de propiedad intelectual, 
incrementando su impacto en la competitividad y productividad del país, con equilibrio 
entre los derechos de los titulares, el interés público, los intereses de los usuarios del 
conocimiento, los bienes protegidos y la riqueza cultural nacional”, bajo la 
coordinación y orientación Superior de la Comisión Intersectorial de Propiedad 
Intelectual -CIPI.  
 
A la fecha, se desarrolla el Programa COLIPRI20, en el cual el Instituto Federal Suizo 
de Propiedad Intelectual en ejercicio de sus funciones de cooperación internacional 
en el área de la propiedad intelectual, con recursos de la Secretaría de Estado Suizo 
para asuntos económicos y en conjunto con el Ministerio del Interior y la 
Superintendencia de Industria y Comercio, tiene entre sus propósitos contribuir a la 
creación de un sistema de transferencia de tecnología en varios sectores, integrando 
este sistema por el desarrollo de una estrategia de transferencia de tecnología, el 
establecimiento de una oficina piloto regional o sectorial de transferencia de 
                                               
 
18
 Informe al Congreso-Juan Manuel Santos, disponible en: 
https://sinergia.dnp.gov.co/sinergia/Documentos/Informe_Congreso_Presidencia_2013 WEB.pdf 
última visita 08 de mayo de 2014 
19
 Decreto 1162 de 2010, disponible en: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39323 última visita  06 de mayo de 
2014.  
20
 Panel “Estrategia de transferencia de tecnología en Colombia-Proyecto COLIPRI”, Cartagena 
de Indias, 10 de Octubre de 2013, disponible en: 
http://www.oepm.es/comun/documentos_relacionados/Ponencias/2013_10_10_Panel_EstrategiaT
T_COLIPRI_Cartagena.pdf última visita 15 de marzo de 2014.  
10 Tratamiento normativo en Colombia  de las  cláusulas abusivas en el contrato de 
transferencia de tecnología 
 
tecnología y el desarrollo de proyectos pilotos de cooperación publico privadas 
(CPP).  
 
Asimismo, para desarrollar el programa COLIPRI, COLCIENCIAS ha puesto en 
ejecución la Convocatoria 62121 que tiene como objeto “Conformar un banco de 
propuestas elegibles para la creación o fortalecimiento de oficinas de transferencia de 
resultados de investigación, formuladas por alianzas entre universidades,  centros de 
investigación, centros de desarrollo tecnológico y empresas, que cuenten con la 
participación de organizaciones con experiencia en gestión de la propiedad 
intelectual, buscando fortalecer las capacidades institucionales de manera sostenible 
para impulsar efectivamente la transferencia de conocimiento y tecnología hacia las 
empresas y la sociedad.” En este sentido, en aras de garantizar el desarrollo de la 
totalidad de metas previstas en materia de transferencia de tecnología una política 
coherente del Gobierno Nacional estaría encaminada a reglamentar el asunto de 
acuerdo con la realidad nacional  y en este sentido definir un marco normativo claro  
que se ajuste a las características del sistema de transferencia de tecnología y a la 
realidad económica, garantista de una relación contractual justa y equivalente entre el 
titular del conocimiento a transferir y el receptor de la tecnología, que valga la pena 
mencionar ostenta una condiciones de inferioridad frente a su contratante. 
 
Finalmente, en relación con la política de innovación en Colombia, la OCDE22 
mediante documento del 27 de Marzo de 2014, evalúa las políticas de innovación de 
nuestro país, concluyendo en transferencia de tecnología que las Universidades se 
constituyen en  “instituciones de innovación” y que en ellas se ha alentado la creación 
de Oficinas de transferencia de tecnología (OTT), siendo las condiciones y 
reglamentos laborales los que obstaculizan la creación de spinn-off (organismos 
derivados). Se señala adicionalmente que para promover el desarrollo de actividades 
                                               
 
1. 
21
 COLCIENCIAS, Convocatoria para conformar un banco de propuestas elegibles para la 
creación o fortalecimiento de oficinas de transferencia de resultados de investigación (OTRI), 
disponible en:  http://www.colciencias.gov.co/convocatoria/convocatoria-para-conformar-un-
banco-de-propuestas-elegibles-para-la-creaci-n-o-fortale última visita 15 de marzo de 2014 
22
 Estudios de la OCDE de las Políticas de Innovación: Colombia, recuperado el 07 de mayo de 
2014 de: www.oecd.org 
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de I+D se debe facilitar la transferencia del investigador de los institutos públicos a las 
empresas, con acuerdos para combinar fondos públicos y privados, unido a la 
creación de incentivos que conecten investigación con la temáticas nacionales y las 
agrupaciones industriales.  
  
Por otra parte, en relación con la diferenciación que existe con respecto a los niveles 
de desarrollo de los países que integran la OMC, el mismo ADPIC, en el artículo 66,  
parte del reconocimiento de las diferencias que llevan a desagregar los países en dos 
categorías la primera en países desarrollados y la segunda incluye países menos 
adelantados, entendiendo que estos últimos afrontan necesidades, limitaciones 
económicas, financieras, administrativas para crear una base tecnológica con la 
solidez de un país desarrollado, y por esta razón es necesario que  desde estos 
organismos internacionales se  adopten políticas que garanticen el acceso a la 
innovación de tecnológica en condiciones de igualdad, consagrando adicionalmente 
como principio rector23 “prevenir el abuso de los derechos de propiedad intelectual 
por sus titulares o el recurso a prácticas que limiten de manera injustificable el 
comercio o redunden en detrimento de la transferencia internacional de tecnología”. 
 
De igual manera, la OMPI24, ha considerado que “si bien la observancia de los 
derechos de patente en sí no se relaciona con la cuestión del comportamiento 
anticompetitivo, cualquier acuerdo de licencia que conlleve un abuso de una posición 
en el mercado, por ejemplo con el fin de alcanzar y mantener una posición 
monopolística, puede ser considerado como una práctica anticompetitiva en virtud de 
la legislación sobre competencia.”  
 
Así las cosas, la realidad mundial y en especial la Colombiana al considerar la 
transferencia de tecnología un asunto de vital importancia para incentivar el 
                                               
 
23
 Organización Mundial del Comercio, ACUERDO SOBRE LOS ASPECTOS DE LOS 
DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL RELACIONADOS CON EL COMERCIO, Artículo 8, 
Numeral 2, disponible en:  http://www.wto.org/spanish/docs_s/legal_s/27-trips.pdf última visita 07 
de mayo de 2014 
24
 Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. La concesión de licencias y la transferencia 
de tecnología, disponible en: http://www.wipo.int/patent-law/es/developments/licensing.html última 
visita 07 de mayo de 2014 
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desarrollo económico, tendría que  promover un ambiente normativo que garantice el 
equilibrio contractual entre las partes contratantes haga viable la transferencia de 
tecnología en condiciones dignas y justas para el país, razón por la que será 
necesario analizar si la escasa normatividad colombiana vigente sobre este tema 
responde a las necesidades nacionales, acoge las recomendaciones señaladas por 
los organismos internacionales  y refleja una postura garantista y proteccionista de 
los intereses económicos del propio país y de los derechos del contratante débil 
frente a los posibles comportamientos anticompetitivos que se puedan presentar 
cuando intervenga la negociación de derechos de propiedad intelectual.  
 
Finalmente, el tema de investigación que planteo representa un destacable interés 
desde la teoría jurídica normativa definida por la Corte Constitucional,25  ya que 
implicará el análisis de la existencia de la norma de transferencia de tecnología en el 
ordenamiento jurídico supranacional y nacional; de su validez y en este sentido su 
conformidad formal y sustancial con las normas superiores dentro del ordenamiento; 
de su  eficacia en la medida en que se analizará su aptitud o capacidad de ordenar, 
permitir o prohibir consecuencias en derecho, analizando igualmente si la norma es 
cumplida en la realidad y de  la vigencia de la totalidad de disposiciones 
reglamentarias que en la actualidad regulan el tema. 
 
1.2 Pregunta de investigación  
¿El régimen normativo vigente en Colombia previene a través de sus instituciones y 
procedimientos el registro de contratos de transferencia de tecnología que contengan 
cláusulas abusivas?  
                                               
 
25
 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-803 de 2003, Magistrado Ponente Manuel José 
Cepeda Espinosa. 
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1.3 Estado del arte  
1.3.1 Contrato de transferencia de tecnología  
1.3.1.1 Concepto de transferencia de tecnología 
En relación con el concepto de transferencia de tecnología, lo primero que hay que 
advertir es que en Colombia, no existe un concepto normativo, actualizado e integral que 
la defina. Sin embargo, atendiendo a que como consecuencia de la integración 
comunitaria andina se decidió que los aspectos relacionados con propiedad intelectual 
serían regulados por esta organización, lo propio, será acudir en primer lugar al concepto 
que para el efecto definió la CAN.  
 
En este sentido, el concepto de tecnología más reciente en la CAN data del año 1974, 
fue elaborado por Comisión del Acuerdo de Cartagena, mediante la Decisión 84 de 
197426 en la que se le definió como “El conjunto de conocimientos indispensables para 
realizar las operaciones necesarias para la transformación de insumos en productos, el 
uso de los mismos o la prestación de servicios”.  
Es oportuno destacar que aun cuando la Decisión  84 de 1974 está derogada representó 
varios aspectos de relevancia frente a la dignificación y el establecimiento de 
mecanismos claros de protección de los países receptores de tecnología, ya que 
consagró “un régimen comunitario para la inversión extranjera, la transferencia de 
tecnología y su protección” en la cual se establecían como requisitos de la transferencia 
de tecnología “prelación de la que fuese intensiva en mano de obra por encima de la 
automatizada, para evitar los efectos negativos en el nivel del empleo; incorporación de 
tecnología propia en la que se importase; preparación de técnicos  que deberían estar 
presentes para que la tecnología importada se asimilara a la efectiva; consideraciones 
sobre la implementación de la nueva tecnología en el medio ambiente, rechazando 
tecnología contaminante y que ya fuera obsoleta en los centro líderes de producción, 
conjurando así el ser un mero destinatario de tecnología desactualizada”.27 
                                               
 
26
Decisión 84 de 1974, disponible en: www.proexport.org última visita 17 de abril de 2014. 
27
 Uribe, Martín. La propiedad Industrial 40 años después, Propiedad Intelectual y Tratados de 
Libre Comercio Ensayos Críticos, Colección Gerardo Molina, Número 38,  Universidad Nacional 
de Colombia, Bogotá,  2013, Páginas 94-96. 
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Para la OMPI,28  la transferencia de tecnología "puede entenderse en un sentido limitado 
o amplio cuando se utiliza en el contexto de la propiedad intelectual, especialmente, en el 
ámbito de las patentes. Entendida de manera amplia, la transferencia de tecnología es 
una serie de procesos destinados a compartir ideas, conocimientos, tecnologías y 
capacidades con otro particular o institución (por ejemplo, una empresa, una universidad 
o un organismo gubernamental) y la adquisición por la otra parte de esas ideas, 
conocimientos, tecnologías y capacidades. En el contexto de la transferencia de 
tecnología del sector público y de las universidades al sector privado, el término 
“transferencia de tecnología” se utiliza a veces en sentido más estricto: se trata de un 
sinónimo de “comercialización de tecnología” mediante el cual se aplican los resultados 
de investigaciones científicas básicas efectuadas por universidades y organismos de 
investigación públicos a los productos comerciales y prácticos de empresas privadas que 
tienen como destino el mercado”.  
 
En la Unión Europea, de acuerdo con  el Reglamento 772 de 200429 el concepto de 
transferencia de tecnología a diferencia del concepto que sobre ella tienen la OMPI e 
incluso de la CAN, es mucho más restringido, ya que se limita únicamente a la concesión 
de licencias de tecnología, considerando que en todo caso este licenciamiento favorece 
la competencia porque puede reducir la duplicidad de la investigación y el desarrollo, 
fomentar más la innovación, facilitar la difusión y generar competencia en el mercado de 
productos. 
 
La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos en adelante OCDE, a 
través del  “Manual de Oslo”30,  presenta un concepto más amplio de transferencia de 
tecnología, pues incluye el proceso de generación de la innovación y de sus resultados, 
clasificándolo en conocimiento y tecnología incorporada en equipos, software, maquinaria 
                                               
 
28
 Organización Mundial del Comercio. Comité permanente sobre el derecho de patentes, La 
transferencia de tecnología, Décimo Cuarta Sesión, 25 a 29 de enero de 2010, disponible en:  
http://www.wipo.int/edocs/mdocs/scp/es/scp_14/scp_14_4.pdf última visita 07 de mayo de 2014 
29
 Comisión de las Comunidades Europeas, Reglamento 772 de 2004, disponible en: http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2004:123:0011:0017:ES:PDF última visita 07 
de mayo de 2014 
30
 Organización para la cooperación y desarrollo económico. Manual de Oslo, disponible en:  
http://www.uam.es última visita 08 de mayo de 2014 
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o servicios, señalando que se puede acceder a la innovación mediante su compra y que 
en todo caso para su acceso debe garantizarse la cooperación activa entre empresas y el 
sector público de investigación.  
 
Volviendo a Colombia, un acercamiento al concepto de transferencia de tecnología, se 
encuentra en  el CONPES 358231, en el que se le define como “el proceso mediante el 
cual se hace accesible todo el conjunto de habilidades y conocimientos a quienes no 
generan el conocimiento”. No obstante la anterior definición, este concepto adolece de 
aspectos como la forma en la que se puede acceder a ella, las modalidades de 
conocimiento o habilidades que se consideren tecnología y las condiciones mínimas o 
principios en los que se puede negociar.     
 
Sin embargo, una noción contemporánea de la transferencia de tecnología, hace el 
llamado a considerar que la transferencia de tecnología se entienda desde un concepto 
más amplio  y acorde con nuestras características como nación, incluyendo como objeto 
de ella  a la “Biodiversidad y los conocimientos tradicionales”,32 considerando asimismo 
estos dos objetos de transferencia como sujetos de la mas aguerrida protección dentro 
de las negociaciones de este tipo.  
 
Asimismo y para destacar como la tecnología permea todos los ámbitos de nuestro 
sistema social, traigo como referencia la siguiente noción  “La tecnología no son sólo 
herramientas, no es software, no son las redes sociales, es la manera como hoy en día, 
en el mundo, surgen buena parte de los valores, de las construcciones sociales es, en 
gran medida, donde se forja el presente y el futuro, en virtud de que moldea la cultura, la 
libertad de expresión, la salud, las formas de comunicación e interacción humana, la 
libertad; ello desde la perspectiva de un país emergente, desde la perspectiva de un 
receptor de tecnología, de un receptor desigual de tecnología, desde la perspectiva de un 
                                               
 
31
 Documento CONPES 3582, disponible  en: 
http://www.colciencias.gov.co/sites/default/files/upload/reglamentacion/conpes_3582.pdf última 
visita 07 de mayo de 2014 
32
 Peña, Daniel. Transferencia de tecnología, El desafío de generar tecnología en el Siglo XXI. La 
propiedad intelectual en el devenir historio de Colombia, Cátedra de Sede Manuel Ancízar, 
Universidad Nacional de Colombia, Sede Bogotá,  2013, Página 372. 
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país que no es productor de tecnología, aunque esté lleno de gente audaz, inteligente y 
muy viva”.33 
 
Finalmente, aun cuando la transferencia de tecnología se puede dar de un país a otro 
originando en este caso negocios internacionales, también se puede presentar entre 
personas que incluso se encuentren ubicadas en un mismo país. En este sentido, se 
transcribe un concepto amplio de la expresión transferencia de tecnología, “incluyendo en 
ella cualquier actividad que implique una creación tecnológica y la pueda a disposición de 
ella de una persona (física o jurídica) a otra.”34 
1.3.1.2 Naturaleza del contrato de transferencia de tecnología 
El CTT tiene como objeto35 en sus prestaciones, “conocimientos científicos, técnicos o 
empíricos que tienen o no un amparo por parte del derecho de propiedad industrial” y 
licencias de know how (conocimientos no amparados por tales derechos). 
 
Por lo anterior, la naturaleza y periodicidad de las prestaciones son de “cumplimiento 
continuado, lo que surge de la obligación de no hacer a cargo del licenciante, e 
independientemente de la forma de pago que se adopte en cada caso en particular”36. 
Asimismo, son considerados de tracto sucesivo ya que “dentro de sus obligaciones se 
encuentran prestaciones como la asesoría permanente, así mismo el pago de unos 
cánones que constituyen el precio del contrato.”37 
  
Con respecto a las partes que intervienen en los CTT, un sector de la doctrina considera 
que “los contratos de transferencia de tecnología son generalmente bilaterales, pueden 
                                               
 
33
 Peña, Daniel. El derecho mercantil en los tiempos de las utopías sociales, Propiedad Intelectual 
y Tratados de Libre Comercio Ensayos Críticos, Colección Gerardo Molina, Número 38,  
Universidad Nacional de Colombia, Bogotá,  2013, Páginas, Página 155. 
34
 Guerrero, Gaitán Manuel. Tipología de los contratos de transferencia de tecnología, Bogotá, 
Revista Propiedad Inmaterial, Universidad Externado de Colombia, 2009. Página 204. 
35
 Definición disponible en:  www.proexport.org última visita 08 de mayo de 2014 
36
Cabanellas, Guillermo. Contratos de Licencia y de Transferencia de Tecnología en el Derecho 
Privado, Buenos Aires,  Heliasta S.R.L., 1980, Página 55. 
37
 López, Fabián. Los contratos internacionales de transferencia de tecnología, El Know How,  
Medellín, Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, Primera Edición, 2002, Página 66 
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ser unilaterales cuando la licencia es gratuita y no implica obligaciones directas para el 
licenciatario.”38 
 
No obstante lo anterior, una concepción más amplia con respecto a las partes que 
intervienen en el CTT considera que este contrato constituye un factor de promoción de 
la cooperación ya que en él intervienen otros actores distintos al receptor y el transmisor 
de tecnología, en este sentido se ha considerado que en el proceso de transferencia “se 
involucran múltiples actores que conforman variadas interacciones dinámicas, tales como 
el Gobierno Nacional, los grandes grupos industriales, pequeñas y medianas empresas, 
agremiaciones, centros e institutos tecnológicos, universidades e institutos de educación 
superior, fundaciones, asociaciones, el poder púbico y sus diferentes organizaciones, el 
sistema financiero, los usuarios y la comunidad, las organizaciones no gubernamentales 
de carácter nacional e internacional y de manera indirecta los diferentes intereses 
internacionales”.39  
 
En este orden de ideas, la agrupación, interacción y cooperación entre los diversos 
actores que intervienen en la transferencia de tecnología puede generar agrupaciones de 
colaboración cuyo propósito es “establecer una organización común con la finalidad de 
facilitar determinadas fases de actividad empresarial de sus miembros o de perfeccionar 
o incrementar el resultado de tales actividades”.40  
 
En la actualidad y de acuerdo con estudios recientes41, en nuestro país ya hay "redes de 
mentores, redes de ángeles inversionistas, fondos de inversión privada, hay centros de 
emprendimiento”, sin embargo, falta articularlos mejor en aras de garantizar un ambiente 
propicio para la innovación; Asimismo se señala que “el programa Connect, cataliza la 
innovación tecnológica creando vínculos entre creadores y emprendedores, tiene 
                                               
 
38
 Op. Cit., Cabanellas Guillermo. Página 49. 
39
 Rodríguez,  Julio Mario.  Cordero, Berta Lucía.  La gestión de la Tecnología Elementos 
Fundamentales y Transferencia de Tecnología entre la Universidad y la Empresa,  Bogotá, 
Universidad Nacional de Colombia, Sede Bogotá, Facultad de Ingeniería, Segunda Edición, 2002, 
Página 219. 
40
 Ibídem, Página 289. 
41
 Sánchez, José Antonio. Artículo, ¿Podrá Colombia tener su propio Silicon Valey?, El Tiempo, 
disponible en: http://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/podra-colombia-tener-
su-propio-silicon-valley/14015455 última consulta 21 de mayo de 2014 
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información de que en Colombia ya existen nueve fondos: Fondo Inversor, Nazca, Velum 
Ventures, Austral, Capital, CEAF, Candeo, Promotora y Tekacap”, lo que evidencia aun 
más la multiplicidad de actores que podrán intervenir en este tipo de contratos.  
 
Por otra parte el CTT es de aquellos que se denominan como intuito personae “en la 
medida en que se establecen teniendo muy en cuenta las características y 
cualificaciones tanto del suministrador como del receptor de la tecnología concedida, no 
estando, por decirlo de algún modo, al alcance de cualquiera.” 42 
 
En relación con los costos que implica la transferencia de tecnología, estos contratos son 
generalmente onerosos, en razón a que “están destinados a generar lucro para quien los 
explota”.43 Lo anterior, entendiendo adicionalmente que quien otorga la transferencia de 
tecnología es el propietario de los derechos patrimoniales que se derivan de la propiedad 
intelectual que ostenta, por lo que su explotación representa un beneficio económico e 
impide el uso no autorizado por parte de terceros. 
 
Ahora bien, en el punto concreto de la explotación de derechos de propiedad intelectual 
que se puede presentar en un contrato de transferencia de tecnología se originan tres 
categorías de licencia: “Pueden otorgarse licencias únicamente sobre determinados 
derechos de propiedad intelectual (por ejemplo, una licencia para poner en práctica una 
invención protegida por patente o para copiar y distribuir una determinada obra de autor), 
o sobre todos los derechos de P.I. que sean necesarios para reproducir, fabricar, utilizar, 
comercializar y vender productos basados en un tipo de tecnología (por ejemplo, una 
licencia para desarrollar nuevos programas informáticos que estén protegidos por la 
legislación relativa a las patentes, el derecho de autor, las marcas o los secretos 
comerciales).También puede concederse una licencia sobre todos los derechos de P.I. 
necesarios para fabricar y comercializar un producto que cumpla con una especificación 
o norma técnica (por ejemplo, un grupo de empresas que se pone de acuerdo sobre una 
norma técnica para garantizar la interoperabilidad de los instrumentos de un sistema, 
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agrupar sus derechos de P.I. y conceder las licencias que cada uno de los miembros 
necesite para fabricar y vender el producto)”.44 
 
Para doctrinantes como Guillermo Cabanellas, el contrato de transferencia de tecnología 
por lo general es atípico, debido a que “la existencia de regulaciones específicas 
referidas a los contratos que se celebren entre un licenciante extranjero y un licenciatario 
nacional no altera esta solución, pues dichas regulaciones se refieren únicamente a 
aspectos específicos de tales contratos, se aplican solamente a ciertos contratos de 
licencia y dejan la regulación de las relaciones contractuales entre las partes sujeta a la 
legislación común”45  
 
Sin embargo, aun cuando se destaca la atipicidad del contrato, en algunos países se han 
hecho esfuerzos tendientes a establecer un marco normativo aplicable al contrato de 
transferencia de tecnología. Es así como en la Unión Europea se encuentra la 
Resolución 772 de 2004 proferida por la Comisión de las Comunidades Europeas, en los 
países que integran la CAN el asunto es regulado por la Decisión 291 de 1991 y en 
países que conforman el MERCOSUR46 no existen normas de carácter supranacional por 
lo que debe acudirse a las normas internas de los países miembros, por ejemplo 
Argentina  que regula el asunto mediante la Ley 22.426 de 1981, en Brasil la Ley 9.279 
de 1996 desarrollada por el Acto Normativo 135 de 1997. 
 
Por otra parte y debido a la asimetría que con respecto al conocimiento e información del 
objeto de transferencia, se puede presentar entre el receptor de la tecnología y el 
transmisor o licenciante, el contrato podrá ser de adhesión cuando “el licenciante se 
encuentre en una situación de preeminencia tal que pueda imponer los términos del 
contrato a su contraparte, quedando a ésta la opción de aceptar o rechazar el proyecto 
propuesto por el licenciante, sin permitir campo alguno a la negociación de su 
contenido”.47  
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No obstante lo anterior, no se debe desconocer que en todo caso el contrato debe 
sustentarse en los principios como la libertad contractual, autonomía de la voluntad, 
buena fe, no abuso del derecho.48 
 
Frente al tema de la formalidad que se debe tener en cuenta en los contratos de 
transferencia de tecnología, la Decisión 291 de 1991 de la CAN, establece como requisito 
de existencia la forma escrita del contrato y el registro de carácter obligatorio, sin 
embargo esta norma guarda silencio con respecto a las consecuencias que se derivarían 
por la falta de este requisito, considerando como única consecuencia su inoponibilidad 
frente a terceros, ante la falta de conocimiento de las licencias otorgadas sobre los 
derechos de propiedad industrial involucrados en la transferencia. 
 
En países como Argentina al igual que en Brasil el registro del contrato de transferencia 
de tecnología tiene un carácter informativo, siendo fiscal la única consecuencia de su 
omisión. En legislaciones como la estadounidense de acuerdo con lo establecido en la 
sección 261 del U.S Code, cuando el CTT implique cesión el registro es requisito 
necesario para la ejecución del contrato so pena de nulidad, mientras que en los 
contratos transferencia que solo conlleven la  licencia a diferencia de las legislaciones 
latinoamericanas no es indispensable el registro.49 
 
1.3.1.3. Clases de Contratos de transferencia de tecnología 
La transferencia de tecnología se puede presentar a través de diferentes modalidades 
contractuales, por lo que a continuación se describen algunas de las más representativas 
o comúnmente descritas:  
 
a) Contratos de licencia sobre uso de marcas  y patentes 
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Problema y Estado del Arte 21 
 
Con respecto a este tipo de contratos, es importante precisar que producto de las 
investigaciones se resuelven problemas técnicos y que por lo general las soluciones 
generan una innovación tecnológica que es protegida por las patentes de invención, 
anotando adicionalmente que “la patente de invención le reconoce al inventor un derecho 
exclusivo de usufructo de su invento, impide que  terceros puedan obtener beneficios 
lucrativos de él sin su autorización”.50  
 
Para  la OMPI,51 “una licencia de propiedad intelectual es un contrato por el cual el 
licenciante autoriza al licenciatario a explotar la propiedad intelectual de aquél”, anotando 
adicionalmente que el licenciante de la propiedad intelectual no pierde sus derechos de 
titularidad sobre la misma ya que solo autoriza la explotación o uso de sus derechos por 
el pago de una contraprestación conservando la titularidad o propiedad sobre los 
mismos.  
 
Siguiendo los conceptos de la OMPI,52 de acuerdo con el alcance de la explotación que 
se autoriza, la licencia puede ser exclusiva cuando el licenciante voluntariamente 
renuncia a cualquier tipo de explotación o a conceder la misma licencia a terceros, única 
cuando al titular del derecho se le limita la posibilidad de conceder la licencia a terceros 
pero conserva su derecho a explotarla para el mismo y limitada en cuanto a su territorio 
de explotación y en este caso podrá tener validez a nivel internacional o únicamente 
circunscribirse a un territorio en particular. 
 
Así las cosas, entre las obligaciones del licenciatario se encuentran las relacionadas con 
el pago en contraprestación de la autorización otorgada por el licenciante, el deber de 
comunicar la infracción del derecho por parte de terceros, la obligación de no competir 
con el licenciante en el área geográfica determinada y el licenciante tiene entre sus 
obligaciones las relacionadas con realizar todos los actos necesarios para asegurar la 
explotación del licenciatario, tales como otorgar autorización para el uso del bien objeto 
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del contrato, el pago de mantenimiento de la patente, comunicación y asistencia 
necesaria para la protección del derecho.53 
 
b) Contratos de cesión de marcas y patentes 
 
De acuerdo con la OMPI54 y a diferencia con los efectos sobre la titularidad de la 
propiedad intelectual de la licencia “El efecto de la cesión es transferir la titularidad de la 
propiedad intelectual de una persona a otra. Se trata de una enajenación permanente de 
la titularidad”. 
 
En los contratos de cesión de  marcas y  patentes el cedente tiene como obligación 
principal la entrega de los bienes inmateriales, sobre los cuales no se puede realizar una 
entrega física, por lo que el equivalente a la entrega será la firma del contrato. Para el 
cesionario, la obligación principal consistirá en el pago por la cesión.55 
 
Finalmente, entre  los contratos de licencia y cesión, la diferencia más representativa 
consiste en que: “En la licencia se le otorga al receptor de la tecnología el derecho a 
utilizar la invención, mientras en la cesión, el titular transfiere todos los derechos que 
posee. Las disposiciones aplicables a una y otra son distintas, además de los efectos que 
producen. En la licencia el titular se reserva sus derechos, mientras que en la cesión los 
derechos se transmiten en su totalidad”56.  
 
c) Contratos de franquicia  
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Para el Instituto Internacional para la unificación del derecho privado en adelante  
UNIDROIT,57 por contrato de franquicia se entiende “En la franquicia de formato 
comercial un franquiciador elabora y aprueba un procedimiento comercial específico (el 
“formato comercial”), ya sea para la distribución de bienes o la prestación de servicios, 
que después procede a otorgar el derecho de uso a los franquiciados. Un contrato de 
franquicia de formato comercial se celebra entre dos empresas independientes, por el 
cual una, el franquiciador, a cambio de una compensación normalmente, pero no 
exclusivamente, en la forma de una cuota inicial y/o cuotas periódicas otorga a la otra, el 
franquiciado, el derecho a comercializar bienes o prestar servicios bajo su marca y/o 
nombre comercial siguiendo el método comercial o los procedimientos que ha elaborado 
y probado. Para que el franquiciado pueda actuar así, el franquiciador proporciona al 
franquiciado el know-how (“saber-hacer”) requerido y la formación necesaria para 
emplear este know-how. El franquiciador proporciona también en la mayoría de los casos 
un manual detallado que contiene las instrucciones necesarias para la gestión del 
negocio. Además, durante la vigencia del contrato el franquiciador normalmente 
proporciona al franquiciado ayuda en la dirección de la franquicia.  
 
Se trata por tanto, de un paquete que incluye (pero no se limita a) derechos de propiedad 
intelectual que están protegidos por ley (por ejemplo marcas, nombres comerciales o, 
menos frecuentemente, patentes), know-how, formación y asistencia continuada por 
parte del franquiciador, derechos de control del franquiciador frente al franquiciado y 
obligaciones del franquiciado de seguir las instrucciones del franquiciador y de cumplir 
con las condiciones financieras del contrato. Permite además, o puede en algunas 
ocasiones exigir, que la unidad de franquicia sea claramente identificada como un 
miembro de una particular red de franquicia.” 
 
Para el franquiciado, la primera y principal obligación consiste en el pago de la 
contraprestación según los términos pactados, la segunda consiste en la financiación de 
la inversión necesaria para llevar a cabo la implementación de la estructura empresarial y 
la tercera sumisión a las instrucciones de control e inspecciones del franquiciante y para 
                                               
 
57
 UNIDROIT. Guía para los acuerdos de franquicia principal internacional, Roma, 2005 disponible 
en: http://www.unidroit.org/spanish/guides/1998franchising/franchising-guide-s.pdf última consulta 
08 de mayo de 2017 
24 Tratamiento normativo en Colombia  de las  cláusulas abusivas en el contrato de 
transferencia de tecnología 
 
el franquiciante la primera obligación consiste en poner a disposición el paquete de 
franquicia, la segunda consiste en prestar la asistencia y asesoramiento técnico al 
franquiciado y la tercera mantener el prestigio de la imagen empresarial objeto del 
contrato.58 
 
El contrato de franquicia tiene un estrecho vínculo con los contratos de licencia y 
transferencia de tecnología, ya que con ocasión de estos contratos se permite la 
utilización de patentes, Know How, marcas y otros derechos de propiedad intelectual, 
siendo la diferencia fundamental entre estas dos figuras contractuales con el contrato de 
franquicia que en el contrato de licencia y transferencia de tecnología, el licenciante o 
transmisor de tecnología no tiene el control comercial sobre el licenciatario o receptor de 
tecnología a diferencia del contrato de franquicia.59  
 
En Colombia, verificadas las normas contractuales, no se ha expedido regulación 
expresa en la cual se consagren las características específicas del contrato de franquicia, 
sin embargo en desarrollo de la autonomía privada de la voluntad, podrá celebrarse este 
tipo de contratos. Adicionalmente, con respecto a sus características,60 es un contrato 
consensual, oneroso, de tracto sucesivo y la transferencia del Know-How se considera 
como un elemento que debe estar presente dentro de la negociación de este tipo de 
contrato ya que de su transferencia y adecuada comunicación por parte del franquiciante 
depende la ejecución del contrato. 
 
d) Contratos de colaboración, joint ventures o alianzas estratégicas  
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De acuerdo con la OMPI61 las alianzas estratégicas constituyen “una relación en la que 
dos partes contribuyen con sus recursos y capacidades, distintos pero complementarios”, 
en este tipo de contratos las empresas se relacionan con el propósito de desarrollar 
actividades tendientes a generar invenciones con base en los aportes que se efectúen 
por los miembros de la colaboración. Con respecto a la propiedad intelectual pueden 
acordar que cada uno de ellos sea titular o cotitular de la tecnología desarrollada en 
forma conjunta.  
 
A través de los Joint Ventures dos o más personas unen sus esfuerzos en torno a un 
proyecto determinado, de manera tal que asumen los riesgos que involucra el mismo y 
comparten los beneficios que obtengan.62 
 
Los contratos de joint venture se materializan mediante tres instrumentos el “acuerdo 
base” en donde “se establecen los principios y se marcaran las pautas de la realización 
de la operación, delimitando el ámbito de la colaboración”; los “acuerdos 
complementarios” en donde “se trata lo relacionado con los detalles de ejecución del 
contrato tales como licencias de propiedad intelectual y formas de financiación” y el 
tercero que comprende los estatutos sociales en el que “se consignan los detalles de la 
nueva empresa” 63, anotando que en los contratos de joint venture que impliquen 
transferencia su negociación y pautas estarán inmersas en cada una de estas etapas.  
 
En Colombia, la unión transitoria de empresas así como las agrupaciones en la 
modalidad de consorcio no tienen un marco normativo totalmente definido, sin embargo 
es la Ley 80 de 1993 modificada por la Ley 1150 de 200764, las disposiciones compiladas 
por el Decreto 1510 de 2013 “Por el cual se reglamenta el sistema de compras y 
contratación pública”, las disposiciones normativas que de alguna forma los regulan. 
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Asimismo, es importante advertir que los contratos de transferencia de tecnología, son 
considerados como “contratos de colaboración entre empresas de carácter atípico, pues 
carecen de un ordenamiento especifico que se encargue de regularlos, como sucede con 
la compraventa y el suministro. Sin embargo, en aspectos muy concretos hallamos 
algunas referencias legales, verbo y gracias en la protección del Know How, a través de 
las normas del derecho a la competencia, de conformidad con la Decisión 486 de 2000 y 
complementariamente con la Ley 256 de 1996”.65 
1.3.2 Cláusulas abusivas en el contrato de transferencia de 
tecnología  
1.3.2.1 Concepto de cláusulas abusivas y prácticas restrictivas 
de la competencia  
De acuerdo con la doctrina “en Colombia no existe una regulación completa en materia 
de cláusulas abusivas, por lo que el ordenamiento jurídico nacional ha visto la necesidad 
de incorporar dicho concepto, principalmente, a través de doctrina y jurisprudencia, en 
aras de proteger a los contratantes débiles”.66 
 
En este orden de ideas, se ha considerado a la cláusula abusiva como aquella que 
“implica un atentado contra el principio de la buena fe en la medida en que involucra una 
desproporción significativa entre las obligaciones y beneficios que adquieren las partes”67 
o como “aquella parte del contrato que se caracteriza por imponer, sin justa causa, 
condiciones que benefician en forma clara e injustificada a uno de los contratantes en 
perjuicio del otro, confirmando un acto abusivo que se traduce en perjuicio del otro, 
confirmando el acto abusivo que se traduce en un apartamiento de las pautas 
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emergentes: el deber de actuar de buena fe; de lo que exige el orden público 
(económico); la moral; las buenas costumbres y la equidad”.68 
 
Por otra parte y con respecto al derecho comparado “a diferencia de la legislación 
alemana y la española, en Colombia al igual que en Inglaterra y en Francia, la noción de 
cláusulas abusivas no se limita a las relaciones de consumo, sino que se aplica a todo el 
sistema contractual”.69 
 
Asimismo, “los cambios en las realidades socio económicas han generado que la mayor 
parte de los contratos se realicen en masa, mediante condiciones uniformes, 
preestablecidas por una empresa o por un grupo empresarial, que imponen a sus clientes 
sin posibilidad de modificarlas o discutirlas”,70 situación que genera como consecuencia 
que “la negociación haya cedido su papel a la predisposición, pues las masas de 
usuarios carecen de poder de la posibilidad de discutir las condiciones negociales, las 
cuales ya se encuentran previamente establecidas en contratos uniformes o condiciones 
generales de contratación, y la única alternativa del consumidor consiste en adherirse o 
rechazar el convenio”.71 
 
Adicionalmente, de manera acertada la doctrina ha considerado que las cláusulas 
abusivas no sólo afectan a los consumidores entendidos  como las partes débiles dentro 
de un contrato, sino que empresas con conocimiento del área objeto de negociación 
también pueden ser afectados, con este tipo de contratos, toda vez que: “restringir esta 
figura a los consumidores puede ser un error; primero, porque no todos los consumidores 
son débiles y además, hay quienes no son consumidores sino empresarios y también son 
débiles (sin poder negociador) y  pasibles de ser explotados por cláusulas abusivas 
emergentes de quienes tienen concentración del poder económico o posición dominante 
en el mercado”.72 
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La Superintendencia de Industria y Comercio73, ha denominado como práctica restrictiva 
de la competencia a “toda conducta abusiva por parte de agentes económicos que 
tengan posición dominante en el mercado”, entendiendo como posición de dominio en el 
mercado “la capacidad que tiene una empresa para determinar las condiciones del 
mercado relevante en el que participa. Esto quiere decir que la empresa tiene la 
posibilidad, sin tener en cuenta que hacen sus competidores, de definir precios, montos 
de producción, calidad de sus bienes, etc., independientemente de las presiones de la 
competencia”. 
 
En la doctrina ha definido a las cláusulas abusivas como “aquellas estipulaciones 
reprobadas por el ordenamiento, en virtud del abuso de la posición dominante, cuando es 
empleado con exceso o anormalidad el poder de negociación para introducir en el 
contrato estipulaciones que generan un desequilibrio económico injusto y carente de 
razonabilidad”.74 
 
La jurisprudencia75 ha señalado que “tratándose de la autonomía privada de la voluntad 
privada y el conjunto de facultades con que en virtud de ella cuentan las personas, 
facultades que se condensan en la de celebrar determinado negocio jurídico o dejar de 
hacerlo, en la de elegir con quien realizarlo y en la de estipular las cláusulas llamadas a 
regular la relación así creada, pueden darse conductas abusivas que en cuanto 
ocasionen agravio a intereses legítimos no amparados por una prerrogativa especifica 
distinta, dan lugar a que el damnificado, aun encontrándose vinculado por el negocio y 
por la fuerza precisamente de las consecuencias que para él acarrea la eficacia que de 
este último es propia, puede exigir la correspondiente indemnización.”  
 
Con respecto al control de equidad de las relaciones contractuales, podrá  ser inter 
partes cuando se realiza directamente por los contratantes en ejercicio de su autonomía 
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de la voluntad; administrativo el realizado por las entidades competentes de cada país 
para vigilar actividades de utilidad pública o de gran trascendencia en el mercado o para 
sancionar a aquellos contratantes que dispongan cláusulas abusivas y el legislativo, a 
través de la inclusión de cláusulas negras consagrando aquellas cláusulas que se 
consideren abusivas y que en caso de presentarse el juez tendrá que declararlas nulas, 
inexistentes, ineficaces o tenidas por no escritas de acuerdo con la sanción que haya 
previsto el legislador y listados o cláusulas grises que en caso de presentarse tendrán 
que ser analizadas por el serían juez de conocimiento.76  
 
Sin embargo, en caso de que en un contrato se incluyan cláusulas abusivas dentro el 
remedio será posterior y le corresponderá ejercerlo al juez, quien ordenará la exclusión 
de la cláusula desproporcionada o exorbitante del contenido del contrato, sin que tal 
nulidad parcial produzca invalidación en el resto del contrato. 
 
En este orden de ideas, en desarrollo  principio de conservación de los actos jurídicos, se 
prefiere la nulidad de la cláusula a menos que las partes no hubieran celebrado el 
negocio sin la estipulación o  parte viciada de nulidad y en este caso se continuará con el 
contrato y le corresponderá al juez  integrar el contrato dando aplicación  a normas 
supletivas o a la reducción de los efectos de la cláusula que se ha considerado como 
excesiva.77  
1.3.2.2 Cláusulas abusivas en el contrato de transferencia de 
tecnología (prácticas restrictivas)  
Retomando el problema jurídico objeto de investigación y teniendo como referencia los 
asuntos abordados hasta el momento, es decir, la importancia de los contratos de 
transferencia de tecnología, sus características y tipologías, su relación con la propiedad 
industrial, así como el concepto de cláusula abusiva, procedo en este subcapítulo a 
integrar estos tres temas para evidenciar las tensiones existentes entre ellos y la forma 
en que el derecho puede gestionarlas. 
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La complejidad de este tema radica en la contradicción que se presenta entre las normas 
que protegen la propiedad industrial y le conceden al titular la explotación de su derecho, 
en oposición con las normas que pretenden garantizar la competencia en condiciones de 
equidad, así como evitar conductas que favorezcan el monopolio y la arbitrariedad 
soportada en la titularidad del derecho y mantener una situación de plena competencia 
de los mercados. Para la doctrina “Este conflicto debe ser resuelto mediante las reglas 
que definan en qué casos una conducta con efectos restrictivos sobre la competencia 
puede ser considerada justificada sobre la base de resultar del ejercicio de derechos de 
propiedad industrial derivados de la legislación específica de tales derechos”78.  
 
Sin embargo, en forma acertada la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual79 ha 
sostenido que en ocasiones “no existe conflicto o contradicción entre el derecho de la 
competencia y los derechos subjetivos de propiedad industrial el reconocimiento de dicho 
conflicto es necesario para evitar que el derecho de la competencia obre como obstáculo 
insuperable para el ejercicio de esos derechos subjetivos.” 
 
La opinión mayoritaria de la doctrina considera que “el ejercicio de derechos de 
propiedad industrial es lícito aun cuando cree monopolios, pues la posibilidad de explotar 
de manera exclusiva un derecho conferido por el registro, es un incentivo para la 
investigación de nuevas tecnologías y por ende del desarrollo de una economía”.80. 
 
Como se señaló, los CTT pueden llevar implícito el otorgamiento de la licencia de marcas 
o patentes y en este sentido, las condiciones en las que se conceda la licencia podrán 
representar una excesiva carga para el receptor de tecnología o licenciatario, generando 
un desequilibrio injustificado para una de las partes contratantes.  
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En este orden de ideas, a continuación se describen algunas de las cláusulas abusivas 
que la doctrina considera más comunes en los contratos tratados, relacionadas con 
aspectos como el pago por concepto de la transferencia, la imposición de obligaciones 
contractuales desproporcionadas y ajenas a la correcta ejecución del contrato, las 
limitaciones excesivas a la gestión que pueda desarrollar el receptor como resultado del 
uso de la tecnología transferida. 
 
a) Cláusulas abusivas relacionadas con el pago:  
Para la OMPI81 el pago podrá presentarse de dos formas, por regalías que “pueden 
basarse en las ventas por unidad, es decir, una regalía por unidad mediante la cual el 
licenciatario paga una cantidad fija por cada unidad de producto vendido” y el pago por 
cantidad fija que “implica que se puede efectuar en la fase inicial del acuerdo o en un 
momento posterior. Estos pagos pueden ser anuales y se pueden fraccionar para que 
coincidan con las fases de desarrollo del producto.” 
 
Ahora bien, se podrá presentar clausulado abusivo con respecto al pago, en aquellos 
eventos en los que “el licenciatario sea puesto en condiciones de inferioridad frente a las 
empresas que operen en el mismo sector; asimismo las regalías diferenciales pueden ser 
un medio para imponer prestaciones adicionales como condición para la concesión de 
menores tasas.”82  
 
También se podrá presentar una cláusula abusiva cuando se estipule el  pago de 
regalías sobre propiedad industrial con posterioridad al vencimiento  del plazo de 
protección de la titularidad de los derechos morales y patrimoniales, denominada (post 
expiration royalties)”, cobro de regalías por tecnología accesoria a la tecnología objeto 
del contrato (bundlind), cobro de regalías sobre ventas totales del producto aun cuando 
no se use la tecnología (Total sale royalties).83 
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Con respecto a la fijación de precios, podrá considerarse abusiva la cláusula en la que se 
fije el precio del producto fabricado con la tecnología licenciada84, sin embargo en 
oposición con  este sector de la doctrina, para la OMPI85 es viable realizar este tipo de 
acuerdos, toda vez que el licenciatario puede pedir que se fije un tope o un mínimo que 
garantice unas regalías mínimas.  
 
b) Cláusulas relacionadas con restricciones al uso de la tecnología  
 
Son cláusulas que restringen las exportaciones, la investigación y las adaptaciones de 
tecnología, prohíben el uso tecnologías distintas a la licenciada por el transmisor de 
tecnología o establecen limitaciones relacionadas con los productos derivados de la 
tecnología licenciada y los usos que se den a éstos.86  
 
c) Cláusulas que limitan el derecho de ejercer acción judicial alguna respecto a 
los derechos del licenciante  
 
El objetivo de este tipo de cláusulas consiste en “obligar a una de las partes a no hacer 
valer sus derechos sobre las patentes u otros derechos de propiedad intelectual e 
industrial contra la otra parte contratante, incluso si esta iba a ser objeto de un 
procedimiento por infracción.”87  
 
d) Licencias atadas 
Se consideran como licencias atadas88 las que obligan al licenciatario a “adquirir licencias 
de derechos  sobre tecnologías que no necesita o derechos que pueden tener una de 
validez dudosa”.  
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Para un sector de la doctrina89 “el poder de  negociación otorga la titularidad de una 
patente y,  en el caso de otros contratos de transferencia de tecnología, el control sobre 
conocimientos secretos, necesarios para determinada actividad económica, permiten a 
los licenciantes exigir la aceptación de operaciones adicionales, tales como la compra de 
insumos o el suministro de tecnologías complementarias no requeridas por el 
licenciatario”. En este orden de ideas, las cláusulas que imponen  obligaciones 
suplementarias y  adicionales a las que se derivan de la licencia, carecen de justificación 
y en este sentido exceden las obligaciones de la licencia razón por la que son 
consideradas abusivas.  
 
e) Cláusulas de retrocesión de mejoras o grant back  
 
De acuerdo con la OMPI90 “Una cláusula de “retrocesión” puede permitir al licenciante 
acceder al perfeccionamiento efectuado por el licenciatario. Sin embargo, una cláusula 
de “retrocesión” exclusiva puede considerarse, en el marco de una legislación nacional, 
como una práctica comercial contraria a la libre competencia”. 
 
Por lo anterior, el objeto de este tipo de cláusulas cosiste91  en “obligar al licenciatario a 
transferir los derechos de propiedad industrial e intelectual que protejan las mejoras que 
han realizado a la tecnología objeto del contrato de licencia (Grant back clauses)”.  
1.3.2.3 Criterios para determinar si una cláusula es o no abusiva 
Este subcapítulo tiene como propósito  identificar cómo se ha analizado y qué criterios se 
tienen en cuenta para determinar si una cláusula de licenciamiento o transferencia de 
tecnología es o no abusiva, tomando como referencia el sistema jurídico estadounidense, 
europeo, andino y especifico de Colombia. 
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En un primer acercamiento se podría concluir que las normas de propiedad intelectual y 
las disposiciones antitrust se encuentran en orillas opuestas. En efecto, las primeras le 
conceden al individuo un monopolio estatal, con el propósito de incentivarlo a que 
continúe con su producción de trabajo intelectual. Como consecuencia de lo anterior, a 
los beneficiarios de estos derechos tales como patentes, secretos industriales o derechos 
de autor, se les confiere un derecho de exclusión, que implica que la titularidad de un 
derecho de propiedad intelectual da lugar a unas características propias y a un 
tratamiento especial, de conformidad con las leyes de la competencia. Con respecto al 
punto concreto del análisis de las cláusulas abusivas en los contratos de licenciamiento 
de acuerdo con la doctrina en casi todos los países del mundo se diferencian dos reglas 
para analizar las cláusulas de los contratos de licenciamiento. Estas tienen unas 
características propias que permiten su identificación. 
 
a) Regla per se: se aplica en los casos en que la conducta sea manifiestamente 
anticompetitiva. En su esencia y en su efecto, estos acuerdos resultan tan 
ostensiblemente anticompetitivos que no se necesita un estudio profundo de la 
conducta en el mercado. 
 
b) Regla de la razón: Las conductas que no son per se ilegales deben ser 
estudiadas bajo  la  regla de la razón. En este caso, las cortes analizan el efecto 
anticompetitivo de la acción frente a su efecto pro competitivo. Si este último es 
superior, el juez decidirá que la conducta es legal bajo las normas antitrust.92 
 
En el sistema jurídico estadounidense el derecho de la competencia está regulado por la 
Sherman Act, la cual establece una prohibición de la realización de acuerdos entre 
empresas, siendo en todo caso necesario que de presentarse alguna conducta 
susceptible de valoración sea la Corte Suprema de Justicia la que interprete su contenido 
introduciendo la denominada “rule of reason” “consistente en que el juzgador debe 
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realizar un análisis para determinar si el acuerdo objeto de estudio afecta 
injustificadamente a la sociedad, y por tanto es ilegal.” 93 
 
En la legislación europea94, el Artículo 81 del Tratado de la Comunidad Europea de 1997 
(Antiguo artículo 85 del tratado de Roma), establece que “serán incompatibles con el 
mercado común y quedaran prohibidos todos los acuerdos entre empresas, las 
decisiones de asociaciones de empresas y las prácticas concertadas que puedan afectar 
el comercio entre los estados miembros y que tengan por objeto o efecto impedir, 
restringir o falsear el juego de la competencia dentro del mercado común y, en particular, 
las que consistan en: 
 
a) Fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta o de otras 
condiciones de transacción. 
b) Limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las 
inversiones. 
c) Repartirse los mercados o las fuentes de abastecimiento 
d) Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones 
equivalente, que ocasionen a estos una desventaja competitiva. 
e) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, 
de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos 
mercantiles, no guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos.” 
 
Destacando que el efecto de estipular este tipo de acuerdos o decisiones prohibidas, 
tendrán como consecuencia la nulidad de pleno derecho. 
 
Así mismo, las anteriores disposiciones serán inaplicables de acuerdo con el parágrafo 
tercero del mencionado artículo cuando a pesar de existir prácticas concertadas entre 
empresas, éstas mejoren la producción en el mercado o fomenten el progreso y 
garanticen el acceso del producto o servicio a los usuarios evitando en todo caso que las 
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restricciones a las empresas sean excesivas u obliguen a la eliminación de la 
competencia.  
 
Sin embargo, el parágrafo tercero del artículo 81, no permite la posibilidad de aplicar la 
regla per se y revive el uso de la regla de la razón respecto de todas las actividades 
señaladas por esa disposición, incluidos los literales a), b), c), d), e), ya que señala que 
no serán aplicables las disposiciones del parágrafo primero del artículo 81 (1) cuando el 
acuerdo, la decisión o la práctica tenga efectos pro competitivos. Es decir que los 
convenios que se enmarquen bajo el espectro del artículo 81 pueden ser justificados. 
 
De acuerdo con lo anterior, la conclusión no puede ser otra que a la luz del parágrafo 
tercero del artículo 81 del Tratado de la Comunidad Europea, se obliga a que todas las 
prácticas sean analizadas bajo la regla de la razón.  
 
Ahora bien, para el punto concreto de los contratos de licenciamiento de tecnología la 
legislación europea consagra el Reglamento No. 772/2004,  que en tratándose de 
acuerdos de transferencia de tecnología por excepción no serán aplicables las 
disposiciones del artículo 81 antes mencionado, razón por la que se abre la posibilidad 
de usar un sinnúmero de cláusulas en los licenciamientos de tecnología, los cuales están 
prohibidas por las normas antitrust para otro tipo de acuerdos. Esta excepción puede ser 
entendida, si se comprende que uno de los fines perseguidos por los derechos de 
propiedad intelectual es promover la tecnología en la sociedad, supuesto que inspira la 
excepción del artículo. 
 
En la CAN, la Decisión 608 de 200595 consagra las “Normas para la protección y 
promoción de la libre competencia” y en esta se describen como  conductas que 
restringen la libre competencia “los acuerdos que tengan como propósito o generen el 
efecto de a) Fijar directa o indirectamente precios u otras condiciones de 
comercialización; b) Restringir la oferta o demanda de bienes o servicios; c) Repartir el 
mercado de bienes o servicios; d) Impedir o dificultar el acceso o permanencia de 
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competidores actuales o potenciales en el mercado; o, e) Establecer, concertar o 
coordinar posturas, abstenciones o resultados en licitaciones, concursos o subastas 
públicas.” 
 
En esta misma disposición y como conductas que constituyen abuso de la posición de 
dominio se consagran: “a) La fijación de precios predatorios; b) La fijación, imposición o 
establecimiento injustificado de la distribución exclusiva de bienes o servicios; c) La 
subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones 
suplementarias que, por su naturaleza o arreglo al uso comercial, no guarden relación 
con el objeto de tales contratos; d) La adopción de condiciones desiguales con relación a 
terceros contratantes de situación análoga, en el caso de prestaciones u operaciones 
equivalentes, colocándolos en desventaja competitiva; e) La negativa injustificada, a 
satisfacer demandas de compra o adquisición, o a aceptar ofertas de venta o prestación, 
de productos o servicios; f) La incitación a terceros a no aceptar la entrega de bienes o la 
prestación de servicios; a impedir su prestación o adquisición; o, a no vender materias 
primas o insumos, o prestar servicios, a otros; y, g) Aquellas conductas que impidan o 
dificulten el acceso o permanencia de competidores actuales o potenciales en el mercado 
por razones diferentes a la eficiencia económica.” 
 
Con respecto al sistema adoptado por la Comunidad para efectos de definir la nulidad o 
no de una cláusula por su contenido abusivo, el artículo 6 de la citada Decisión, consagra 
que “los países miembros podrán someter a consideración de la Comisión, el 
establecimiento de exclusiones o excepciones al ámbito de la presente Decisión, de 
actividades económicas sensibles necesarias para lograr los objetivos fundamentales de 
su política, siempre y cuando éstas estén contempladas en la legislación nacional del 
país solicitante”, siendo necesario que se evidencie el beneficio que esta práctica reporta 
para en el mercado, garantice el desarrollo de una actividad económica  que se 
considere deprimida o sensible o en situaciones de emergencia, advirtiendo en todo caso 
que estas prácticas en todo lo demás deben ser concordantes con la normatividad andina 
y no pueden limitar la competencia siendo en este caso una disposición muy similar a la 
adoptada  por la Comisión Europea.  
 
Por lo anterior, podría aplicarse en los miembros de la región andina la regla de la razón, 
como criterio para considerar que aun cuando una cláusula presenta contenido abusivo 
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no se considerara como tal, siempre que se encuentre enmarcada en los requisitos 
previstos por el artículo 6 de la citada decisión y por defecto se entenderá aplicable la 
regla per se en todos aquellos eventos que no se encuentren enmarcados en las 
causales ya señaladas.  
 
En Colombia,  la Ley 155 de 195996 “Por la cual se dictan algunas disposiciones sobre 
prácticas comerciales restrictivas”,  consagra en su artículo primero que “quedan 
prohibidos los acuerdos o convenios que directa o indirectamente tengan por objeto 
limitar la producción, el abastecimiento, la distribución o el consumo de materias primas, 
productos, mercancías o servicios nacionales o extranjeros, y en general, toda clase de 
prácticas, procedimientos o sistemas tendientes a limitar la libre competencia y a 
mantener o determinar precios inequitativos”. Adicionalmente, se señala que 
“excepcionalmente el Gobierno puede autorizar la celebración de acuerdos o convenios 
que no obstante limitar la libre competencia, tengan por fin defender la estabilidad de un 
sector básico de la producción de bienes o servicios de interés para la economía 
general”,  disposiciones que llevarían a reiterar que en Colombia, la regla que se aplica 
es la de la  razón.  
 
Adicionalmente el Decreto 2153 de 199297 “Por el cual se reestructura la 
Superintendencia de Industria y Comercio y se dictan otras disposiciones”, establece en 
el artículo 47 las conductas que se consideran en Colombia como contrarias a la libre 
competencia y en el artículo 50 las que se considera las que se consideran como 
abusivas de la posición dominante. 
 
Adicionalmente, el artículo 46 del Decreto 2153 de 199298, señala que “están prohibidas 
todas las conductas que afecten la libre competencia”, por lo que puede afirmarse que en 
el evento en que se incurra en alguna de las conductas previstas en los artículos 47 o 50,  
las cláusulas que las materialicen son ilegales bajo la prohibición general. Sin embargo, 
en tratándose del asunto concreto de los contratos de transferencia o licenciamiento de 
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tecnología, el artículo 49 del Decreto 2153 de 1992 crea una excepción idéntica a la del 
reglamento No. 772 del 2004 de la Unión Europea ya que esta disposición afirma que las 
conductas que tengan por objeto la cooperación en Investigación y Desarrollo con el fin 
de generar nuevas tecnologías no se tendrán como contrarias a la libre competencia, 
adoptando en este punto la regla de la razón en materia de análisis de cláusulas 
abusivas dentro del contrato de transferencia de tecnología. 
1.3.3 Normatividad aplicable en Colombia en materia de 
propiedad intelectual, contratos de transferencia de 
tecnología y cláusulas abusivas  
1.3.1.1 Derecho Comunitario Andino  
Comienzo en este punto haciendo una breve referencia al origen, propósitos y categorías 
normativas del derecho comunitario andino, para luego establecer el grado de vinculación 
y  obligatoriedad de esta normativa frente al derecho Colombiano. 
En este orden de ideas, en la década de los años cincuenta “se presentaban fuertes 
barreras proteccionistas al comercio y una activa participación del Estado, la 
industrialización contribuiría a dar un mayor dinamismo a las economías de la región, a 
diversificar su estructura en busca de nuevas ventajas que permitieran el impulso a  la 
sustitución de importaciones”.99 
 
Así las cosas, “las políticas integracionistas se vinieron gestando en Latinoamérica desde 
el Tratado de Montevideo, conduciendo, a la creación de la Asociación Latinoamericana 
de Libre Comercio (ALALC) en febrero de 1960.”100 
 
Posteriormente, el 26 de mayo de 1969,  tiene su origen el Acuerdo de Cartagena, que 
contó con la participación de cinco países sudamericanos (Bolivia, Colombia, Chile, 
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Ecuador y Perú) que tenía como propósito la integración en procura de mejorar la vida de 
los habitantes de los países miembros.101 
 
De acuerdo con la doctrina el Acuerdo de Cartagena tenía como finalidad principal102 
“promover el desarrollo equilibrado y armónico de los países, acelerar su crecimiento 
mediante la integración, establecer las condiciones para lograr un mercado común, 
procurar el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes, y al mismo tiempo, 
reducir las diferencias existentes entre los países”. Adicionalmente, para el cumplimiento 
de esta finalidad “se debían armonizar políticas económicas y sociales, aproximarse las 
legislaciones nacionales, establecer una programación conjunta industrial, liberalizar el 
intercambio comercial y adoptar un arancel externo común”. 
 
Con respecto al desarrollo de carácter industrial, “uno de los rasgos más destacados del 
Acuerdo de Cartagena estuvo constituido por sus programas sectoriales de desarrollo 
industrial, que conferían al proceso de industrialización basado en la sustitución de 
importaciones un gran valor como factor de desarrollo. Con este objetivo se estableció 
una estrategia subregional de desarrollo industrial, dentro de la cual se debían incorporar 
las políticas nacionales correspondientes. En este sentido, se realizaron programas 
sectoriales en las industrias metalmecánica, automotriz, petroquímica, siderúrgica, etc. 
Esta programación tuvo intima conexión con el propósito de lograr un sostenido científico 
y tecnológico y consecuentemente con los derechos de propiedad industrial.”103 
 
En este sentido y para comprender cabalmente de qué manera se concibió la propiedad 
industrial dentro del proceso de integración andino el doctrinante Kresalia Rosello104, 
advierte que “es preciso tener presente que los derechos de propiedad industrial pueden 
actuar como auténticas barreras nacionales, que tabican mercados y los reservan a favor 
de sus titulares. Y si estos se obtienen los mismos derechos en varios países, lo que han 
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logrado es descomponer su derecho en una pluralidad de derechos nacionales, 
independientes entre sí, por lo que la nulidad en uno de los países no afecta 
necesariamente a la vigencia del derecho en los demás”.  
 
Ahora bien, en el año 1993, se crea el Tribunal Andino105 que en su artículo 1 establece 
que el ordenamiento normativo andino está constituido por: “a) El Acuerdo de Cartagena; 
b) El Tratado de Creación del Tribunal Andino; c) Las Decisiones del Consejo Andino de 
Ministros de relaciones exteriores y la Comunidad Andina; d) Las Resoluciones de la 
Secretaría General de la CAN y d) Los Convenios de complementación industrial y otros 
que adopten los países miembros entre sí”.106  
 
De igual manera, en artículo 4107 de éste estatuto se señala que los estados miembros 
deben “adoptar las medidas que sean necesarias para garantizar el cumplimiento de las 
normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina”, por lo que “no 
pueden adoptar ni emplear medida alguna que sea contraria a dichas normas o que de 
algún modo obstaculice su aplicación”   
Es importante en este punto destacar que la doctrina108 ha considerado que aun cuando 
el derecho comunitario andino es de obligatorio cumplimiento para los países miembros, 
esta condición no obsta para que el país que pretenda aplicarlo y cumplir con los 
objetivos del convenio y las decisiones que se adopten por la comunidad pueda 
desarrollar el alcance de la normativa comunitaria. En este orden de ideas, los 
doctrinantes Oscar Lizarazo y Gabriel Ricardo Nemogá, han precisado que: 
 
 “La jurisprudencia andina aplica el principio de “complemento indispensable” como 
criterio para establecer la compatibilidad entre un desarrollo normativo nacional y una 
decisión comunitaria. Al respecto el tjca ha señalado: 
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De esta suerte, solo suelen legitimarse las medidas complementarias adoptadas 
por los países miembros que resulten ser estrictamente necesarias para la 
ejecución de la norma comunitaria y, por tanto, que favorezcan su aplicación y 
que de ningún modo lo entraben o desvirtúen.109 
 
Por lo demás, la norma comunitaria suele requerir de una adaptación al derecho 
interno, a fin de que se asegure su efectividad, e incluso puede demandar alguna 
forma de precisión o desarrollo en el plano nacional. Es normal, de otra parte, que 
en la misma norma comunitaria se indique expresamente cuáles son las 
pormenorizaciones que su correcta aplicación requiere.110 
 
Por lo anterior, los temas que se regulan por la normatividad andina comunitaria, se 
deben analizar teniendo en cuenta no solo la norma comunitaria en sí misma, sino 
adicionalmente el marco regulatorio nacional que se haya desarrollado para efectos de 
su cumplimiento, advirtiendo que en todo caso dicha normatividad nacional no podrá 
contrariar la norma supranacional. 
 
Por otra parte, es importante destacar que el país miembro con su reglamentación 
complementaria no puede transgredir, entrabar o desvirtuar las decisiones comunitarias. 
En este sentido, mediante el Dictamen 04 de 2013111 nuestro país fue sancionado por la 
CAN al transgredir con su propia reglamentación la normatividad andina, prohibición 
expresamente consagrada en el Artículo 4 del Tratado de Creación del Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina, por lo que se le obligó a adoptar las medidas 
necesarias para dar cumplimiento a las  normas comunitarias en materia de propiedad 
industrial, bajo el principio de primacía del ordenamiento jurídico comunitario. 
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1.3.3.2 Normatividad en materia de transferencia de tecnología   
De acuerdo con lo señalado en el subcapítulo anterior, con respecto al principio 
denominado "complemento indispensable”, en el punto  concreto de la transferencia de 
tecnología y derecho de la competencia, en Colombia como país miembro de la CAN, se 
vio desde  el año 1991 la necesidad de su desarrollo interno y es por esta razón que a 
continuación se hará una breve referencia tanto a las normas comunitarias como a los 
desarrollos normativos internos en relación con estos temas.  
 
a) Normatividad Comunitaria Andina  
 
Como aspecto introductorio es importante destacar que la regulación andina en materia 
de propiedad industrial se generó como resultado de los procesos de integración 
económica latinoamericana de inicios de la segunda parte del siglo XX y que en opinión 
del doctrinante Baldo kresalja, sus resultados han sido mas bien pobres debido a 
aspectos como la pobreza y marginalidad, acompañados del desequilibrio económico y 
político, la hegemonía política y económica de los Estados Unidos y el proceso de 
cooperación económica que promueve el Área de Libre Comercio de las Américas 
(ALCA), privilegiando los acuerdos de carácter bilateral que han agigantado la pequeñez 
del proceso de integración andino. 
 
No obstante lo anterior, a inicios de los años setentas se reconoció la importancia del 
sistema de patentes como un factor para generar estrategias de industrialización y 
nacionalismo económico y por esta vía se reconoció a la tecnología como variable 
estratégica lo que dio lugar a la creación de políticas e instituciones dedicadas a la 
ciencia y la tecnología y a la necesidad de cooperación regional para impulsar el avance 
tecnológico. Es así como en respuesta a la desigualdad económica existente, las 
políticas en contra del desarrollo latinoamericano evidenciadas en la OEA generaron en 
el Grupo Andino la puesta en vigencia de las Decisiones 24, 84 y 85 en las cuales se 
conectaron los temas de tratamiento de capital extranjero, transferencia de tecnología y 
las instituciones de propiedad industrial.  
 
Es importante en este punto recordar que en la Decisión 84 de 1974, se  sustentaron las 
bases de la transferencia de tecnología y se incluyeron aspectos de las prácticas que no 
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se consideran apropiadas en el marco de una transferencia de tecnología,112 
estableciendo unos  límites muy precisos que prohibieran el dominio por parte del 
inversionista extranjero. Adicionalmente se garantizaba un equilibrio contractual, a través 
de una retribución justa de la inversión  evitando en todo caso “que la economía 
subregional fuese socavada y puesta al servicio de los intereses de las compañías 
multinacionales, descapitalizando a los países andinos”,113 aspectos que en mi opinión   
tendrían que  estar presentes en la posición estatal  sobre este tema.  
 
Posteriormente, en materia de propiedad industrial la Decisión 85 estuvo vigente desde 
1979 y hasta 1990, considerada como una normativa esquemática en sus planteamientos 
que representó una posición no totalmente concordante con el sistema internacional 
imperante, posteriormente, se consagraron  las Decisiones 313 de 1992 y 344 de 1993, 
las cuales representan un periodo de transición y tenían como propósito seguir más 
puntualmente las reglas del sistema internacional imperante especialmente en lo que se 
refiere a patentes de invención. Finalmente, se promulga la Decisión 486 vigente desde 
el 1 de diciembre del año 2000, constituye la asimilación de disposiciones sobre 
propiedad industrial al sistema de la ADPIC (Acuerdo de la OMC sobre los derechos de 
propiedad intelectual), el cual pretendía constituir la piedra angular del futuro régimen de 
derechos intelectuales, a través de su regulación y protección, que se sobreponen a 
cualquier normativa regional o local y constituyen la universalización de los estándares 
exigidos por los países del primer mundo.114 
 
Ahora bien, con respecto al punto concreto de la transferencia de tecnología, es 
necesario destacar que ésta es considerada como un derecho de cuarta generación que 
se desprende del derecho al desarrollo,115 definido por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, mediante la Resolución AG 41/128, como: “El derecho al desarrollo es 
un derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos  
están facultados para participar de un desarrollo económico, social, cultural y político en 
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el cual pueda realizarse plenamente todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales, a contribuir a este desarrollo y a disfrutar de él”. De acuerdo con lo 
anterior, el derecho al desarrollo habilita y reconoce que cualquier persona podrá a 
participar de los avances logrados por la misma humanidad,  toda vez que este acceso 
se constituye en un mecanismo para materializar los derechos humanos y libertades ya 
reconocidos.  
 
Así mismo, se consagra en el Artículo 3116 de la mencionada resolución que “Los Estados 
tienen el deber de cooperar mutuamente para lograr el desarrollo y eliminar los 
obstáculos al desarrollo. Los Estados deben realizar sus derechos y sus deberes de 
modo que promuevan un nuevo orden económico internacional basado en la igualdad 
soberana, la interdependencia, el interés común y la cooperación entre todos los 
Estados, y que fomenten la observancia y disfrute de los derechos humanos.”   
 
En concordancia con lo anterior, la OMPI, establece como uno de sus objetivos la 
transferencia de tecnología, por lo que el Acuerdo celebrado con las Naciones Unidas y 
la OMPI, señaló en su artículo 10117: 
 
“La Organización conviene en cooperar, dentro de la esfera de su 
competencia, con las Naciones Unidas y sus órganos, particularmente la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, él 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y la Organización de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial, así como con los 
organismos del sistema de las Naciones Unidas, para promover y facilitar la 
transmisión de tecnología a los países en desarrollo de forma tal que ayude 
a estos países a lograr sus objetivos en las esferas de la ciencia y la 
tecnología y del comercio y el desarrollo.” 
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Por otra parte, con ocasión de  la Ronda de Uruguay en 1994, la Organización Mundial 
del Comercio,118 suscribe el Acuerdo sobre los Aspectos Relativos a la Propiedad 
intelectual (ADPIC) y en el punto concreto del acuerdo sobre aspectos relacionados con 
la Propiedad Intelectual señaló que debía existir un acercamiento directo con la 
transferencia de tecnología y no solo a los principios de trato nacional y trato de la nación 
más favorecida, principios como contribución a la innovación técnica y a la transferencia 
de tecnología, beneficiando tanto a los productores como a los usuarios para acrecentar 
el bienestar económico y social. 
 
El artículo 66 del ADPIC119, indica que los gobiernos de los países desarrollados 
“ofrecerán a las empresas e instituciones de su territorio los incentivos destinados a 
fomentar y propiciar la transferencia de tecnología a los países del tercer mundo”. Sin 
embargo, esta disposición no incluye una norma específica y concreta que promueva su 
aplicación.  
 
Con respecto al Derecho Comunitario Andino y las normas vigentes en materia de 
transferencia de tecnología, se encuentra la Decisión 291 de 1991 que regula el tema de 
manera específica y  se cita en otras Decisiones como la 345 de 1993, 391 de 1996 y 
486 de 2000. Con respecto a la Decisión 291 de 1991, se destacan los siguientes 
aspectos:   
1) Decisión Andina 291 de 1991120: Constituye “El régimen común de tratamiento a 
los capitales extranjeros y sobre las marcas, patentes, licencias y regalías”. 
 
En ella, los Estados señalan que es necesaria la liberalización de sus economías 
y la apertura del comercio, con la finalidad de obtener la inversión internacional 
con mayor eficiencia y competitividad en sus economías.121 
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Con respecto a la transferencia de tecnología, el capítulo cuarto de la Decisión 
291 de 1991,122 señala como aspectos más relevantes: 
 
 Se incluye en el artículo 12 la categoría de “contratos de transferencia a los 
contratos de licencia de tecnología, de asistencia técnica, de servicios 
técnicos, de ingeniería básica y de detalle y demás contratos tecnológicos 
de acuerdo con las respectivas legislaciones de los Países Miembros”. 
 
 Se establece en el artículo 12 que “Los contratos deben ser registrados ante 
el organismo nacional competente del respectivo País Miembro, el cual 
deberá evaluar la contribución efectiva de la tecnología importada mediante 
la estimación de sus utilidades probables, el precio de los bienes que 
incorporen tecnología, u otras formas específicas de cuantificación del 
efecto de la tecnología importada”. 
 
 El artículo 13, consagra como clausulado mínimo de los contratos de 
importación de tecnología “a) Identificación de las partes, con expresa 
consignación de su nacionalidad y domicilio) Identificación de las 
modalidades que revista la transferencia de la tecnología que se importa; c) 
Valor contractual de cada uno de los elementos involucrados en la 
transferencia de tecnología; d) Determinación del plazo de vigencia.” 
 
 Son cláusulas prohibidas dentro del contrato de transferencia de tecnología 
de acuerdo con el artículo 14: “a) Cláusulas en virtud de las cuales el 
suministro de tecnología o el uso de una marca, lleve consigo la obligación 
para el país o la empresa receptora de adquirir, de una fuente determinada, 
bienes de capital, productos intermedios, materias primas u otras 
tecnologías o de utilizar permanentemente personal señalado por la 
empresa proveedora de tecnología; b) Cláusulas conforme a las cuales la 
empresa vendedora de tecnología o concedente del uso de una marca se 
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reserve el derecho de fijar los precios de venta o reventa de los productos 
que se elaboren con base en la tecnología respectiva; c) Cláusulas que 
contengan restricciones referentes al volumen y estructura de la producción; 
d) Cláusulas que prohíban el uso de tecnologías competidoras; e) Cláusulas 
que establezcan opción de compra, total o parcial, en favor del proveedor de 
la tecnología; f) Cláusulas que obliguen al comprador de tecnología a 
transferir al proveedor, los inventos o mejoras que se obtengan en virtud del 
uso de dicha tecnología; g) Cláusulas que obliguen a pagar regalías a los 
titulares de las patentes o de las marcas, por patentes o marcas no 
utilizadas o vencidas; y h) Otras cláusulas de efecto equivalente.” 
 
 Se establece que los países miembros no podrán admitir cláusulas de 
contenido abusivo “salvo casos que estén debidamente calificados por el 
organismo nacional competente del país receptor, no se admitirán cláusulas 
en las que se prohíba o límite de cualquier manera la exportación de los 
productos elaborados con base a la tecnología respectiva.” 
 
 “En ningún caso se admitirán cláusulas de esta naturaleza en relación con 
el intercambio subregional o para la exportación de productos similares a 
terceros países.” 
 
 “Las contribuciones tecnológicas intangibles, en la medida en que no 
constituyan aportes de capital, darán derecho al pago de regalías, de 
conformidad con la legislación de los Países Miembros.” 
 “Las regalías devengadas podrán ser capitalizadas, de conformidad con los 
términos previstos en el Acuerdo, previo pago de los impuestos 
correspondientes.” 
 
En este sentido, con la Decisión 291 y bajo la idea de la entrada de un modelo  
liberal  y menos interventor del Estado, entró a regir un modelo distinto al que se 
describió en la Decisión 84 de 1974, en el cual se pasó de proteger los intereses 
subregionales a uno en el que con el propósito de promover la inversión  “el 
Gobierno empezó a ser un mero espectador de la importación de tecnología  que 
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ingresa a Colombia. En ultimas, el Estado se limita a hacer un simple control 
estadístico de la transferencia de tecnología.” 123  
 
2) Decisión 345 de 1993124: mediante ésta se consagra el “Régimen Común de 
Protección  a los derechos de los  Obtentores de Variedades Vegetales” y sobre 
el punto concreto de transferencia de tecnología únicamente señala que la 
decisión tiene como propósito “fomentar las actividades de transferencia de 
tecnología al interior de la Subregión y fuera de ella”, sin embargo la decisión no 
incluye un mecanismo concreto y definido para este efecto. 
 
3) Decisión 391 de 1996125: mediante ésta se consagra el “Régimen Común sobre 
Acceso a los Recursos Genéticos” remitiendo en su artículo 25 a las 
disposiciones de la Decisión  291 de 1991 para el manejo de la transferencia de 
tecnología que involucre recursos genéticos.   
 
4) Con respecto a las normas sobre bioseguridad y medio ambiente aprobados 
por la CAN, se tiene el Convenio sobre Diversidad Biológica, frente al tema de la 
transferencia de tecnología señala que: 
 
 “Los países miembros deben asegurar y facilitar a otras partes contratantes el 
acceso a tecnologías pertinentes para la conservación y utilización sostenible de 
la diversidad biológica o que utilicen recursos genéticos y no causen daños 
significativos al medio ambiente, así como las transferencias de tecnologías.” 
 
 El acceso de los países en desarrollo a las tecnología y a la transferencia de 
tecnología, “se debe asegurar y facilitar en condiciones justas y en los términos 
más favorables, incluidas las condiciones preferenciales y concesionarias que se 
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establezcan de común acuerdo y, cuando sea necesario, de conformidad con el 
mecanismo financiero establecido en los artículos 20 y 21”. 
  
 En el caso de la tecnología sujeta a patentes y otros derechos de propiedad 
intelectual, “el acceso a esa tecnología y su transferencia se aseguraran en 
condiciones que tengan en cuenta la protección adecuada y eficaz de los 
derechos de propiedad intelectual y sean compatibles con ella”. 
 
 “Cada parte tomará las medidas legislativas, administrativas o de política, según 
proceda, con el objeto de que se asegure a las partes contratantes, en particular 
las que son países en desarrollo, que aportan recursos genéticos, el acceso a 
tecnología que utilice ese material y la transferencia de esa tecnología, en 
condiciones mutuamente acordadas, incluida la tecnología protegida por patentes 
y otros derechos de propiedad intelectual, cuando sea necesario mediante las 
disposiciones  de los artículos 20 y 21, y con arreglo al derecho internacional.”  
 
5) Decisión 444 de 1998126: Consagra en los artículos 40, 41, 115  y 116  que los 
contratos de licencia para la exportación y uso de patentes y marcas 
respectivamente deben hacerse por escrito y deben registrarse por el organismo 
competente según los artículos 41, 116 y 117 de la misma Decisión.  
 
6) Decisión 486 de 2000127: Constituye el “Régimen Común sobre Propiedad  
Industrial”, en relación con los contratos de transferencia de tecnología, señala 
únicamente que se debe efectuar el registro del mismo y que debe hacerse en la 
instancia nacional ante las oficinas nacionales correspondientes.  
 
7) Decisión 776 de 2012128: Decisión que únicamente constituye la agenda temática 
andina en materia de ciencia y tecnología, en  la que se establece que  los países 
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miembros deben impulsar programas y proyectos que mejoren la transferencia de 
tecnologías y el apoyo al desarrollo productivo con inclusión social, especialmente 
a las micro, pequeñas y medianas empresas. 
 
b) Normatividad Nacional  
 
Como ya se señaló en virtud del principio denominado "complemento indispensable”, en 
Colombia se ha desarrollado el tema de la transferencia de tecnología en el siguiente sentido:  
 
1) Constitución Política de Colombia129  
 
La Constitución Política de Colombia bajo el título de “derechos económicos, sociales y 
culturales” también conocidos por la teoría generacional de los derechos humanos como 
derechos de segunda generación, en el artículo 65 hace referencia a la transferencia de 
tecnología únicamente de cara al desarrollo de la industria alimenticia, como mecanismo 
para propiciar la “producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario”. 
 
Otras disposiciones constitucionales que consagran temas relacionados con asuntos de 
propiedad intelectual son, el artículo 61, Norma mediante la cual se ampara 
constitucionalmente el ingenio de los autores y la producción del talento y el numeral 24 
del artículo 150, mediante el cual se  otorga al Congreso de la Republica la facultad de 
“regular el régimen de propiedad industrial, patentes y marcas, y las otras formas de 
propiedad intelectual”. 
 
2) Decretos Nacionales 
 
 Decreto 259 de 12 de Febrero de 1992130 proferido por el Ministerio de 
Desarrollo “Por el cual se reglamentó la Decisión 291 de la Comisión Acuerdo 
de Cartagena” y señala como aspectos principales:  
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 Establece que el Ministerio de Comercio Exterior INCOMEX adscrito el 
Ministerio de Comercio Exterior “es el organismo competente para 
registrar los contratos de importación relativos a la licencia de tecnología, 
asistencia técnica, servicios técnicos, ingeniería básica, marcas, patentes 
y demás contratos tecnológicos”.(Disposición que a la fecha no tiene 
aplicación pero a la que se hace referencia para efectos de documentar 
el tema objeto de investigación)  
 
 Establece la información mínima que debe contener el contrato: “a) 
Identificación de las partes indicando su nacionalidad y domicilio; b) 
Identificación de las modalidades que reviste la transferencia de 
tecnología que se importa; c) Valor contractual de cada uno de los 
elementos involucrados en la transferencia de tecnología; d) 
Determinación del plazo de vigencia.” 
 
 Atendiendo a lo consagrado en el artículo 12 de la Decisión 291 de la 
CAN, se señala que no se registraran contratos que “ prohíban o limiten 
la exportación de los productos elaborados con base en la tecnología 
respectiva o que prohíban o limiten el intercambio subregional o la 
exportación de productos similares a terceros países, cláusulas en las 
que la empresa vendedora de tecnología o concedente del uso de la 
marca se reserve el derecho a fijar precios de venta o reventa de los 
productos generados con la tecnología respectiva; Cláusulas que 
obliguen al comprador de tecnología a transferir al proveedor los inventos 
o mejoras que se obtengan en virtud del uso de la tecnología.”  
 El registro será dado de acuerdo con “las Políticas de Desarrollo 
Tecnológico dictadas por el Ministerio de Desarrollo Tecnológico” y 
constituye el requisito para ser ejecutado en Colombia. 
 
 El registro de los contratos de importación de tecnología será automático si 
el contrato cumple con el clausulado mínimo. 
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 Decreto Ley 210 de 2003 modificado por el Decreto 4269 de 2005131: Mediante 
este Decreto se facultó al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (MINCIT) para 
“Llevar el registro de producción nacional, de la declaración escrita sobre los 
contratos de exportación de servicios, de los contratos de importación de tecnología, 
de turismo y expedir las certificaciones pertinentes” 
 
 Decreto 4176 de 2011 proferido por el MINCIT132: Mediante este Decreto el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, reasignó a la Unidad Administrativa de 
Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN la función de llevar y administrar el registro 
de los contratos de importación tecnológica y de exportación de servicios, y expedir 
las certificaciones pertinentes. 
 
 Decreto 62 de 2014 proferido por la DIAN133: “Por la cual se reglamenta y 
establece la forma, contenido y términos para el registro de los contratos de 
importación de tecnología ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales” 
 
1) Resoluciones y Circulares  
 
 Circular 044 de 2011 proferida por el MINCIT134: Mediante esta circular el  
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, informa que la función de “llevar y 
administrar el registro de contratos de importación de tecnología” le 
corresponderá a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales de la DIAN.  
 
 Resolución 13485 de 2011 proferida por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales de la DIAN135: Mediante esta Resolución la DIAN, 
establece que en virtud de las funciones consagradas por el Decreto 4176 de 
2011, “le corresponde llevar, supervisar, controlar y administrar el registro de los 
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contratos de importación de tecnología y de exportación de servicios, así como la 
expedición de las certificaciones pertinentes”. 
1.3.3.3 Normatividad en materia de cláusulas abusivas  
Teniendo como referencia el concepto señalado anteriormente, es oportuno señalar que 
de acuerdo con el doctrinante Rafael Tamayo136, la regulación en materia de cláusulas 
abusivas se enmarca en el tema de políticas de libre competencia. Teniendo claro lo 
anterior, es oportuno destacar que la “función principal de las políticas de libre 
competencia es la de contribuir a la eficiencia económica del mercado”. En este sentido, 
“el objetivo marco está directamente relacionado con un propósito de mayor dimensión: 
contribuir con el desarrollo económico de una nación. En consecuencia, la aplicación de 
las normas de competencia debe hacerse en consideración a su objeto esencial, 
concretado en dos principios: (i) la promoción de la eficiencia del mercado por el buen 
desempeño de los agentes económicos y (ii) la protección de los intereses de los 
consumidores” 
 
a) Normatividad Comunitaria Andina  
Adoptando lo preceptuado por la CAN137, “las reglas de libre competencia permiten 
garantizar a las empresas el libre acceso en condiciones competitivas a los bienes y 
servicios necesarios para la producción, fomentando la eficiencia económica y buscando 
el bienestar de los consumidores.” Para los países miembros de la CAN, las reglas en 
materia de libre competencia están consagradas en la  Decisión 608 de 2005138, la cual 
“prohíbe y sanciona las conductas restrictivas de la libre competencia que afectan a la 
Subregión, sean éstas realizadas en el territorio de uno o más de los Países Miembros, o 
en el territorio de un país no miembro CAN, y cuyos efectos reales se produzcan en uno 
o más Países Miembros”. En este sentido para la mencionada decisión “constituyen 
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conductas restrictivas de la libre competencia el abuso de posición de dominio por parte 
de un agente económico o los acuerdos entre dichos agentes que tengan el propósito o 
el efecto de restringir, afectar o distorsionar, en forma sustancial, las condiciones de la 
oferta o demanda en el mercado” 
 
En caso de infracciones al régimen previsto “La Secretaría General de la CAN puede 
iniciar una investigación de oficio o a solicitud de parte las autoridades nacionales 
competentes en materia de libre competencia, los organismos nacionales de integración 
de los Países Miembros, o las personas naturales o jurídicas, de derecho público o 
privado, organizaciones de consumidores u otras entidades cuando existan indicios de 
que éstos han realizado conductas que pudieran restringir de manera indebida la 
competencia en el mercado”.139 
 
En lo relacionado con conductas de contenido anticompetitivo, la Decisión 608 contempla 
un catálogo de conductas anticompetitivas, establece la potencialidad de disciplinar al 
estado como un agente económico dentro del mercado, regula las concentraciones 
económicas inconvenientes entendiéndolas como aquellas concentraciones que superan 
ciertos límites expresados en términos de participación en el mercado o volumen de 
activos de los agentes involucrados en las que se requiere el deber de información previa 
en orden a obtener la correspondiente autorización para su puesta en funcionamiento.140 
 
En materia de aplicación de exenciones o exclusiones en la aplicación del régimen en 
materia de competencia, la Decisión 608 otorga a los países miembros esta posibilidad, 
indicando que podría presentarse la exclusión cuando se cumplan 4 condiciones: “a) Que 
reporten beneficios significativos al desarrollo de la producción, procesamiento, 
distribución o comercialización de bienes o servicios, o fomenten el progreso tecnológico 
o económico; b) Que signifiquen el otorgamiento de condiciones preferenciales a 
regiones deprimidas o actividades económicamente sensibles o, en cualquiera de los 
casos, en situación de emergencia; c) Que no conlleven a dichos agentes económicos, la 
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posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de la producción, 
comercialización o distribución de los bienes o servicios de que se trate; y, d) Que sean 
concordantes con el ordenamiento jurídico andino.” 
 
No obstante lo anterior, es importante advertir que la aplicación de las exclusiones por 
parte del país miembro requiere de aprobación previa del Comité Andino de Defensa de 
la Libre Competencia.  
b) Normatividad Nacional  
 
1) Constitución Política de Colombia141 
 
Como se ha descrito, la Constitución de 1991 en su artículo 333, ha consagrado un 
marco normativo en materia económica, soportado en el principio de  la libertad 
económica, considerada como  la libertad de ejercicio otorgando la potestad para que el 
ciudadano inicie la actividad económica que libremente decida, la libertad de competir en 
el mercado, la libertad de competir en el mercado, delimitando el ejercicio de sus 
derechos en el “interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación”.  
 
2)  Leyes y Decretos  
 
De acuerdo con la normatividad Colombia, se identifican como normas que regulan la 
libertad de competencia económica, la Ley 155 de 1959142, el Decreto 2153 de 1992143y 
la Ley 1340 de 2009144. 
 
De acuerdo con la doctrina145 “se pueden identificar tres grupos de conductas que falsean 
la competencia, entre las que encontramos los actos y acuerdos contrarios a la libre 
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competencia y las conductas abusivas de la posición de dominio”, entendiendo como 
actos de transgresión al derecho de la competencia los que se presentan “cuando dos o 
más agentes económicos realicen acuerdos contrarios a la libre competencia”; serán 
prácticas anticoncurrenciales “los actos contrarios a la libre competencia, que son todos 
aquellos “comportamientos de quienes ejerzan una actividad económica”  que: (i) infrinjan 
las normas sobre publicidad contenidas en el estatuto de protección al consumidor; (ii) 
influencien a una empresa para que incremente los precios de sus productos o servicios 
o para que desista de su intención de rebajar los precios; o (iii) negarse a vender o 
prestar servicios a una empresa o discriminar en contra de ésta cuando ello pueda 
entenderse como una retaliación a su política de precios” y “los actos que atentan contra 
la competencia económica es el abuso de la posición dominante. Según el artículo 45 del 
Decreto 2153 de 1992, existe posición dominante cuando uno de los oferentes, en razón 
de su alto grado de participación en un mercado específico, tiene la posibilidad de 
determinar, directa o indirectamente, las condiciones de ese mercado.”  
 
Así mismo es oportuno anotar que se entiende146 como abuso de la posición dominante 
la incursión en  alguna de las prácticas descritas en el artículo 50 del Decreto 2153147: “(i) 
la disminución de precios por debajo de los costos cuando tengan por objeto eliminar uno 
o varios competidores o prevenir la entrada o expansión de éstos; (ii) la aplicación de 
condiciones discriminatorias para operaciones equivalentes, que coloquen a un 
consumidor o proveedor en situación desventajosa frente a otro consumidor o proveedor 
de condiciones análogas; (iii) las conductas que tengan por objeto o como efecto 
subordinar el suministro de un producto a la aceptación de obligaciones adicionales, que 
por su naturaleza no constituían el objeto del negocio, sin perjuicio de lo establecido por 
otras disposiciones; (iv) la venta a un comprador en condiciones diferentes de las que se 
ofrecen a otro comprador cuando sea con la intención de disminuir o eliminar la 
competencia en el mercado; (v) vender o prestar servicios en alguna parte del territorio 
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colombiano a un precio diferente a aquel al que se ofrece en otra parte del territorio 
colombiano, cuando la intención o el efecto de la práctica sea disminuir o eliminar la 
competencia en esa parte del país y el precio no corresponda a la estructura de costos 
de la transacción; o (vi) obstruir o impedir a terceros el acceso a los mercados o a los 
canales de comercialización”. 
 
 
 
  
 
2. Hipótesis 
La relación contractual que se origina en una negociación de transferencia de tecnología 
implica el reconocimiento de una situación de desigualdad del receptor de tecnología, ya 
que éste no dispone de la misma información que posee el transmisor de tecnología, lo 
que propicia la inclusión de cláusulas de contenido abusivo en los contratos que la 
materializan, situación que se puede promover aún más cuando el régimen normativo del 
país en el que se desarrollará el contrato no cuenta con las instituciones y mecanismos 
de protección y control específicos para prevenir la ocurrencia de este tipo de conductas. 
En Colombia, la inexacta adopción de la normatividad suprarregional relacionada con el 
contrato de transferencia de tecnología, la concepción del registro del contrato de 
transferencia de tecnología como un requisito destinado a conceder la deducción de 
impuestos y no como un mecanismo tendiente a verificar la no inclusión de cláusulas de 
contenido abusivo previstas en el artículo 2 del Decreto 259 de 1992, así como la falta de 
claridad con respecto a las autoridades nacionales competentes de prevenir su inclusión, 
permiten concluir que en nuestro país se propicia la inclusión de cláusulas de contenido 
abusivo en  este tipo de contratos.   
  
 
3. Marco teórico 
3.1 Duplicidad de entidades con competencia para el 
registro de los contratos de trasferencia de tecnología en 
Colombia  
3.1.1 Normatividad aplicable al registro dependiendo del territorio 
de origen de la tecnología 
Dependiendo del lugar de origen de la tecnología objeto del negocio, la transferencia se 
puede presentar de un país a otro o dentro del mismo país. 
 
En el caso de la transferencia de tecnología de un país a otro, corresponderá al concepto 
de importación de tecnología. En este punto es oportuno señalar que aun cuando para el 
Gobierno Nacional se constituyó en una prioridad consagrada en el Plan Nacional de 
Desarrollo (2010-2014)148 poner en marcha el programa de transferencia de tecnología, 
no se encuentra en el informe elaborado por el Ministerio de Industria y Comercio 
denominado “Importaciones Colombianas y Balanza Comercial”,149 información alguna en 
la que expresamente se indique cual es el porcentaje de participación de la tecnología en 
las importaciones realizadas por nuestro país durante estos periodos de tiempo.  
 
De igual manera, el estudio “Informe de inversión extranjera”, elaborado por el Ministerio 
de Industria y Turismo,150 correspondiente al periodo mayo de 2010-2011, no establece 
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un capítulo individual en el que se dé cuenta del porcentaje y monto de la inversión 
extranjera por transferencia de tecnología en Colombia y por el contrario se distribuyen 
los conceptos de inversión extranjera en los sectores de petróleo; minas y canteras; 
establecimientos financieros; manufactureras; comercio; restaurantes y hoteles; 
construcción;  servicios comunales;  agricultura;  caza y silvicultura, electricidad, agua y 
gas; transporte, almacenamiento y comunicaciones. No obstante lo anterior, en el 
capítulo denominado como “Principales casos de inversión”  se relaciona el de inversión 
extranjera directa de servicios de tecnologías de la información y telecomunicaciones, los 
cuales aun cuando no indican taxativamente la existencia de una transferencia 
tecnológica las prestaciones que este tipo de negocios implica podrían hacerla presumir.  
 
Ahora bien, como ya se señaló en el evento en que la transferencia de tecnología se 
realice de un país a otro, se configurará la importación de tecnología, descrita por el 
artículo 12 de la Decisión 291 de 1991151 de la Comunidad Andina en los siguientes 
términos:  
 
 Son considerados como contratos de importación de tecnología los de “licencia de 
tecnología, servicios técnicos, ingeniería básica y demás contratos tecnológicos 
de acuerdo con las legislaciones de los países miembros”.  
 
 Deben ser registrados por las autoridades que  cada país miembro determine. 
 
 La autoridad encargada del registro en cada país miembro le corresponde 
“evaluar la contribución efectiva de la tecnología importada mediante la 
estimación de sus utilidades probables, el precio de los bienes que incorporen la 
tecnología u otras formas de cuantificación”.  
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Anotando adicionalmente que éstos estarán reglamentados al interior de Colombia por el 
Decreto 259 de 1992152 “Por el cual se reglamentó la Decisión 291 de la Comisión 
Acuerdo de Cartagena”, en el cual se establece el organismo competente para registrar 
este tipo de contratos, consagrar y verificar las clausulas mínimas que debe contener y 
las causales de rechazo del registro del contrato. 
De acuerdo con lo anterior, se puede concluir que la normatividad aplicable en Colombia 
a los contratos de transferencia de tecnología cuando las partes contratantes están 
ubicadas en diferentes países a Colombia está regulada por la normatividad de la CAN y 
el derecho nacional reglamentario señalado. 
 
Ahora bien, en relación con la transferencia de tecnología ésta podrá presentarse al interior del 
país, cuando se da como resultado de la interacción de actores de financieros, educativos, 
empresa privada y sector público, el claro ejemplo de este tipo de cooperación lo traen normas 
como el Decreto 585 de 1991153 y la Ley 1286 de 2009,154 que consagran la creación del 
Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología e Innovación,   que tiene como objeto  “integrar las 
actividades científicas, tecnológicas y de innovación bajo un marco donde empresas, Estado y 
academia interactúen en función del desarrollo del conocimiento científico, del desarrollo 
tecnológico y de la innovación”. 
 
En nuestro país a través de los documentos CONPES y desde el año 1980 se comienza 
a incluir como política pública el impulso de la ciencia, innovación, la tecnología y el 
desarrollo normativo en materia de propiedad industrial. Sin embargo, aun cuando en las 
políticas públicas se reconoce la necesidad de implementarlas no se tiene una norma 
interna, por lo menos en el tema de propiedad industrial y contractual que permita 
desarrollar el tema al interior del país, por lo que las autoridades judiciales y 
administrativas, así como las partes contratantes deben recurrir en forma exclusiva a los 
criterios generales contenidos en el régimen común de la CAN.155  
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Por lo anterior, a falta de normatividad específica aplicable al registro de los contratos de 
transferencia de tecnología que se realicen al interior del país, será necesario acudir  al 
artículo 8 de la Ley 153 de 188156 que consagra que “ante la ausencia de norma o ley 
exactamente aplicable al caso controvertido se aplicaran normas que regulen casos o 
materias semejantes”, por lo que tendrán que aplicarse las mismas normas de la 
transferencia internacional de tecnología, así como las normas de licenciamiento y cesión 
de marcas y patentes.  
3.1.2 Registro del Contrato de Importación de Transferencia de 
Tecnología  ante la DIAN y sus efectos 
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 12 de la Decisión 291 de 1991157, los 
contratos  descritos como de transferencia de tecnología tendrán que ser registrados y no 
podrán contener las siguientes cláusulas: 
 
“Cláusulas en virtud de las cuales el suministro de tecnología o el uso de una marca, 
lleve consigo la obligación para el país o la empresa receptora de adquirir, de una 
fuente determinada, bienes de capital, productos intermedios, materias primas u 
otras tecnologías o de utilizar permanentemente personal señalado por la empresa 
proveedora de tecnología; 
 
a) Cláusulas conforme a las cuales la empresa vendedora de tecnología o 
concedente del uso de una marca se reserve el derecho de fijar los precios de 
venta o reventa de los productos que se elaboren con base en la tecnología 
respectiva; 
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b) Cláusulas que contengan restricciones referentes al volumen y estructura de la 
producción; 
 
c) Cláusulas que prohíban el uso de tecnologías competidoras; 
 
d) Cláusulas que establezcan opción de compra, total o parcial, en favor del 
proveedor de la tecnología; 
 
e) Cláusulas que obliguen al comprador de tecnología a transferir al proveedor, 
los inventos o mejoras que se obtengan en virtud del uso de dicha tecnología; 
 
f) Cláusulas que obliguen a pagar regalías a los titulares de las patentes o de las 
marcas, por patentes o marcas no utilizadas o vencidas; y 
 
g) Otras cláusulas de efecto equivalente.” 
 
Ahora bien, como ya se ha señalado fue el Decreto 259 de 1992, mediante el cual se 
reglamentó la Decisión 291 de 1991 el que estableció en su artículo primero que el 
organismo competente en Colombia  para  determinar la contribución al país con la 
tecnología transferida, estimando las utilidades así como el precio de los bienes que 
incorporen la tecnología transferida era el Instituto Colombiano de Comercio Exterior  
INCOMEX. 
 
El INCOMEX, fue creado por el Artículo 1 del Decreto 151 de 1976, como un 
establecimiento público adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico. Posteriormente,  
con la expedición de la Ley 790 de 2002, se fusionó el Ministerio de Comercio Exterior y 
el Ministerio de Desarrollo Económico y se conformó el Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo quien fungía como responsable de este tipo de contratos para que 
posteriormente mediante el numeral 25 del artículo segundo del Decreto Ley 210 de 2003 
modificado por el Decreto 4269 de 2005, se asignara concretamente al Ministerio de 
Comercio Industria y Turismo-Subdirección de Diseño y Administración de Operaciones 
de la Dirección de Comercio Exterior, esta función la cual implica además del registro  
determinar la contribución que implica para el país dicha la transferencia. 
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A la fecha, mediante el artículo primero del Decreto 4176 de 2011158 el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo reasigna a la Unidad Administrativa Especial de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, la competencia para “llevar y 
administrar el registro de los contratos de importación de tecnología”, por lo que 
atendiendo a las funciones consagradas en la Decisión 291 de 1991 y el Decreto 259 de 
1992, a la fecha la DIAN y de acuerdo con la normatividad vigente es la entidad a la que 
le correspondería evaluar que los contratos no contengan cláusulas abusivas o 
prohibidas.  
 
Es importante recordar que aun con anterioridad a la expedición del Decreto 4176 de 
2011, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN intervenía en la realización 
de trámites relacionados con los contratos de importación de tecnología, en aspectos de 
carácter exclusivamente fiscal, ya que en virtud del artículo 408 del Estatuto Tributario, se 
consagra:  
 
“Artículo 408.- Tarifas para rentas de capital y trabajo: En los casos de 
pagos o abonos en cuenta por concepto de intereses, comisiones, 
honorarios, regalías, arrendamientos, compensaciones por servicios 
personales, o explotación de toda especie de propiedad industrial o del 
“know-how”, prestación de servicios técnicos o de asistencia técnica, 
beneficios o regalías provenientes de la propiedad literaria, artística y 
científica, la tarifa de retención será del treinta y cinco por ciento (35%) 
hoy (33%) del valor nominal del pago o abono. 
 
En este orden de ideas, mediante el concepto 016676 del 22 de marzo de 2005159 la 
DIAN ratificó que “para que proceda la deducción por concepto de regalías u otros 
beneficios originados en contratos sobre importación de tecnología, patentes y marcas, 
es indispensable el registro del respectivo contrato” y que el carácter que esta inscripción 
tiene como objeto para la DIAN verificar su cumplimiento y proceder a la deducción. Así 
                                               
 
158
 DIAN. Decreto 4176 de 2011, disponible en: www.dian.gov.co disponible última visita 8 de 
mayo de 2014. 
 
159
 DIAN. Concepto 016676 del 22 de marzo de 2005,  disponible en: www.dian.gov.co última 
visita 8 de mayo de 2014. 
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las cosas, es claro que desde sus inicios el registro del contrato en Colombia ha tenido 
un carácter eminentemente fiscal y formal con efectos únicamente tributarios.  
 
Asimismo, mediante el Oficio 085072 del 3 de septiembre de 2008160, se solicitó la 
reconsideración del Concepto 16676 en el que se ratificó que “el registro del contrato de 
importación de tecnología es un requisito para la deducibilidad de los pagos efectuados 
por dichos conceptos”. 
 
Adicionalmente, el Consejo de Estado161 en sentencia proferida el 28 de Julio de 2011 
por la Sección Cuarta, se pronunció sobre la acción de nulidad promovida en contra del 
Concepto 016676 del 22 de Marzo de 2005 y el Oficio 085072 del 3 de septiembre de 
2008, en los que se ratificó que el registro del contrato de importación de tecnología, 
marcas y patentes, en ese momento ante el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 
se constituye en un requisito para que proceda la deducción por concepto de regalías. 
Para el efecto el Consejo de Estado, establece que la normatividad interna debe 
aplicarse conforme a lo regulado por la Comunidad Andina de Naciones ateniendo a que 
“la norma internacional está integrada al ordenamiento jurídico nacional, como principio 
de derecho internacional reconocido por Colombia (art. 9 Constitución Política) y porque 
debe servir de fuente para interpretar la normativa interna, por lo que para la Sala no es 
contrario a derecho que la DIAN hubiera considerado que para efectos de procedencia 
de la deducción se aplicara la Decisión 291 de 1991 de la CAN al señalar que desde su 
vigencia la prueba para la procedencia de la deducción no puede ser otra que el registro 
ante el organismo competente”.    
 
De todo lo examinado  se concluye que en el sistema jurídico colombiano el fin 
fundamental que el registro de los contratos de transferencia de tecnología ha tenido es 
eminentemente de carácter fiscal y está relacionado con el trámite tendiente a obtener 
beneficios de carácter tributario y en especial las deducciones por conceptos de regalías 
por aprovechamiento, uso o explotación de intangibles, tales como marcas, patentes, 
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privilegios, o de beneficios pagados por asistencia técnica, deducción que operaba 
siempre que la DIAN verificara el registro del contrato ante la autoridad competente para 
el efecto. 
 
Ahora bien, con la expedición de la Ley 1441 de 2011162 y el Decreto 4176 de 2011163, se 
reasignaron funciones que se desempeñaban por el Ministerio de Comercio Industria y 
Turismo a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN-Unidad Administrativa 
Especial, siendo una de las funciones asignadas la relacionada con “llevar y administrar 
el registro de los contratos de importación de tecnología”. 
 
Adicionalmente, en la Resolución 13485 de 2011164 “Por la cual se distribuyen unas 
funciones en la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales”, proferida por la DIAN y modificada por  la Resolución 36 de 2012, precisó 
que: 
 
a) Corresponde a la Dirección de Gestión de Aduanas “dirigir y evaluar las acciones 
que garanticen la supervisión y el control del registro de los contratos de 
importación de tecnología”. 
 
b) Le corresponde a la Subdirección de gestión de registro aduanero además de las 
funciones previstas en los artículos 29 y 38 del Decreto 4048 de 2008,165 “llevar, 
supervisar, controlar y administrar el registro de los contratos de importación de 
tecnología”. 
 
Asimismo, del análisis del Decreto 4048 de 2008166 “Por el cual se modifica la estructura 
de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales” y en 
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especial de los  artículos 26 y 29 de la citada norma en los que se consagran  las 
competencias específicas de  la Dirección de Gestión de Aduanas y la Subdirección de 
Gestión de Registro Aduanero, no se evidencia que ninguna de estas dependencias 
tenga entre sus funciones la  de llevar el registro de contratos ni determinar o analizar si 
                                                                                                                                              
 
1. Dirigir, administrar y evaluar las actividades relacionadas con el cumplimiento de los regímenes 
aduaneros y expedir los actos administrativos e instrucciones técnicas para el cumplimiento y 
facilitación del servicio aduanero; 
2. Participar en la definición de políticas en materia de comercio exterior y en la preparación de los 
proyectos gubernamentales que tengan relación con las materias a su cargo; 
3. Dirigir y evaluar la definición de políticas y la aplicación de las normas en materia de 
nomenclatura arancelaria, valoración aduanera, normas de origen y análisis físico y químico de las 
mercancías, relacionada con los servicios aduaneros; 
4. Dirigir y evaluar las diferentes acciones que garanticen la supervisión y el control con respecto a 
la habilitación, inscripción, reconocimiento, calificación y declaración de los usuarios aduaneros; 
5. Dirigir y evaluar el proceso de autorización, habilitación o renovación que presenten los 
depósitos, sociedades de intermediación aduanera, transportadores, y demás auxiliares de la 
función aduanera, así como los usuarios aduaneros permanentes, usuarios de los sistemas 
especiales de importación-exportación, de las zonas francas, de las zonas económicas especiales 
de exportación y de las sociedades de comercialización internacional; 
6. Dirigir y evaluar las acciones que garanticen la supervisión y el control de los diferentes 
usuarios aduaneros; 
7. Ejercer las funciones de policía judicial, de conformidad con las normas legales; 
8. Administrar y controlar los sistemas especiales de importación-exportación, zonas francas, 
zonas económicas especiales de exportación y las sociedades de comercialización internacional. 
 
ART. 29. —Subdirección de gestión de registro aduanero. Son funciones de la subdirección de 
gestión de registro aduanero, además de las dispuestas en el artículo 38 del presente decreto las 
siguientes: 
 
1. Administrar y controlar la gestión relacionada con los registros de autorización, 
habilitación, inscripción, reconocimiento, homologación, renovación, calificación y 
declaración de los diferentes usuarios y auxiliares aduaneros de acuerdo con las normas y 
procedimientos establecidos; 
 
2. Administrar, controlar y decidir las solicitudes de autorización, habilitación, inscripción, 
reconocimiento, homologación, renovación, calificación que presenten las sociedades de 
intermediación aduanera y demás auxiliares, los depósitos, muelles, puertos, 
intermediarios de tráfico postal y envíos urgentes llegados por avión, agentes de carga 
internacional, transportadores, usuarios aduaneros permanentes, usuarios altamente 
exportadores, usuarios de los sistemas especiales de importación y exportación, las zonas 
francas y sus usuarios, las zonas económicas especiales de exportación, las sociedades 
de comercialización internacional, los importadores de bienes sensibles; 
3. Recibir y administrar las garantías globales que con ocasión de la autorización, 
habilitación, inscripción, reconocimiento, homologación, renovación, calificación, deban 
ser constituidas por los diferentes usuarios y auxiliares aduaneros o por las personas 
naturales o jurídicas que el Gobierno Nacional señale. 
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es viable o no su registro. Lo anterior, atendiendo a que su competencia está limitada a: 
“1) La administración y control de la gestión del registros de autorización, habilitación, 
inscripción, reconocimiento, homologación, renovación, calificación de  usuarios y 
auxiliares aduaneros”, no de contratos; 2) La administración , control y trámite de las 
solicitudes de “autorización, habilitación, inscripción, reconocimiento, homologación, 
renovación, calificación que presenten las sociedades de intermediación aduanera y 
demás auxiliares, los depósitos, muelles, puertos, intermediarios de tráfico postal y 
envíos urgentes llegados por avión, agentes de carga internacional, transportadores, 
usuarios aduaneros permanentes, usuarios altamente exportadores, usuarios de los 
sistemas especiales de importación y exportación, las zonas francas y sus usuarios, las 
zonas económicas especiales de exportación, las sociedades de comercialización 
internacional, los importadores de bienes sensibles”, no se hace referencia a revisión de 
contratos para determinar la viabilidad de su inscripción, por lo que es claro que de la 
interpretación sistemática de la normatividad que regula las funciones de la DIAN, no se 
infiere  la existencia e incluso la legalidad de ésta función. 
 
Por otra parte, la competencia que se otorgó a la DIAN de “llevar y administrar el registro 
de contratos de importación y explotación de determinados servicios y certificar los 
productos colombianos de origen” a través de la Ley 1441 de 2011167 y el Decreto 4176 
de 2011168 estaba condicionada a la intervención del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo  mediante “el control y direccionamiento estratégico de las decisiones que debía 
tomar la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) en relación con 
las funciones que le fueron trasladadas”, razón por la cual se expidió el Decreto 4171 de 
2011 “Por el cual se crea, se determina la conformación y las funciones del Consejo 
Directivo de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN)”, en el que se 
consagró que en aquellos Consejos en los que se trataran asuntos relacionados con las 
funciones asignadas a la DIAN participaría el Ministerio para ejercer  sus funciones de 
control y direccionamiento estratégico. 
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Sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia de constitucionalidad C-273 del 24 de 
julio de 2013169, declaró la inconstitucionalidad de la totalidad del Decreto 4171 de 2011, 
por considerar que la “Ley 1444 de 2011, que constituye el fundamento normativo del 
decreto demandado, condicionó la facultad para reestructurar internamente las entidades 
de la administración pública al cumplimiento de dos requisitos: de un lado, que el ente 
respecto del cual se pretendía la reestructuración haya recibido las funciones de otro 
organismo; de otro, que este organismo haya sido objeto de supresión, fusión, escisión o 
transformación o supresión, bien sea en la misma ley habilitante, o en los decretos 
dictados con fundamento en esta”. 
 
Al verificar si en la expedición del Decreto 4171 de 2011 se habían cumplido estos 
requisitos, la Corte Constitucional en la sentencia mencionada estableció que ello no fue 
así, atendiendo a que “este Decreto crea y determina las funciones y la integración del 
Consejo Directivo de la DIAN, encargado de definir las políticas de la entidad y de cumplir 
una serie de funciones esenciales en el curso del organismo y le  confiere una nueva 
fisonomía a la entidad, al entregar la rectoría del sistema a este órgano colegiado, dentro 
de los que el propio decreto denominó el modelo de [gobierno corporativo]”. 
 
Todo lo anterior con fundamento en el literal f) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011 y a 
la vez, mediante el Decreto 4176 de 2011 (art. 1º) se trasladaron dos funciones del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo a la DIAN, una de ellas la ya mencionada de 
registro y administración de los CTT, cumpliendo en este sentido con el primero de los 
requisitos, asunto que no ocurrió con el segundo requisito pues el MINCIT no fue 
suprimido, ni fusionado, ni escindido o transformado   por lo que “existiría una 
extralimitación en el ejercicio de las facultades que le fueron atribuidas al Ejecutivo en la 
Ley 1444 de 2011, declarando por lo tanto  inexequible el Decreto 4171 de 2011”.  
 
En este sentido, es claro aun cuando el Decreto 4176 de 2011 y la Resolución 13485 de 
2011 modificada por la Resolución 36 de 2012, están vigentes, no se encuentra a la 
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fecha pronunciamiento alguno por parte de la DIAN o del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo en relación con el direccionamiento estratégico que este último debe 
ejercer  en las decisiones que se adopten con respecto a la función traslada a la 
Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
3.1.3. Registro del contrato de transferencia de tecnología ante la 
Superintendencia de Industria  y Comercio y sus efectos 
Como se señaló en Colombia no existe regulación específica sobre las condiciones y 
requisitos  que debería cumplir un CTT que se celebre al interior del país, por lo que de 
esta usencia normativa, se derivan varias consecuencias: 
 
a) En virtud del Artículo 8 de la Ley 153 de 1887170 “ante la ausencia de norma o ley 
estrictamente aplicable al caso controvertido se aplicaran normas que regulen 
casos o materias semejantes”, por lo que se traería lo establecido por la Decisión 
291 de 1991, artículos 12, 13 y 14. 
 
b) La transferencia de tecnología al interior del país se realiza a través de los 
contratos cesión o de licencia de patentes o uso de marcas. 
 
c) En Colombia, la regulación sobre patentes y marcas, se rige por la Decisión 486 
de la Comunidad Andina de Naciones, en la cual se establecen las condiciones 
para el registro de los contratos de licencia de patentes o marcas. 
 
d) En todo caso la Decisión 486 de 2000171, consagra en los artículos 58 y 163  que 
“la autoridad nacional competente no registrará los contratos de licencia para la 
explotación de patentes ni el uso de marcas que no se ajusten a las disposiciones 
del régimen común de tratamiento a los capitales extranjeros y sobre marcas, 
patentes, licencias y regalías, o que no se ajusten a las disposiciones 
comunitarias o nacionales sobre prácticas comerciales restrictivas de la libre 
competencia”. 
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Con respecto al concepto de licencia de uso de marcas la Superintendencia de Industria 
y  Comercio172 ha señalado que dentro de los derechos otorgados con el registro de una 
marca se encuentra el derecho al uso indirecto en el que el titular tiene el derecho 
exclusivo de la misma, podrá celebrar contratos en los que autoriza a un tercero (persona 
natural o jurídica) a utilizar la marca como si fuera el titular, dicha disposición de uso, se 
conoce y realiza en virtud del contrato de licencias de uso. 
 
La Superintendencia de Industria y Comercio, mediante Concepto 10-124716 de 27 de 
octubre de 2010173, ha considerado la licencia para la explotación o el uso de marcas 
como “uno de los contratos que puede realizar el titular de un derecho  subjetivo sobre la 
marca, el que junto a la cesión son las figuras principales dentro del campo de las 
negociaciones comerciales que suelen presentarse. Las negociaciones sobre licencia 
serán documentadas a través de un convenio o contrato celebrado entre el licenciante y 
el licenciatario, acto contractual que se regirá además por las normas internas de cada 
país miembro que regulen la  contratación privada”. 
 
Con respecto al concepto de licencia de patente la Superintendencia de Industria y 
Comercio174, señala que es un contrato entre el titular del derecho (propietario) y una 
persona (licenciatario) para utilizar comercialmente el objeto de la invención en una forma 
determinada y de conformidad con unas condiciones convenidas.  
 
Ahora bien, con respecto a la competencia para conocer y registrar este tipo de 
contratos, se deben tener en cuenta los artículos 19 y 20 del Decreto 4886 de 2011 “Por 
medio del cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Industria y Comercio, 
se determinan las funciones de sus dependencias y se dictan otras disposiciones”,  en 
los que se señala que “le corresponde a la Dirección de Signos Distintivos decidir las 
solicitudes que se relacionen con el registro de marcas y lemas comerciales, así como 
con su renovación y demás actuaciones posteriores a la concesión del registro” y a la 
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Dirección de Nuevas Creaciones “decidir las solicitudes de inscripción de las actuaciones 
posteriores a la concesión de los derechos sobre nuevas creaciones”.  
 
En relación con los requisitos o condiciones para el registro de este tipo de contratos el 
artículo 53 de la Decisión 486 de 2000175, establece que en el caso de patentes la 
autoridad nacional competente “no registrará los contratos de licencia para la explotación 
de patentes que no se ajusten a las disposiciones del Régimen Común de Tratamiento a 
los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías (Decisión 291 
de 1991-Decreto 259 de 1992)” o que no se ajusten a las “disposiciones comunitarias o 
nacionales sobre prácticas comerciales restrictivas de la libre competencia y en el caso 
de licencias de marca el artículo 163 consagra que la autoridad nacional competente no 
registrará los contratos de licencia o transferencia de registro de marcas que no se 
ajusten a las disposiciones del Régimen Común de tratamiento a los Capitales 
Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías, o a las disposiciones 
comunitarias y nacionales sobre prácticas comerciales restrictivas de la libre 
competencia”. 
 
Adicionalmente, en el trámite ante la Superintendencia de Industria y Comercio, mediante 
la Circular Externa 10 de 2001176, en relación con los trámites de registro de contratos de 
licencia o transferencia de marcas y patentes, se señala: 
 
 “Al momento de la presentación de cualquiera de las solicitudes con las cuales se 
inicia un trámite administrativo de propiedad industrial, el funcionario encargado 
verificará el cumplimiento de los requisitos mínimos de que trata el respectivo 
artículo de la Decisión 486 en relación con esa solicitud en particular. De advertir 
la ausencia de alguno, lo comunicará de manera verbal a quien pretenda 
radicarlo, con el fin de que se complete la solicitud.” 
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 En el trámite de registro de los contratos de licencia o transferencia de marcas y 
patentes, requiere del diligenciamiento y radicación del  el “Formulario único de 
inscripción de afectaciones formato 2000-F01”  
 
 En los términos del artículo 137 de la Decisión 486, la SIC considerará como 
indicios que le permitan negar la solicitud de registro:   
 
a) Haya abierto investigación por presuntos actos contrarios a las disposiciones de la 
Ley 256 de 1996 y las que la modifiquen o adicionen basándose en los mismos 
hechos alegados en el expediente de propiedad industrial; o, 
 
b) Concluya que habría abierto investigación por presuntos actos contrarios a las 
disposiciones de la Ley 256 de 1996 y las que la modifiquen o adicionen 
basándose en los mismos hechos presentados al juez competente como 
fundamento de una demanda.” 
 
Definidos los requisitos mínimos que de acuerdo con la normatividad vigente se deben 
acreditar para el registro de un contrato de licencia de una marca o patente, es necesario 
identificar si en la práctica la autoridad nacional competente, es decir, la 
Superintendencia de Industria y Comercio,  cuenta con los mecanismos apropiados para 
materializar su cumplimiento.  En este orden de ideas, verificado el contenido del  
formato 2000-F01177 denominado como “Formulario Único de Licencia”,  preestablecido 
por la SIC para el trámite de registro de los contratos de licencia o transferencia de 
marcas y patentes, se evidencia que: 
 
En el primer aparte del formulario  el propósito consiste en  identificar que se registra, es 
decir nuevas creaciones (patente de invención, patente de modelo de utilidad, diseño 
industrial, esquema de trazado de circuitos integrales) o con signos distintivos (marcas de 
productos y servicios, marca colectiva, marca de certificación, lema comercial, nombre 
comercial, denominación de origen).  Posteriormente en los fragmentos 2, 3 y 4 se 
                                               
 
177
 Formulario Único de Licencia, disponible en: www.sic.gov.co última visita 08 de mayo de 2014 
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identifica  al licenciante, su representante o apoderado (si lo hay) y al licenciatario y su 
representante o apoderado si lo hay; En el siguiente aparte se hace referencia al título y 
clasificación de la nueva creación o denominación del signo distintivo, la clasificación, la 
vigencia, número de expediente o certificado de registro de marca asociada, vigencia, 
zona territorial, termino de duración de la licencia y objeto de la licencia, la siguiente parte 
se relaciona el número de comprobante de pago de los derechos de registro, el acápite 
para relacionar anexos al formato, siendo los necesarios el comprobante de pago de la 
tasa, poderes, si fuera el caso, documento escrito donde conste la licencia (si fuera el 
caso), documentos que acreditan el legítimo interés (si fuera el caso) y documento que 
acredite la existencia y representación legal de la persona jurídica peticionaria y nombre 
y firma de las partes intervinientes.    
 
De acuerdo con lo anterior, de los acápites del formulario único de licencia, así como de 
los anexos que se deben adjuntar al mismo, se determina que estos tienen una función 
meramente informativa, ya que del análisis de la información consignada en él no es 
posible establecer si el contrato de licencia que origina el registro se ajusta o no a las 
disposiciones del Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre 
Marcas, Patentes, Licencias y Regalías, si cumple con los requisitos mínimos 
establecidos por la Decisión 486 de 2000, si el acto que se registra ha dado lugar a la 
apertura de investigaciones por presuntos actos contrarios a las disposiciones de la Ley 
256 de 1996. De igual manera la ausencia del requisito de presentación del contrato de 
licencia no permite identificar y definir si su clausulado podría o no transgredir lo 
dispuesto en la Decisión 291 de 2000. 
 
De igual manera y como ya se señaló aun cuando la normatividad supranacional 
establece que la autoridad nacional competente “no registrará los contratos de licencia 
para la explotación de patentes ni el uso de marcas que no se ajusten a las disposiciones 
del régimen común de tratamiento a los capitales extranjeros y sobre marcas, patentes, 
licencias y regalías y a las contenidas en la Decisión 486 de 2000”, de acuerdo con la 
normatividad interna que rige las actuaciones de la Superintendencia de Industria y 
Comercio en el evento en que las solicitudes de registro del contrato de licencia no 
cumplan con los requisitos mínimos la competencia de la SIC se limita a advertir la 
ausencia del requisito, comunicando el mismo de manera verbal a quien pretenda 
radicarlo, con el fin de que se complete la solicitud sin que la normatividad consagre 
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expresamente que la entidad está facultada para rechazar o negar el mencionado 
registro en caso de encontrar la ausencia de algún requisito.  
 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 57 y 161 de la Decisión 486 de 2000, el 
objetivo del registro de una licencia para la explotación de patentes y marcas es 
garantizar la oponibilidad del contrato de licencia frente a terceros. Así las cosas, con 
respecto al objetivo, alcance de la competencia de la Superintendencia de Industria y 
Comercio y la interpretación que frente a este tema se ha dado por el Tribunal de Justicia 
de la Comunidad Andina, el Consejo de Estado178 en sentencia del 2 de agosto de 2012, 
señaló:  
 
 El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha considerado que “el contrato 
de licencia, deberá plasmarse por escrito, y registrarse en la Oficina Nacional del 
País Miembro. Si no se cumple con estos requisitos, la licencia no surtirá efectos 
frente a terceros”. 
 
 De acuerdo con la Superintendencia de Industria y Comercio, “la inscripción de un 
Contrato de Licencia en el registro de la Propiedad Industrial no prejuzga, de 
manera alguna, sobre la validez, vigencia y alcance de las obligaciones 
contractuales, asuntos sobre los que no corresponde pronunciarse a esta Entidad 
Administrativa”. 
 
 Para la Superintendencia de Industria y Comercio la anotación de la inscripción de 
un contrato de licencia, “es independiente de los contratos que justifican su 
inscripción ya que solo tiene efectos de publicidad frente a terceros”.  
 Para el Consejo de Estado la anotación del registro del contrato de licencia tiene 
como propósito “vincular los intereses públicos y los del consumidor en general, 
con lo cual se evitan actuaciones que vayan en contra de los intereses del 
licenciante”.  
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 Consejo de Estado de Colombia, Sentencia 11001-03-24-000-2007-00135-00  de 02 de Agosto 
de 2012, Consejera  Ponente  María Elizabeth García González,  disponible en: 
http://www.consejodeestado.gov.co última visita 08 de mayo de 2014 
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Finalmente, es importante anotar que pese a lo anterior, a partir del 13 de abril de 2012 y 
con la expedición del Decreto 0729 de 2012, el registro del contrato de licencia de marca 
es opcional, por lo que la ausencia de dicho registro no afectará la validez u oponibilidad 
de tales contratos. 
3.2 Reglamentación incompleta en el tratamiento de 
cláusulas abusivas en el contrato de transferencia de 
tecnología y competencia  
3.2.1. Conductas restrictivas a la libre competencia adoptadas 
por Colombia en el contrato de transferencia  
Con respecto a las cláusulas prohibidas en el contrato de transferencia de tecnología por 
contener acuerdos de contenido abusivo, la normatividad supranacional las describe 
expresamente en el artículo 14 de  la Decisión  291 de 1991 de la CAN, señalando que 
para efectos del registro del contrato de transferencia de tecnología, los países miembros 
podrán tener en cuenta que los contratos no contengan las cláusulas allí descritas. 
 
En Colombia, el Decreto Reglamentario 259 de 1992, mediante el cual se reglamenta la 
Decisión 291 de 1991, consagra en el parágrafo 1 del Artículo 2 las cláusulas prohibidas 
en el contrato de transferencia de tecnología. 
 
En este orden de ideas y para efectos de verificar si en Colombia se adoptó en su 
totalidad la normatividad supranacional, en relación con las cláusulas abusivas en el 
contrato de transferencia de tecnología, a continuación se incluye un cuadro comparativo 
de las clausulas consagradas en uno y otro sistema así: 
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DECISIÓN 291 DE 1991179 DECRETO 259 DE 1992180 
1.“Cláusulas en virtud de las cuales el suministro 
de tecnología o el uso de una marca, lleve 
consigo la obligación para el país o la empresa 
receptora de adquirir, de una fuente determinada, 
bienes de capital, productos intermedios, 
materias primas u otras tecnologías o de utilizar 
permanentemente personal señalado por la 
empresa proveedora de tecnología” 
1.“Cláusulas conforme a las cuales la 
empresa vendedora de tecnología o 
concedente del uso de una marca se 
reserve el derecho de fijar los precios 
de venta o reventa de los productos 
que se elaboren con base en la 
tecnología respectiva” 
2.“Cláusulas conforme a las cuales la empresa 
vendedora de tecnología o concedente del uso 
de una marca se reserve el derecho de fijar los 
precios de venta o reventa de los productos que 
se elaboren con base en la tecnología 
respectiva;” 
2.“Cláusulas que obliguen al 
comprador de tecnología a transferir 
al proveedor los inventos o mejoras 
que se obtengan en virtud del uso de 
dicha tecnología.” 
3.“Cláusulas que contengan restricciones 
referentes al volumen y estructura de la 
producción;” 
3.“Cláusulas que prohíban o limiten 
de cualquier manera la exportación 
de los productos elaborados con 
base en la tecnología respectiva o 
que prohíban o limiten el intercambio 
subregional o la exportación de 
productos similares a terceros 
países” 
4.“Cláusulas que prohíban el uso de tecnologías 
competidoras” 
 
5.“Cláusulas que establezcan opción de compra, 
total o parcial, en favor del proveedor de la 
tecnología” 
 
6.“Cláusulas que obliguen al comprador de 
tecnología a transferir al proveedor, los inventos 
o mejoras que se obtengan en virtud del uso de 
dicha tecnología” 
 
7.“Cláusulas que obliguen a pagar regalías a los 
titulares de las patentes o de las marcas, por 
patentes o marcas no utilizadas o vencidas”; y 
 
8. “Otras cláusulas de efecto equivalente”  
 
 
                                               
 
179
 Decisión 291 de 1991, disponible en:  www.comunidadandina.org última visita 16 de abril de 
2014 
180
 Decreto 259 de 1992, disponible en: www.sic.gov.co última visita 08 de mayo de 2014 
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De acuerdo con la anterior comparación, se concluye que 3 de las 8 cláusulas 
consideradas como prohibidas por la Comunidad Andina fueron adoptadas por la 
normatividad colombiana, por lo que  de conformidad con el Decreto 259 de 1992, no 
están prohibidas las cláusulas identificadas con los numerales 4 a 8 del cuadro.   
 
Por otra parte es oportuno destacar que la cláusula que prohíba o límite de cualquier 
manera la exportación de los productos elaborados con base en la tecnología respectiva 
o que prohíban o limiten el intercambio subregional o la exportación de productos 
similares a terceros países, incluida en el decreto reglamentario 259 de 1992, no está 
descrita o enunciada en la Decisión Andina 291 de 1991, por lo que se podría afirmar que 
esta resulta de la creación del legislador colombiano pero no constituye un desarrollo 
expreso de la normativa supranacional, exaltando que en todo caso con esta disposición 
nuestro país estaría contrariando y excediendo el principio de “complemento 
indispensable” ya descrito en este documento. 
 
No obstante lo anterior y en aras de subsanar  la ausencia o falencia normativa que se 
presenta en la reglamentación nacional de la Decisión 291 de 1991, es necesario acudir 
al artículo 7 de la Decisión 608 de la CAN en la que se consagran “Normas para la 
protección y promoción de la libre competencia en la Comunidad Andina” en la cual se 
presumen como “conductas restrictivas a la libre competencia, los acuerdos que tengan 
como propósito o el efecto de: a) Fijar directa o indirectamente precios u otras 
condiciones de comercialización; b) Restringir la oferta o demanda de bienes o servicios; 
c) Repartir el mercado de bienes o servicios; d) Impedir o dificultar el acceso o 
permanencia de competidores actuales o potenciales en el mercado; o; e) Establecer, 
concertar o coordinar posturas, abstenciones o resultados en licitaciones, concursos o 
subastas públicas.” 
 
Por otra parte, el artículo 8 de la Decisión 608 de la CAN considera como conductas de 
abuso de una posición de dominio las que tengan como propósito: “a) La fijación de 
precios predatorios; b) La fijación, imposición o establecimiento injustificado de la 
distribución exclusiva de bienes o servicios; c) La subordinación de la celebración de 
contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o 
arreglo al uso comercial, no guarden relación con el objeto de tales contratos; d) La 
adopción de condiciones desiguales con relación a terceros contratantes de situación 
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análoga, en el caso de prestaciones u operaciones equivalentes, colocándolos en 
desventaja competitiva; e) La negativa injustificada, a satisfacer demandas de compra o 
adquisición, o a aceptar ofertas de venta o prestación, de productos o servicios; f) La 
incitación a terceros a no aceptar la entrega de bienes o la prestación de servicios; a 
impedir su prestación o adquisición; o, a no vender materias primas o insumos, o prestar 
servicios, a otros; y, g) Aquellas conductas que impidan o dificulten el acceso o 
permanencia de competidores actuales o potenciales en el mercado por razones 
diferentes a la eficiencia económica”. 
 
Así mismo es necesario anotar que de acuerdo con lo establecido por el artículo 58 y 163 
de la Decisión 486 “Régimen Común sobre Propiedad industrial”, “la autoridad nacional 
competente no registrará los contratos de licencia que no se ajusten a las disposiciones 
comunitarias o nacionales   sobre prácticas comerciales restrictivas de la libre 
competencia”, de ahí que la importancia de la certeza sobre la regulación e inclusión de 
las mismas en el ordenamiento jurídico colombiano.  
 
Vale la pena destacar que verificada la normatividad de países como Ecuador, mediante 
el Decreto 1525 de 1998 que reglamenta la Decisión 291 de 1991, incluye en su artículo 
32 la totalidad de cláusulas estipuladas en la Decisión Andina.  
3.2.2. Excepción a la prohibición de la inclusión de cláusulas 
abusivas en el Contrato de Transferencia de Tecnología  
Con respecto a la excepción en la aplicación de leyes sobre competencia de acuerdo con 
las Naciones Unidas,181 las mejores prácticas en materia de competencia deben aplicarse 
a todos los sectores y empresas de la economía, sin embargo por motivos sociales, 
económicos y políticos se admiten diversas excepciones y exenciones en su aplicación, 
entendiendo por exención estar excusado o libre de alguna obligación a la que otros 
están sujetos y por excepción estar excluido  o no ajustarse a una clase, principio o 
norma  general.  
                                               
 
181
 Naciones Unidas. Conferencia de las Naciones Unidas sobre comercio y desarrollo. Aplicación 
de las leyes sobre competencia exenciones y exenciones, Nueva York y Ginebra, 2002, disponible 
en:  http://unctad.org/es/Docs/ditcclpmisc25_sp.pdf última consulta 16 de abril de 2014 
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En el mismo documento se señala que la aplicación de excepciones tiene como propósito 
fundamental facilitar el intercambio legítimo de información, reducir riesgos, contrarrestar un 
excesivo poder económico o de negociación, permitir la cooperación y promover la 
innovación para que los mercados funcionen mejor bajo el principio de la eficiencia 
económica.  
 
Así las cosas y aun cuando en el numeral anterior, se describió la normatividad 
supranacional y nacional que prohíbe la inclusión de cláusulas abusivas o conductas 
restrictivas a la libre competencia, la normatividad supranacional también establece que en 
materia de propiedad intelectual y de acuerdo con el artículo 6 de  Decisión 608 de la CAN 
“Normas para la protección y promoción de la libre competencia en la Comunidad Andina”, 
los países miembros podrán establecer excepciones en la  aplicación de la normatividad en 
materia de protección y promoción a la libre competencia, siempre y cuando la conducta se 
haya desarrollado con ocasión del cumplimiento de objetivos establecidos normativamente 
en la política económica de un país y que “cumplan con las siguientes condiciones: a) Que 
reporten beneficios significativos al desarrollo de la producción, procesamiento, distribución o 
comercialización de bienes o servicios, o fomenten el progreso tecnológico o económico. 
b) Que signifiquen el otorgamiento de condiciones preferenciales a regiones deprimidas o 
actividades económicamente sensibles o, en cualquiera de los casos, en situación de 
emergencia; c) Que no conlleven a dichos agentes económicos, la posibilidad de eliminar la 
competencia respecto de una parte sustancial de la producción, comercialización o 
distribución de los bienes o servicios de que se trate; y d) Que sean concordantes con el 
ordenamiento jurídico andino”. 
 
En Colombia,182 el artículo 1 de la Ley 155 de 1959 y artículo 49 del Decreto 2153 de 1992, 
aplicables a toda la actividad comercial, establecen como excepciones a la aplicación de la 
normativa de la competencia a los acuerdo o convenios para la investigación y desarrollo, 
servicios  públicos de infraestructura y el sector financiero. 
 
                                               
 
182
 Ibídem,  Páginas 26-28.  
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Con respecto a las excepciones en la aplicación del régimen de competencia, la Ley 155 de 
1959 en su artículo 1, consagró: 
“ARTICULO  1º.  Quedan prohibidos los acuerdos o convenios 
(sic) que directa o indirectamente tengan por objeto limitar la 
producción, abastecimiento, distribución o consumo de materias 
primas, productos, mercancías o servicios nacionales o 
extranjeros, y en general, toda clase de prácticas, 
procedimientos o sistemas tendientes a limitar la libre 
competencia y a mantener o determinar precios inequitativos. 
 
PARÁGRAFO. El Gobierno, sin embargo, podrá autorizar la 
celebración de acuerdos o convenios que no obstante limitar la 
libre competencia, tengan por fin defender la estabilidad de un 
sector básico de la producción de bienes o servicios de interés 
para la economía general.” 
 
Lo anterior, en concordancia con el Decreto 2153 de 1992 que en el artículo 49, consagra 
concretamente los eventos en los que las conductas consideradas como contrarias a la 
libre competencia no se entenderán como  tal:  
 
“ARTICULO 49. EXCEPCIONES. Para el cumplimiento de las funciones a que se 
refiere el artículo 44 del presente decreto, no se tendrán como contrarias a la libre 
competencia las siguientes conductas: 
 
1. Las que tengan por objeto la cooperación en 
investigaciones y desarrollo de nueva tecnología. 
 
(…).” 
 
Es importante anotar que en relación con los CTT no existe una norma expresa en 
Colombia que consagre la excepción de la aplicación de las normas de competencia a 
diferencia de otros regímenes normativos como el europeo que expresamente consagra 
la aplicación de la excepción en para este tipo de contratos. (Artículo 81 Tratado de 
Roma). 
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Sin embargo, atendiendo a la naturaleza del CTT, este tipo de contrato podría ser de 
aquellos que tiene “por objeto la cooperación en investigaciones y desarrollo de 
nueva tecnología”, por lo que eventualmente podría dar lugar a la aplicación de la 
excepción consagrada en el numeral 1 del artículo 49 del Decreto 2153 de 1992, 
advirtiendo adicionalmente que no se encuentra registro de norma alguna en la que 
objetivamente se determine qué tipologías contractuales se enmarcan en negociaciones 
que tengan por objeto la cooperación en investigaciones o el desarrollo de nueva 
tecnología, por lo que este aspecto queda abierto al criterio subjetivo de quien analice la 
negociación. 
 
Con respecto al procedimiento para que opere la excepción, la Superintendencia de 
Industria y Comercio183 ha señalado que en el evento en que un acuerdo se adecue al 
supuesto planteado en el artículo 49 del Decreto 2153 de 1992, no será necesario 
solicitar autorización para celebrarlo. 
 
De lo anterior se concluye que si no se requiere  una autorización previa para la 
celebración de los CTT la Superintendencia de Industria y Comercio e incluso la DIAN no  
realiza un análisis previo a  su registro tendiente a determinar si el contrato tiene como 
objeto la cooperación en investigaciones y desarrollo de nueva tecnología, si sus 
cláusulas involucran o no conductas anticompetitivas y si éstas deben considerarse o no 
como contrarias a la libre competencia, por lo que en el evento de incluirse cualquiera de 
las clausulas consideradas como prohibidas no se presenta un mecanismo concreto que 
exija un análisis previo y objetivo en el que se determine la viabilidad o no de su 
incorporación al contrato. 
3.2.3. Competencia de la Superintendencia de Industria y 
Comercio frente a la ejecución de contratos con cláusulas 
abusivas en contratos de transferencia de tecnología  
De conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la Ley 1340 de 2009, le 
corresponde a la Superintendencia de Industria y Comercio conocer “en forma 
                                               
 
183
 Superintendencia de Industria y Comercio. Concepto 10089924 de 2001, disponible en: 
http://avancejuridico.sic.gov.co/sic/docs/cto_siyc_1008924_2001.htm ultima consulta 18 de abril 
de 2014 
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privativa de las investigaciones administrativas, impondrá las multas y adoptará las 
demás decisiones administrativas por infracción a las disposiciones sobre protección de 
la competencia, así como en relación con la vigilancia administrativa del cumplimiento de 
las disposiciones sobre competencia desleal.”  
 
De acuerdo con la Ley 155 de 1959, la Superintendencia de Industria y Comercio ejerce 
funciones de carácter administrativo, condición reiterada por el artículo 1º del Decreto 
2153 de 1992, modificado por el artículo 3 de la Ley 1340 de 2009, en los que se 
establece que el “ejercicio de funciones administrativas en materia de protección de la 
competencia”. En este orden de ideas, la SIC en ejercicio de sus funciones de carácter 
administrativo tiene a su cargo “el cumplimiento de la inspección, vigilancia y control que 
el Presidente de la República le delegue al superintendente o las que de manera especial 
le atribuya y excepcionalmente se ejercen funciones de carácter jurisdiccional cuando se 
trata de competencia desleal y protección al consumidor.”184 
 
Por lo anterior, “sus funciones en materia de prácticas restrictivas de competencia, son 
eminentemente administrativas y no jurisdiccionales, y son de aquellas que la doctrina y 
la jurisprudencia denomina de [Policía Administrativa] que surgen del [Poder de Policía] y 
dan lugar a la potestad administrativa sancionadora de la administración”, por lo que la 
actuación se limita a  “vigilar, investigar e imponer multas por infracciones sobre la 
protección de la competencia que impidan el abuso de la posición dominante, las 
integraciones empresariales que limiten la competencia y la vigilancia administrativa del 
cumplimiento de las disposiciones sobre competencia desleal”.185 
 
Para la jurisprudencia,186 la función de “inspección, vigilancia y control se caracterizan por 
lo siguiente: (i) la función de inspección se relaciona con la posibilidad de solicitar y/o 
verificar información o documentos en poder de las entidades sujetas a control, (ii) la 
vigilancia alude al seguimiento y evaluación de las actividades de la autoridad vigilada, y 
                                               
 
184
 Corte Constitucional. Sentencia T-537-2010, Magistrado Ponente  Juan Carlos Henao Pérez, 
disponible en: http://www.corteconstitucional.gov.co última consulta 18 de abril de 2014 
185
 Ibídem 
186
 Corte Constitucional. Sentencia T-570-2012, Magistrado Ponente  Jorge Ignacio Pretelt 
Chaluib, disponible en:http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/C-570-12.htm última 
consulta 18 de abril de 2014 
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(iii) el control en estricto sentido se refiere a la posibilidad del ente que ejerce la función 
de ordenar correctivos, que pueden llevar hasta la revocatoria de la decisión del 
controlado y la imposición de sanciones. Como se puede apreciar, la inspección y la 
vigilancia podrían clasificarse como mecanismos leves o intermedios de control, cuya 
finalidad es detectar irregularidades en la prestación de un servicio, mientras el control 
conlleva el poder de adoptar correctivos, es decir, de incidir directamente en las 
decisiones del ente sujeto a control”. 
 
De acuerdo con lo anterior, en caso de que la Superintendencia de Industria y Comercio, 
en ejercicio de sus funciones administrativas, determine la existencia de cláusulas 
abusivas o acuerdos contrarios a la libre competencia podrá adoptar los correctivos que 
estime pertinentes sin que tenga facultad de dejar sin efecto o anular cláusulas de 
contenido abusivo toda vez que esta facultad no está asignada a la Superintendencia.  
 
En este orden de ideas, en el evento en que se presente la existencia de una cláusula de 
contenido abusivo en la ejecución del contrato, no podrá acudirse ante la 
Superintendencia de Industria y Comercio para que ésta quede sin efecto y por el 
contrario, el único mecanismo que se podrá utilizar para atacar la validez será el del 
control judicial, en virtud del cual y de acuerdo con la jurisprudencia  podrá el juez 
repudiar conductas abusivas a través de principios tales como la buena fe y el abuso del 
derecho con la declaratoria de nulidad de la cláusula abusiva187.  
 
En este punto, es importante analizar que de acuerdo con la regulación vigente, los 
mecanismos con los que cuenta el Estado para garantizar la justicia social e impedir que 
el desequilibrio existente entre los contratantes se materialice en contra del receptor de 
tecnología, están identificados en dos momentos, uno previo y antes de la ejecución del 
contrato, que de acuerdo con la regulación actual tendría que adelantarse por la DIAN y 
que consistiría en la revisión previa de sus cláusulas y en la negación del registro del 
contrato en caso de encontrar cláusulas prohibidas, situación que actualmente solo 
tendría efectos de carácter tributario, pues el impedir que no se registre el contrato en mi 
opinión no incide en su ejecución y por tanto en una materialización de la vulneración de 
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 Op. Cit., Suescún, de Roa Felipe. Página 12.  
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los derechos del receptor de tecnología y un control posterior a su ejecución realizado 
por la SIC, que tendrá como único propósito imponer los correctivos que estime 
pertinentes sin que tenga facultad de dejar sin efecto, impedir su ejecución o anular 
cláusulas de contenido abusivo toda vez que la entidad no tiene esta competencia.  
 
Es importante destacar que tanto en el problema de investigación, como en la hipótesis 
se ha planteado la necesidad de la existencia de un control previo por parte de la 
autoridad competente tendiente a la no inclusión de cláusulas abusivas dentro del 
contrato de transferencia de tecnología. Sin embargo, parte de la doctrina188 considera 
que el control previo esta revaluado y que se debe crear un sistema de control posterior a 
la celebración del contrato en cual el afectado con la cláusula abusiva acuda ante la 
autoridad competente para que lo proteja de los efectos de estas conductas.  
 
En este orden de ideas y aun cuando se advierte que en la mayoría de las partes del 
mundo se adopte el control posterior, considero que atendiendo a las características de 
nuestras instituciones, su “efectividad y rapidez de respuesta” a un contratante débil, le 
resultará mas benéfico y garantista  a largo plazo que le nieguen el registro de  la 
recepción de tecnología, que permitir que el contrato se celebre y se ejecute con este tipo 
de vicios, pues es claro que al no existir autoridad con competencia concreta para ejercer 
un control periódico de la ejecución del contrato, ni contar con herramientas claras que 
permitan la suspensión de la ejecución y sanción de este tipo de contratos, unido a las 
garantías que sobre estabilidad contractual se le asignan a los inversionistas extranjeros, 
será nula la protección que se ofrezca al receptor de tecnología, permitiendo así un 
desequilibrio y abuso flagrante de los derechos del receptor.  
3.3. Diagnóstico y perspectiva del registro de contratos 
de transferencia de tecnología en Colombia 
En este capítulo el objetivo consiste en identificar los parámetros y procedimientos que 
se tienen en cuenta por las entidades competentes del registro de los contratos que 
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 Guerrero, Gaitán Manuel. Nuevo decreto sobre registro de contratos de importación de 
tecnología, Boletín Virtual Departamento de Propiedad Intelectual, Universidad Externo de 
Colombia, disponible en http: propintel.uxternado.edu.co/nuevo-decreto-sobre-el-registrer-de-
contratos-de-importacion-de-tecnologia/ última consulta 06 de mayo de 2014 
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impliquen transferencia de tecnología, analizar y sacar conclusiones que me permitan 
apoyar o rebatir mi hipótesis de trabajo.  
3.3.1 Contratos de transferencia tecnología registrados por la 
DIAN:  
De acuerdo con el Decreto 4176 de 2011 y la Resolución 13485 de 2011 modificada por 
la Resolución 36 de 2012, que le otorgó a la DIAN la competencia para el registro de los 
CTT  quise obtener un acercamiento a los procedimientos, cifras y desarrollo de la 
función de registro por parte de la Subdirección de Gestión de Registro Aduanero, por lo 
que presente un derecho de petición que en principio no fue contestado por considerar 
que  los interrogantes planteados vulneraban “el derecho fundamental a la intimidad”, por 
lo que una vez presentado el recurso de insistencia DIAN, mediante Oficio 080848 del 18 
de diciembre de 2013, profiere respuesta a algunos de los interrogantes planeados en mi 
petición. 
 
La anterior introducción la efectúo adicionalmente con el propósito de destacar que  dos 
meses después de que la DIAN respondiera  a mi petición, profirió el Decreto 
Reglamentario 062 de 24 de Febrero de 2014  de 2014, mediante el cual pretende 
subsanar la totalidad de inconsistencias que presentaba su procedimiento de registro de 
contratos de importación de tecnología.  
 
Ahora bien, de vuelta a los interrogantes plantados en el derecho de petición la DIAN, 
emitió  respuesta en el siguiente sentido:189   
 
 
¿Qué cantidad de contratos de importación  transferencia de tecnología se 
registraron en  la vigencia 2012 y lo que va corrido del año 2013?  
 
                                               
 
189
 Derechos de petición identificados con los radicados 2013ER81437 de 15 de Noviembre de 
2013 y 2013ER85146 de 29 de noviembre de 2013 y resueltos por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales DIAN- Subdirección de Gestión de Registro Aduanero, Radicado 080848 de 
18 de diciembre de 2013.  
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El interrogante planteado tiene como propósito establecer si el contrato de transferencia 
de tecnología constituye una modalidad contractual  recurrente en  Colombia o si por el 
contrario este contrato carece de toda utilidad y uso en nuestro país.  
 
En este orden de ideas, la DIAN contestó:  
“Como es de su conocimiento el registro de los contratos de 
importación de tecnología se realiza a través de la Ventanilla Única de 
Comercio Externo-VUCE-y de acuerdo con la información 
suministrada por la ventanilla durante el año 2012 se tramitaron 5.059 
solicitudes de registro de contratos de importación de tecnología y 
para el año 2013 teniendo como fecha de corte el 30 de noviembre de 
2013 se tramitaron 4.767 solicitudes.” 
 
Del análisis de lo anterior, se concluye que: en promedio se solicita mensualmente el 
registro de 433 contratos de transferencia de tecnología, razón por la que la creciente 
cantidad de solicitudes de  registro amerita que exista claridad en su regulación, 
definición concreta de condiciones para su ejecución, el establecimiento y cumplimiento 
de garantías en caso de existencia de cláusulas de contenido abusivo.  
 
¿El registro electrónico del contrato de importación de tecnología que se efectúa 
por la plataforma VUCE. Qué tipo de formato se utiliza para el efecto?  
 
Para contextualizar el sentido de esta pregunta es importante señalar que la Ventanilla 
Única de Comercio Exterior -VUCE- es una plataforma informática que permite el trámite 
electrónico de permisos, autorizaciones o vistos buenos previos exigidos por las 
respectivas entidades del Estado para la realización de las operaciones de comercio 
exterior190. 
  
En este orden de ideas, el interrogante que se planteó  a la DIAN tiene como propósito 
definir si el registro de los contratos de importación de tecnología opera automáticamente 
con el registro electrónico y sin la realización de un análisis jurídico previo tendiente a 
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 Definición disponible en: http://www.vuce.gov.co/index!.php?id_menu=2 última consulta 08 de 
mayo de 2014  
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determinar si el contrato presenta cláusulas de contenido abusivo que no permitan su 
registro so pena de contrariar lo establecido por la Decisión Andina 291  y el Decreto 259 
de 1992. 
 
Así las cosas, la  DIAN respondió a este interrogante en el siguiente sentido: 
 “De acuerdo con la Circular 027 de 2009 expedida por el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo  para el registro 
electrónico de los contratos de importación de tecnología, es 
necesario el completo diligenciamiento del formulario 
denominado “Registro de Contratos de Importación de 
Tecnología- Forma 03”.  
 
De acuerdo con lo anterior y una vez efectuado el ejercicio de verificación del 
contenido del formulario o forma 3, se concluye que: el formato  no presenta campo 
alguno dispuesto para incluir el clausulado del contrato pues únicamente el numeral 8 
hace referencia a la transcripción del objeto contractual, sin que exista campo que para la 
inclusión de las cláusulas del contrato, por lo que en el trámite de registro electrónico 
ante la ausencia de esta información no se podría hacer una verificación del clausulado 
del contrato.   
 
¿Se realiza por parte de la DIAN una revisión previa del contenido de las cláusulas 
de los contratos?  En caso afirmativo ¿Qué aspectos se evalúan en la revisión 
previa? 
 
La pregunta efectuada a la entidad tuvo como propósito identificar si la Subdirección de 
Gestión de Registro Aduanero de la DIAN, con anterioridad al registro electrónico del 
CTT realiza la revisión del clausulado, con el propósito de establecer si éste no contiene 
cláusulas de contenido abusivo. 
 
Al respecto, la respuesta emitida por la DIAN señala: 
 
“De acuerdo a lo señalado en el artículo 2 del Decreto 259 del 
12 de febrero de 2012, los contratos presentados ante la 
Ventanilla Única de Comercio Exterior, deben cumplir los 
Marco teórico 91 
 
siguientes requisitos, los cuales son revisados para el 
respectivo registro: 
 
a. Identificación de las partes, con expresa consignación de su 
nacionalidad y domicilio 
b. Identificación de las modalidades que reviste la transferencia 
de tecnología que se importa  
c. Valor contractual de cada uno de los elementos involucrados 
en la transferencia de tecnología que se importa  
d. Determinación del plazo de vigencia” 
 
De acuerdo con lo anterior, del análisis de la respuesta dada por la DIAN se 
concluye que: únicamente se señalan como objeto de verificaciónlos requisitos 
dispuestos en los literales a, b, c, y d, del Artículo 2 del Decreto 259 de 1992,  sin hacer 
alusión a la verificación de los requisitos consagrados en los parágrafos 1 y 2  que 
integran  este mismo artículo en los que expresamente se señala: 
 
“(…) Parágrafo 1. El instituto Colombiano de Comercio Exterior- INCOMEX- no registrara 
los contratos en los que contengan una de las siguientes cláusulas: 
 
a) Cláusulas conforme a las cuales la empresa vendedora de tecnología o 
concedente del uso de la marca se reserve el derecho de fijar los precios de 
venta o reventa de los productos que se elaboren con base en la tecnología 
respectiva. 
b) Cláusulas que obliguen al comprador de  tecnología a transferir al proveedor los 
inventos o mejoras que se obtengan en virtud del uso de dicha tecnología. 
 
Parágrafo 2. De conformidad con lo establecido en el artículo 12 de la Decisión 
291 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, el Instituto colombiano de 
Comercio Exterior- INCOMEX-, no registrara los contratos que contengan 
cláusulas que prohíban o limiten de cualquier manera la exportación o que 
prohíban o limiten el intercambio subregional o la exportación de productos 
similares a terceros países.”  
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Así las cosas, se concluye que la no inclusión de los parágrafos 2 y 3 del Decreto 259  de 
1992 como requisitos a tener en cuenta para el registro del contrato de importación de 
tecnología conlleva a que no exista verificación previa por parte de la DIAN sobre la 
existencia o no de cláusulas de contenido abusivo en el contrato de importación de 
tecnología.  
¿El registro que se realiza por la DIAN tiene como único propósito determinar si 
procede o no la deducción por concepto de regalías?  
 
La pregunta tiene como finalidad establecer la naturaleza y el propósito del registro que 
se realiza por parte de la DIAN.  
 
Lo anterior, atendiendo a que la entidad en materia aduanera tiene entre sus funciones 
las relacionadas con la dirección y administración de la gestión aduanera comprendiendo 
“el servicio y apoyo a las operaciones de comercio exterior, la aprehensión, decomiso o 
declaración en abandono de mercancías a favor de la Nación, su administración, control 
y disposición,  así como la administración y control de los Sistemas Especiales de 
Importación-Exportación, Zonas Francas, Zonas Económicas Especiales de Exportación 
y las Sociedades de Comercialización Internacional”,191 en este sentido es oportuno  
verificar si dentro de las funciones descritas puede estar incluida la relacionada con le la 
verificación del contenido del clausulado del contrato de transferencia de tecnología  que 
se registra en aras de vigilar y controlar su contenido.   
 
Ahora bien, a la pregunta efectuada la DIAN responde: 
 
 “Es preciso señalar que con la expedición del Decreto 4176 
de 2011 se reasignó a la Unidad Administrativa Especial 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales-DIAN-la 
función de llevar y administrar el registro de los contratos de 
importación de tecnología y expedir las certificaciones 
pertinentes, con fundamento en las normas señaladas en el 
Decreto 259 de 1992 por el cual se reglamenta la decisión 
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 Definición disponible en: http://www.dian.gov.co/DIAN/12SobreD.nsf/pages/Laentidad?OpenDocument última consulta 
08 de mayo de 2014 
Marco teórico 93 
 
291 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena y la Circular 
027 expedida por el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo”.   
 
Así las cosas, del análisis de la respuesta presentada por la entidad se concluye 
que: la DIAN no respondió a la pregunta que se efectúo, toda vez que del conocimiento 
de la normatividad se deduce sencillamente  que con la expedición del Decreto 4176 de 
2011 la entidad debe llevar y administrar el registro de los contratos de importación de 
tecnología. Lo que realmente se pretendía  con la  respuesta de la DIAN era que se 
aclarara la naturaleza o el sentido del registro del contrato de transferencia de tecnología 
con la aplicación del Decreto 4176 de 2011, es decir, si este registro tiene como único 
propósito efectos de carácter tributario para determinar  si procede o no la deducción por 
concepto de regalías o si este registro además de tributario tiene como propósito  
verificar la inexistencia de cláusulas lesivas e impedir posibles abusos en contra de los 
receptores nacionales de tecnología, sin embargo como se advierte la entidad evadió 
esta respuesta.   
 
¿El trámite de registro del contrato de importación de tecnología, implica la 
realización y verificación por parte de la DIAN de un trámite previo o posterior por 
parte de la Superintendencia de Industria y Comercio? 
 
La pregunta se efectuó con el propósito de definir competencias con respecto a la 
revisión del contenido del clausulado del contrato, a la pregunta la DIAN responde:  
 
“La Circular 27 de 2009 del Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo establece que cuando se trate del registro de 
contrato que licencien la explotación de Derechos de 
Propiedad Industrial, se debe adjuntar además de la Forma 
03, certificación expedida por la Superintendencia de 
Industria y Comercio, en donde conste la vigencia, titularidad 
y clase de la(s) marca(s) o patentes objeto del contrato y 
relacionarlas en la casilla 7 de la Forma 03.” 
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De acuerdo con lo anterior, se concluye que: para la DIAN  la única intervención de la 
SIC en el registro de contratos de importación de  tecnología se presenta en el trámite de 
expedición del certificado de titularidad del derecho de propiedad industrial, sin que en 
este caso la entidad en ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia y control, 
revise el contenido del CTT con el propósito de verificar  la existencia de cláusulas  
abusivas en el contrato a efectos de evitar su inclusión..  
 
¿Qué procedimiento se adelanta por la entidad previo a la aceptación del registro? 
 
Se responde por la DIAN que: 
 
“La norma no establece procedimiento previo”.  
 
En este orden de ideas, se concluye que: la vaguedad de la respuesta advierte el 
evidente vacío sobre el cual la DIAN adelantaba el procedimiento de registro de estos 
contratos desde la fecha en que le fue asignada la función hasta el 24 de febrero de 
2014, fecha en que pese a afirmar dos meses atrás que la norma no establecía ningún 
procedimiento para el registro, de manera contradictoria, expide un acto administrativo 
“Por la cual se reglamenta y se establece la forma, contenido y términos para el Registro 
de los Contratos de Importación de Tecnología ante la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales”¿Se han devuelto o rechazado contratos por contener cláusulas 
abusivas? En caso afirmativo ¿Que cláusulas  abusivas fueron detectadas? 
 
En respuesta al interrogante planteado, la DIAN responde:  
 
“De conformidad con lo señalado en el parágrafo 1 del artículo 2 del Decreto 259 de 
1992, no se registraran los contratos que contengan alguna de las siguientes clausulas: 
 
a) Clausulas conforme a las cuales la empresa vendedora de tecnología o 
concedente del uso de la marca se reserve el derecho de fijar los precios de venta 
o reventa de los productos que se elaboren con base en la tecnología respectiva. 
 
b) Cláusulas que obliguen al comprador te tecnología a transferir al proveedor los 
inventos o mejoras que se obtengan en virtud del uso de dicha tecnología.” 
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Del análisis de la anterior respuesta, se concluye  que: 
 
La respuesta es evasiva y no responde a la pregunta planteada, toda vez que se 
pretendía conocer la estadística que reflejara la actividad de verificación y reacción  de la 
entidad frente a  la existencia de  cláusulas de carácter abusivo dentro de las 9.826 
solicitudes efectuadas durante  en el año 2012 y hasta el 30 de noviembre de 2013, asi 
como determinar las cifras rechazo del registro del contrato, sin embargo no se respondió 
la pregunta, atendiendo a que posiblemente y como se ha destacado en respuestas 
anteriores se evidencia que la entidad no verifica el contenido sustancial del contrato con 
anterioridad al registro electrónico del contrato.  
 
Por otra parte, considera la DIAN que el rechazo para registrar los contratos de 
transferencia de tecnología se podría presentar únicamente cuando los mismos 
incluyeran cláusulas que coincidan con las descritas en los literales a y b del parágrafo 1 
del artículo 2 del Decreto 259 de 1992, omitiendo que en el parágrafo 2 de este mismo 
artículo también se incluye una causal para el rechazo del registro de contratos de 
importación de tecnología.   
 
¿Con posterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 4176 de 2011, la Unidad 
Administrativa Especial de la DIAN, presenta al Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo algún tipo de informe relacionado con los contratos de importación de 
tecnología registrados y o rechazados? 
 
Para contextualizar esta pregunta es oportuno recordar que el Decreto 4171 de 2011 
“Por el cual se crea, se determina la conformación y las funciones del Consejo Directivo 
de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN)”, crea en la DIAN un Consejo 
Directivo que se constituye en el órgano  de dirección y administración de la entidad  y 
tiene como propósito que la entidad en conjutno con el MINCIT  cuente con un esquema 
de gobierno corporativo que le permita asegurar la eficacia, eficiencia e integridad de su 
gestión y un direccionamiento estratégico de sus decisiones. 
 
Así las cosas, en aras de garantizar el cumplimiento de los objetivos previstos en el 
Decreto y de acuerdo con lo establecido en el artículo 2 numeral 3 del Decreto 4171 de 
2011, el Director General de la DIAN debe presentar informes “con el fin de hacer 
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seguimiento oportuno y efectivo del cumplimiento de las políticas y los objetivos 
estratégicos trazados, así como la revisión permanente de las mismas con el fin de llevar 
a cabo la  actualización y ajuste cuando resulte necesario”, los cuales serán evaluados 
por el Consejo Directivo.  
 
Determinado el contexto anterior, la pregunta que se efectuó a la DIAN tuvo como 
propósito conocer si desde el 2011, año en que la DIAN es responsable del registro de 
este tipo de contratos, se ha venido cumpliendo con la presentación de los informes 
sobre la ejecución  de las funciones delegadas por el Ministerio de industria y Comercio. 
En este sentido, a la pregunta, ya señalada la DIAN responde:   
 
“La norma no señala nada al respecto”.  
 
Del análisis de la respuesta, se concluye que: existe en desconocimiento normativo 
por parte de la DIAN de las normas que regulan las actividades por ley encomendadas, 
evidencian adicionalmente que no se está realizando por parte del Consejo Directivo de 
la (DIAN) el debido seguimiento oportuno y efectivo del cumplimiento de las políticas y 
los objetivos estratégicos trazados para la entidad  en desarrollo de las actividades 
delegadas y en particular la relacionada con el registro de contratos de transferencia de 
tecnología.  
 
¿Existe al interior de la DIAN un manual de procesos y procedimientos relacionado 
con el trámite de registro de los contratos de importación de tecnología? 
 
Se responde por la DIAN:  
 
 “Para el análisis de los contratos se tiene en cuenta el 
Decreto 259 de 1992 y la Circular 027 del 13 de julio de 
2009.” 
 
Del análisis de la respuesta transcrita, se identifican tres aspectos para resaltar: 
 
 La DIAN aun cuando tiene a su cargo el registro de contratos de importación de 
tecnología desde al año 2011, para la fecha de presentación del derecho de 
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petición (16 de Octubre de 2013), la entidad no contaba con un procedimiento 
interno propio que determinara las actividades, responsables, tiempos, riesgos y 
sus controles en la actividad de registro de  contratos de importación de 
tecnología.  
 La DIAN no tenía en cuenta dentro de los criterios normativos para analizar los 
contratos de transferencia de tecnología en su integridad la Decisión Andina 291 
de 1991. 
 
 La Circular 023 del 13 de julio de 2009, fue expedida por el MINCIYT cuando 
tenía a su cargo el registro de este contrato, por lo que las dependencias 
competentes, los trámites para concesión de regalías, tiempos de respuesta, 
varían de una entidad a otra y en este sentido para que exista claridad sobre 
estos aspectos,  la DIAN debía contar con una circular o manual de procesos y 
procedimientos que los regule.  
3.3.2 Contratos de transferencia de tecnología registrados por la 
Superintendencia de Industria y Comercio 
De acuerdo con el Oficio 13-264140-00001-0000 de 26 de noviembre de 2013, proferido 
por la Superintendencia de Industria y Comercio, se profiere respuesta a los 
interrogantes planteados en el siguiente sentido:  
 
¿Qué cantidad de contratos de licencia de uso de marcas o explotación de 
patentes, se registraron en la vigencia 2012 y lo que va corrido del año 2013?  
 
Al respecto la entidad respondió:  
 
“En el año 2012, en Signos distintivos se registraron 1233 
contratos de licencia de uso, y en lo que va corrido del 2013, 383. 
 
En el año 2012, se registraron 3 licencias de uso y 61 
transferencias de patentes y de los que va corrido del 2013, 145 
licencias de uso y 104 transferencias.” 
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Analizando el contenido de la respuesta emitida por la SIC, se concluye que: es 
importante destacar que la cantidad de registros de licencia de uso entre los años 2012 y 
2013, presentan una significativa diferencia, tova vez que el año 2013 supera en 142 
licencias al año 2012, sin embargo, este aumento  carece de justificación normativa, toda 
vez que no existen modificaciones normativas o procedimentales que hubieran variado 
los  requisitos para el registro de este tipo de contratos. 
 
¿El registro de este tipo de contratos, implica revisión previa del contenido de las 
cláusulas  de los contratos que los originan?  
 
En respuesta la SIC señala: 
 
"Una vez recibida la solicitud de transferencia o licencia de uso de 
marca o patente, junto con el documento soporte de la afectación, 
la Entidad sólo examina los requisitos de validez del contrato, es 
decir, que el signo objeto de la afectación se encuentra 
plenamente individualizado, que se encuentra vigente y que el 
titular del mencionado corresponda al que reposa en la base de 
datos, sin hacer una revisión exhaustiva de las cláusulas que 
integran el contrato pues se trata de la manifestación del acuerdo 
de voluntades de las partes y frente a ello la Oficina no tiene 
injerencia alguna”. (Subrayados y resaltados fuera del texto) 
 
 
Se señala adicionalmente por la SIC, con respecto al tratamiento de las cláusulas de 
contenido abusivo dentro del contrato que:  
 
”Si se encuentra alguna cláusula abusiva, se aplica el régimen 
general de los contratos el cual establece que se entiende por no 
escrita y que esta situación  a la fecha no se ha presentado”.  
 
Del análisis de lo anterior, se concluye que: es oportuno recordar que en los artículos  
58 y 163 de la Decisión 486 de la CAN expresamente se dispone que en el evento  en 
que evidencie la presencia de cláusulas de contenido abusivo en el contrato la entidad 
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que realiza el registro debe abstenerse de efectuarlo, sin importar si se trata de  contratos 
de licencia para la explotación de patentes ni contratos de licencia o transferencia de 
registro de marcas. 
 
Una postura coherente de la SIC con la normatividad de la CAN, implicaría una revisión 
pormenorizada del contenido del contrato a registrar, con el propósito de identificar su 
sentido real, determinar si existen disposiciones de carácter abusivo y si éstas podrían  
dar lugar a rechazar el registro del contrato, sin embargo se reconoce en este punto por 
la entidad que su revisión no es exhaustiva, lo que evidencia un primer factor de 
incumplimiento por parte de la SIC. En segundo lugar, aun cuando de la ligera revisión la 
SIC evidencie que el contrato involucra cláusulas de contenido abusivo, se incumple 
nuevamente, ya que en lugar de negar el registro del contrato, como lo dispone la norma 
andina, le da plena validez, lo registra y únicamente se limita a tener por no escrita la 
cláusula que se considere abusiva, decisión que no está prevista en la norma, por lo que 
las autoridades Colombianas le estarían dando a la norma un alcance que no tiene.   
 
Es importante destacar que las transgresiones en las que la SIC incurre son 
inconstitucionales e ilegales toda vez que no son coherentes con la norma que regula el 
asunto,  no protegen a los ciudadanos nacionales de posibles abusos inmersos en el 
clausulado del contrato, le atribuyen legalidad, validez y eficacia a un negocio jurídico 
que no las tiene, adicionando que incluso registros que ya hayan sido otorgados puedan 
ser objeto de acciones de nulidad y restablecimiento del derecho por parte del 
contratante afectado por la cláusula de contenido abusivo, atendiendo a que la entidad 
concedió un registro soportado en una falsa motivación ya que el contrato se registró sin 
acreditaba los requisitos para ello, sin embargo, la entidad lo concede.  
 
¿Qué procedimiento se adelanta por la entidad previo a la aceptación del registro? 
 
Al interrogante planteado la SIC, responde:  
 
“Una vez recibida la solicitud de transferencia o licencia de uso, 
individualizado el derecho sobre el cual va a recaer, y verificado 
el acuerdo de voluntades, se verifica el pago de la tasa 
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correspondiente y se procede a la anotación de la inscripción en 
la base de datos de Propiedad Industrial.” 
 
De acuerdo con lo anterior, se identifica que la SIC previo a la aceptación del registro 
realiza tres trámites, consistentes en i) la individualización del derecho a transferir o 
ceder, ii)  la verificación de la existencia del contrato que le da origen a la licencia o 
cesión y iii) la anotación en las bases de datos de PI. Así las cosas, es claro que dentro 
del trámite que enumera la SIC, no se adelanta la gestión tendiente a verificar el 
contenido del contrato con el propósito de identificar si el mismo presenta  o no cláusulas  
de contenido abusivo, por lo que podría concluirse en este punto que la labor que se 
realiza por la SIC es meramente formal y no tiene en sus propósitos efectuar análisis de 
fondo y sustanciales tendientes a definir el contenido de los contratos que se registran.  
 
¿Se han devuelto o rechazado contratos por contener cláusulas abusivas? En caso 
afirmativo ¿Que cláusulas  abusivas fueron detectadas? 
 
Se responde por la SIC que: 
 
“A la fecha no se ha presentado ningún caso de devolución o 
rechazo de contratos que contengan cláusulas de contenido 
abusivo” (Subrayado y resaltado fuera del texto). 
 
Es importante reiterar que de acuerdo con lo informado por la SIC la entidad no incluye 
entre sus prácticas la devolución o rechazo de contratos por contener cláusulas abusivas 
de acuerdo con la norma, sino que por el contrario aplica el régimen de los contratos el 
cual establece que la cláusula de contenido abusivo se entiende por no escrita. 
 
No obstante lo anterior, la entidad no es clara en señalar cuál es el procedimiento o bajo 
que figura jurídica hace esta interpretación de exclusión de la cláusula abusiva dentro del 
contrato y si adicionalmente la entidad tiene la competencia para declaratoria de invalidez 
de una cláusula dentro del contrato y si esta declaratoria se realiza en desarrollo de 
funciones administrativas o jurisdiccionales, situación importante pues el tipo de decisión 
determinaría los efectos y trámites a seguir para impugnar la decisión.  
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¿La SIC tiene normativa alguna en la cual se contemple la posibilidad de suscribir 
contratos de transferencia de tecnología cuando ambas partes están en el país y 
son nacionales colombianos?  
 
Para contextualizar esta pregunta, es oportuno recordar que aun cuando la 
transferencia de tecnología puede presentarse mayormente de un país a otro, la 
transferencia de tecnología también podría presentarse entre parte contratantes 
originarias de un mismo país. En este orden de ideas y atendiendo a que el marco de la 
transferencia de tecnología hace referencia a la Decisión 291 Régimen Común de 
Tratamiento de Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías, es 
importante  identificar si esta es la única norma que podría tenerse en cuenta frente a 
este tipo de contratos o si por el contrario la SIC conoce y aplica reglamentación 
específica en transferencia de tecnología entre contratantes ubicados en el territorio 
colombiano de un mismo país. 
 
No obstante lo anterior y aun cuando es evidente la importancia y pertinencia de la 
pregunta para el desarrollo de este tipo de contratos al interior de nuestro país, la SIC no 
emitió  respuesta a esta pregunta, por lo que se podría ratificar que no existe 
normatividad concreta que regule este importante asunto.  
 
¿Tiene la SIC competencia para revisar o ejercer algún control de forma previa o 
posterior el contenido de las cláusulas de los contratos de importación de 
tecnología registrados por la DIAN? 
 
La pregunta que se efectuó, tuvo como propósito definir la competencia de la SIC y la 
DIAN, como entidades que intervienen en el registro del CTT y en este sentido 
determinar cuál es la entidad competente de verificar y/o negar  el registro del contrato.   
 
No obstante lo anterior, esta pregunta no fue contestada por la SIC, lo que lleva a 
concluir que no existe regulación específica frente al tema del registro de CTT en los que 
de acuerdo con la naturaleza del mismo deban intervenir tanto la SIC como la DIAN, lo 
cual genera adicionalmente que no se encuentran definidas las competencias de las 
entidades y que frente al registro de contratos con contenido abusivo se diluyan las 
responsabilidades de las entidades que intervienen en el trámite. 
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¿Cómo interviene la SIC en el evento en que se celebre, registre y ejecute un 
contrato de licencia de uso de marcas o explotación de patentes que incluya entre 
sus prestaciones actuaciones u obligaciones que impliquen prácticas restrictivas 
de la competencia? 
 
La pregunta que se efectuó tuvo como propósito identificar si en el evento en que la SIC 
no ejerciera en una primera oportunidad sus funciones previstas en la Decisión 486 de la 
CAN y en especial las relacionadas con la potestad para rechazar el registro de los 
contratos de licencia para la explotación de patentes o contratos de licencia o 
transferencia de registro de marcas que presenten en su contenido cláusulas abusivas, 
durante la  ejecución del contrato podría retomar su potestad de inspección, vigilancia y 
control  y subsanar su omisión y en ejercicio de sus funciones nuevamente vigile, 
investigue e imponga las multas a que haya lugar por infracciones sobre la protección de 
la competencia que impidan el abuso de la posición dominante. 
 
No obstante la importancia de tener claridad frente a este tema, la pregunta no fue 
respondida  por la SIC, con lo cual se evidencia que no existe claridad con respecto a 
las competencias, oportunidades y se rol frente a este tema.  
 
En el evento en que en el trámite de registro de contratos de licencia de marcas o 
patentes se evidencie la inclusión de cláusulas que puedan considerarse como 
abusivas o prácticas restrictivas al comercio y a la libre competencia y una vez 
analizado en contexto contractual, ¿Se ha aplicado por la SIC la excepción 
consagrada en el Artículo 49 del Decreto 2153 de 1991? 
 
La pregunta efectuada a la SIC tuvo como propósito conocer si en la actualidad la 
SIC en ejercicio de sus funciones ha aplicado la excepción prevista en el numeral 1 del 
artículo 49 del Decreto 2153 de 1991, que consiste en no considerar como contrarias a la 
libre competencia las conductas previstas en el artículo 44 del mismo decreto cuando 
estas tengan por objeto la cooperación en investigaciones y desarrollo de nueva 
tecnología. Lo anterior, permitiría definir si en ejecución de un contrato de transferencia 
de tecnología que  tenga implícitas cláusulas abusivas podría ejecutarse aplicándose la 
excepción mencionada. 
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Así mismo conocer cuál es la directriz que en la práctica se sigue en Colombia, si la regla 
de la razón  o la regla per se. 
Sin embargo, a pesar de la importancia de la pregunta efectuada no fue resuelta por la 
SIC.  
 
¿En qué eventos durante el año 2012 y lo que va corrido del año 2013,  se ha 
aplicado la excepción consagrada en el Artículo 49 del Decreto 2153 de 1991? 
 
Esta pregunta se efectúo con el propósito de conocer si en la práctica la entidad le da 
alguna aplicación  a la excepción consagrada en el Numeral 1 del Artículo 49 del Decreto 
2153 de 1991 y si adicionalmente cuenta con cifras que permitan conocer su gestión con 
respecto a este tema.  
 
No obstante la importancia de la pregunta, ésta no fue contestada por la SIC.  
 
Lo que permite concluir que: ante la omisión de la respuesta podría concluirse que no 
existe claridad para la SIC frente a este tema, que en la práctica la entidad no ha dado 
aplicación a la excepción consagrada en la norma por lo que ésta carece de eficacia 
atendiendo a que no esta cumpliendo propósito alguno en este tipo de contrato.  
3.3.3 Avances y críticas a la Resolución 062 de 2014 proferida por 
la DIAN 
Con la expedición de la Resolución  062 de 2014 “Por la cual se reglamenta y establece 
la forma, contenido y términos para el registro de los contratos de importación de 
tecnología ante la Dirección de Impuestos Nacionales”, la DIAN ha comenzado a definir 
algunas directrices en relación con el procedimiento de registro del CTT con lo que 
demuestra en cierta forma la coherencia entre sus funciones y la política nacional en 
materia de transferencia de tecnología. Adicionalmente, es oportuno señalar que aun 
cuando esta norma fue expedida aproximadamente tres años después de la asignación 
de la función de registro de este tipo de contratos y que aun presenta falencias,  su 
expedición e implementación constituye un buen inicio para actualizar y garantizar 
la claridad, unificación y contextualización de este contrato de cara a la realidad 
económica nacional y mundial. 
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Ahora bien,  analizado el contenido de la Resolución 062 de 2014 y comparándolo con el 
sistema anterior a su expedición, se encuentran aspectos positivos y negativos que se 
describen así: 
 
 Analizado el contenido de la Resolución en ninguno de sus apartes se define que 
debe entenderse en nuestro país por transferencia de tecnología o cuando se 
configura la importación de tecnología. Lo anterior, se considera de vital 
importancia atendiendo a que ni la normatividad nacional ni la supranacional 
vigente en Colombia  la describen. 
  
 Como se señaló la transferencia de tecnología se puede presentar de un país a 
otro o dentro de un mismo país, casos como la cooperación publico privada, 
cooperación entre grupos industriales, cooperación universidad-empresa, 
representan las relaciones en las que se puede presentar transferencia de 
tecnología al interior del país, revisado el contenido de la Resolución 62 de 2014, 
se advierte que ésta  únicamente incluye disposiciones relacionadas con la 
transferencia de tecnología de un país a otro, lo que dejaría entrever que la 
nueva reglamentación tiene un carácter orientado a garantizar la consolidación de 
información para determinar la viabilidad de deducción de impuestos mas no 
a reglamentar aspectos básicos relacionados con la generalidad de 
modalidades del CTT.  
 
 En la Resolución, se presenta un “nuevo procedimiento” para el registro de 
contratos de transferencia de tecnología, con el cual se pretende minimizar los 
tiempos de respuesta a los usuarios, optimizar la administración, control del 
registro y reducir las cargas de trabajo manuales, aspectos todos  necesarios y 
benéficos  para quien realice un trámite de este tipo. Sin embargo, la novedad 
que se presenta no es del todo cierta, toda vez que aun con anterioridad a la 
expedición de la Resolución, el registro no se realizaba manualmente,  sino a 
través de la Ventanilla Única de Comercio Exterior -VUCE, procedimiento que 
también era  electrónico, luego en este punto no se presenta ninguna diferencia 
frente al procedimiento anterior. 
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Adicionalmente, es importante advertir que en el presente caso el hecho de que el 
trámite se realice de manera electrónica y sin intervención humana podría generar 
un efecto contrario a los intereses del contratante débil,  toda vez que no se 
garantiza la intervención y análisis detallado de un profesional del derecho que 
analice el clausulado del contrato.   
 
 Con respecto al artículo segundo de la Resolución 62 de 2014, se señala que los  
CTT que deben ser registrados son los de licencia de tecnología, licencia de 
marcas, licencia de patentes, contratos de asistencia técnica, contratos de 
servicios técnicos, contratos de ingeniería básica y los demás contratos 
tecnológicos. 
 
En este sentido, esta disposición es contradictoria con la establecida en el artículo quinto 
del Decreto 0729 de 2012 “Por el cual se reglamentan parcialmente las Decisiones 486 y 
689 de la Comisión de la Comunidad Andina”, proferido por el Ministerio de Comercio 
Industria y Turismo,  en  el que se señala:  
 
“ARTÍCULO QUINTO.­ Licencias de uso de marcas. El 
registro de los contratos de licencia de marca será opcional. En  
consecuencia la ausencia de dicho  registro  no  afectará la 
validez u oponibilidad de tales contratos.” 
 
Por lo anterior, mientras que el MINCIYT consideró desde el año 2012 que no era 
necesario el registro de los contratos de licencia de marca, para la DIAN, 
aparentemente por razones tributarias, si se considera obligatorio el registro de 
este tipo de contratos, generando de alguna  manera inseguridad con respecto al 
procedimiento que debe seguir quien pretenda registrar un contrato de este tipo.  
 
 Con respecto a los contratos que no serán objeto de registro atendiendo al 
contenido de sus cláusulas, la Resolución 062 de 2014, advierte en el parágrafo 2,  
del artículo 2 que no serán objeto de registro aquellos contratos que contengan las 
cláusulas descritas en los parágrafos 1 y 2 del artículo 2 del Decreto 259 de 1992. 
En este orden de ideas, vale la pena recordar que como ya se señaló en Colombia 
mediante el Decreto 259 de 1992 no adoptó en su integridad la Decisión 291 de 
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1991 y en este sentido las cláusulas consideradas como abusivas de acuerdo con 
la Decisión 291 de 1991 no fueron tenidas en cuenta es su totalidad por el Decreto 
259 de 1992,  por lo que en este caso la Resolución 062 de 2014, incurre en la 
misma omisión del Decreto 259 de 1992 y se limita  a adoptar como clausulas 
prohibidas únicamente las descritas en el decreto sin tomar en consideración la 
totalidad de causales descritas en la norma subregional, es decir, la Decisión 291 
de 1991. 
 
En este sentido, aun cuando la Decisión 291 consagra que para efectos de los 
contratos de registro los países podrán  tener en cuenta que los contratos no 
incluyan  el contenido abusivo descrito, esta omisión si podría constituir un 
incumplimiento de lo establecido por el derecho comunitario andino, anotando 
adicionalmente que no está justificada y afecta los intereses de los contratantes 
en nuestro país.   
 
 Analizado el contenido del artículo 3 de la Resolución 062 de 2014, con respecto a 
los requisitos que deben ser acreditados para registrar un contrato de importación 
de tecnología, se exige una manifestación bajo la gravedad del juramento del 
interesado en la que declare que la información presentada en la solicitud, en el 
contenido del contrato y en los documentos soportes de la solicitud, es correcta, 
veraz y cumple con los requisitos exigidos. En este punto y sin desconocer el 
principio constitucional de la buena fe,192 se considera que la entidad que realiza el 
registro en aras de evitar la inclusión de cláusulas de contenido abusivo debe ir 
más allá de la simple verificación de la manifestación efectuada por el interesado a 
registrar el contrato, pues se requiere de una verificación concreta y particular para 
cada uno de los contratos a registrar, pues bien puede ocurrir que aun cuando el 
interesado de buena fe considere que el contrato a registrar no presenta cláusulas 
de contenido abusivo, su falta de información y experticia sobre el tema podrían 
llevarlo a la convicción errada de que su contrato cumple con la totalidad de 
requisitos exigidos por la norma, anotando que si no hay verificación o 
                                               
 
192
 Constitución Política de Colombia. ARTICULO 83º—Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas 
deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquéllos adelanten ante 
éstas. . 
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confrontación posterior por parte de la entidad competente el control para que 
esta situación no suceda es casi nulo.  
 
 Con respecto al artículo cuarto denominado “Documentos soporte de la solicitud 
de registro”, la norma actual solicita que en el contrato a registrar estén incluidas 
las cláusulas del contrato, aspecto que no se contemplaba en la normatividad 
anterior y que se espera en virtud del nuevo procedimiento la DIAN además de 
verificar el cumplimiento de la formalidad, analice el contenido de las cláusulas 
contractuales.  
 
 En el artículo quinto de la Resolución, se hace referencia a que la solicitud se 
presentará mediante el diligenciamiento del Formulario 020 a través del Servicio 
Informático Electrónico Registros, Autorizaciones y Certificaciones. En este orden 
de ideas, en un análisis comparativo del Formulario 020 de la DIAN y el formulario 
03 que se establecía por la Circular 027 de 2009, en su contenido no distamucho, 
pues en ambos se hace referencia a los datos generales del solicitante, los  datos 
generales del proveedor de la tecnología, los valores de los elementos del 
contrato, la referencia al objeto del mismo, el  tipo de contrato, y el nombre del 
contrato. Es importante señalar que en el nuevo formato no  hay un espacio para 
diligenciar lo referente al clausulado del contrato, sin embargo y como aspecto 
relevante se dispone de un espacio especial en el que se hace referencia a los 
documentos que soportan la solicitud y en los cuales debe estar incluido el 
contrato, por lo que se aspira a que sea esta la oportunidad para que la 
dependencia competente lo conozca y analice, haciendo adicionalmente la 
advertencia en el formato que estos documentos deben ser remitidos dentro de los 
10 días siguientes a la fecha de envío de la solicitud.   
 
 En el artículo séptimo de la Resolución, se señala que la DIAN formalizará el 
registro del CTT, una vez el solicitante acredite el cumplimiento de los artículos 
tercero y cuarto de la Resolución, (Artículo 4-Requisitos para solicitar el registro de 
un contrato de importación tecnológica-Artículo 5-Documentos soporte de 
formalización del registro), aspectos que de ser cumplidos generarían a simple 
vista la garantía de la existencia de claridad frente al procedimiento aplicable. No 
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obstante lo anterior, un análisis detallado de este artículo, permite concluir que el 
potencial problema de la inclusión de cláusulas de contenido abusivo, aun 
persiste, toda vez que:  
 
o De acuerdo con la resolución solo formalizará el registro del CTT cuando 
se verifique el cumplimiento de los artículos 3 y 4 de la Resolución 62 de 
2014.   
 
o En el artículo 3 se mencionan los requisitos para solicitar el registro, 
indicando que el solicitante debe estar inscrito en el RUT, debe estar 
domiciliado o representado legalmente en el país, la solicitud de registro 
debe contener los datos generales del solicitante, información del 
proveedor, manifestaciones bajo la gravedad de juramento del solicitante 
en la que se declare que la información presentada es veraz, correcta y 
cumple con los requisitos exigidos, relación de compromisos a cumplir 
cuando el contrato quede registrado y relación de los documentos soportes 
de la solicitud.  
 
o El artículo 4 por su parte señala los documentos soporte de la solicitud de 
registro, indicando que éstos deben evidenciar los elementos legales del 
contrato a registrar (partes, objeto, clausulas, vigencia, entre otros); el 
contrato debe garantizar que ninguna de sus cláusulas sea de aquellas que 
están descritas en el Artículo 2 del Decreto 259; que el contrato está escrito 
en idioma castellano y que en el caso de que se registren contratos que 
licencien derechos de propiedad industrial se aporte el Certificado de 
Titularidad expedido por la SIC .  
 
o Por otra parte se señala en la Resolución que la DIAN con fundamento en 
criterios basados en análisis de riesgos, podrá identificar las solicitudes que 
antes del registro deban ser objeto de verificación por parte de la 
Subdirección de Registro Aduanero para verificar el cumplimiento de los 
requisitos señalados en el artículo 3 de la resolución.  
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o En este orden de ideas, la Resolución de la DIAN lleva a concluir en primer 
lugar que la verificación de requisitos para determinar la procedencia del 
registro, no se hace para todas las solicitudes, es selectiva y solo en 
aquellas en las que se evidencie algún tipo de riesgo y en segundo 
lugar que cuando se decide efectuar la verificación ésta únicamente se 
limita al cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo tercero, es 
decir que aspectos como el cumplimiento de la NO  inclusión de cláusulas 
de contenido abusivo previstas en el artículo 2 del Decreto 259 de 1992, 
incluidas en el literal b) del artículo 4 de la Resolución no son objeto de 
verificación previa por parte de la Subdirección de Registro Aduanero, por 
lo que evidentemente podrían registrarse este tipo de contratos ya que no 
existe control institucional previo que evite su inclusión.  
 
 La Resolución 062 de 2014, presenta vacíos en relación con  el manejo de las 
cláusulas de contenido abusivo dentro del contrato y en especial establecer si el 
CCT puede ser considerado como de desarrollo de nueva tecnología y si en este 
sentido, en el evento de configurarse prácticas contrarias a la libre competencia 
aplicar de la excepción consagrada en el artículo 49 del Decreto 2153 de 1992. 
De igual manera, tampoco se incluye disposición alguna con respecto a la 
adopción de la regla per se o la regla de la razón en el evento de detectar 
cláusulas de contenido abusivo ni se acogen disposiciones como las descrita en 
el Artículo 81 del Tratado de Roma de la Unión Europea en la que expresamente 
se excluye a los CTT de la aplicación de las normas de competencia. 
 
 La Resolución 062 de 2014, tampoco incluye consideraciones relacionadas con 
principios o códigos de conducta y mecanismos de solución de conflictos, máximo 
cuando solo se contempla como proveedor de tecnología a una persona natural o 
jurídica que se encuentre fuera de Colombia para que proceda la transferencia de 
tecnología. 
 
 Aun cuando la DIAN es la entidad que desde el 2011 realiza el trámite de registro 
de los CTT ésta situación no necesariamente amerita que la entidad de acuerdo 
con la naturaleza de sus funciones tenga la competencia para hacerlo.  
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Lo anterior, atendiendo a que la DIAN193 es una entidad Administrativa Especial del orden 
nacional de “carácter eminentemente técnico y especializado”, cuyo objeto consiste 
coadyuvar a “garantizar la seguridad fiscal del Estado colombiano y la protección del 
orden público económico nacional, mediante la administración y control al debido 
cumplimiento de las obligaciones tributarias, aduaneras, cambiarias, los derechos 
de explotación y gastos de administración sobre los juegos de suerte y azar 
explotados por entidades públicas del nivel nacional y la facilitación de las 
operaciones de comercio exterior en condiciones de equidad, transparencia y 
legalidad”, funciones que a simple vista no tienen relación con el registro del  CTT y 
mucho menos con el análisis y verificación de su clausulado, incluso el rechazo del 
registro por la presencia de cláusulas abusivas podría llegar a constituir una decisión 
arbitraria e ilegal ya que esta decisión no estaría dentro del marco de su objeto y en este 
sentido su competencia se tendría que limitar únicamente al aspecto fiscal y en especial 
el relacionado con la deducción de impuestos por  concepto de regalías.  
 
 Es importante destacar que en la normatividad Colombiana, se han comenzado a 
incluir cláusulas tipo, mediante las cuales se proporciona a los contratantes un 
marco o referente para la elaboración de sus contratos; casos como la Resolución 
034 de 2012 de Colciencias, en la que se incluye una cláusula relacionada con el 
manejo de los resultados de los proyectos financiados con recursos del 
presupuesto nacional, que podrían servir como referente para la elaboración en 
este caso de cláusulas tipo en los CTT en aspectos como  la redacción de 
cláusulas de fijación de precios de venta o reventa de los productos que se 
elaboren con base en la tecnología  transferida, sin embargo la Resolución 062 de 
2014, no hace alusión alguna a manifestaciones de este tipo.  
 
 
 
                                               
 
193
 Definición disponible en: http://www.dian.gov.co/DIAN/12SobreD.nsf/pages/Laentidad?OpenDocument última consulta 
08 de mayo de 2014 
  
 
4. Conclusiones  
 A través de la CAN o de la norma interna colombiana, se deben redefinir mecanismos 
mediante los cuales se retomen los postulados en materia de transferencia de 
tecnología, previstos por la Decisión 84 de la CAN, es decir, una postura más 
responsable del estado, en la cual se condicione la transferencia a un análisis previo 
de las necesidades del país, el impacto y las acciones de mitigación frente al medio 
ambiente, el sector trabajador y sectores de la economía que se lleguen a ver 
afectados con la transferencia de tecnología, en la que se equipare la importancia de 
inversión extranjera con los derechos del receptor de tecnología y se tengan en 
cuenta todos los sectores de la investigación.  
 
 La normatividad colombiana no cuenta con una definición específica de tecnología ni 
transferencia de tecnología. Adicionalmente, resulta paradójico que nuestro país no le 
de a la integración andina la importancia que el tema merece sin embargo  aun se 
vale de sus disposiciones para regular los aspectos relacionados con este contrato, 
mas aun cuando en Tratados de Libre Comercio se obvian, transgreden y limitan las 
condiciones previamente establecidas en Acuerdos de integración la CAN.  
 
 La normatividad no adoptó en su integridad la Decisión 291 de 1991 ya que en 
relación con las conductas y prácticas restrictivas de la libre el Decreto 259 de 1992, 
adoptó únicamente 3 de las 8 cláusulas prohibidas dentro del CTT, lo que representa 
un perjuicio para el receptor de tecnología en Colombia y contratante débil,  al no 
considerar en Colombia como prohibidas 5 conductas que si fueron consideradas 
como prohibidas por la CAN, anotando que en todo caso el efecto prevalente y 
preferente del derecho comunitario andino hace obligatoria su aplicación advirtiendo 
que una postura responsable frente a este asunto implicaría como un buen honrar  el 
acuerdo integrador de la CAN y se adoptar a la normatividad colombiana la totalidad 
de cláusulas.  
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 La normatividad colombiana tampoco consagra norma alguna en la que se regule lo 
relacionado con la transferencia de tecnología cuando el contrato es celebrado y 
ejecutado en Colombia, por lo que la transferencia que se genere dentro del país con 
ocasión de negocios como integraciones empresariales, asociaciones empresa- 
universidad estado, spin off, Joint Ventures,  no cuenta con una norma marco que 
defina los aspectos mínimos a tener en cuenta, lo que genera dos consecuencias, la 
primera que el registro se realice mediante la figura jurídica de los contratos de 
licencia de uso o cesión de patentes o marcas, figuras que en todo caso presentan 
diferencias con el contrato de transferencia de tecnología y la segunda consistente en 
que la falta de norma permite que se aplique el artículo 8 de la Ley 153 de 1887 y en 
este sentido se  tengan en cuenta normas que regulen casos o materias semejantes, 
es decir, la Decisión 291 de 1991 y el Decreto Reglamentario 259 de 1992. 
 
 Ante la ausencia de norma que regule la transferencia de tecnología al interior del 
país, esta se realiza a través de la celebración de los contratos de cesión y licencia 
para explotación de patentes y uso de marcas, siendo la SIC la entidad competente 
de su registro, tomando como referencia la Decisión 486 de la CAN, que también 
consagra que no se registraran los contratos que no estén ajustadas con las 
disposiciones que sobre cesión y licencia consagra el “Régimen común de 
tratamiento a los capitales extranjeros y sobre marcas, patentes, licencias y regalías”, 
es decir la Decisión 291 de 1991, siendo obligatoria la revisión y análisis de las 
cláusulas contenidas en el contrato y su posible rechazo ante la existencia de 
cláusulas con contenido abusivo, sin embargo consultado este asunto a la SIC no 
hace una revisión exhaustiva del contenido del contrato y se limita a tener por no 
escrita la cláusula, registrando en todo caso el contrato de licencia o cesión de 
derechos.  
 
Adicionalmente, del análisis de las disposiciones normativas vigentes en Colombia, 
incluida la Resolución 062 de 2014 proferida por la DIAN  no se encuentran mecanismos 
concretos que permitan concluir que  se previene la inclusión de cláusulas de contenido 
abusivo en el CTT toda vez que:  
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 En Colombia y para la DIAN, el registro de los contratos de transferencia de 
tecnología  ha tenido como único objetivo determinar si procede o no la deducción 
por concepto de regalías y no constituye un control para evitar la inclusión de 
cláusulas abusivas en el contrato de transferencia de tecnología, toda vez 
que el Estatuto Tributario en su artículo 408, en concordancia con el Concepto de 
la DIAN No.016676 de 2005 y la Sentencia proferida por el Consejo de Estado 
dentro del expediente 2009-00048, han considerado el registro de éste contrato  
como un mecanismo de control tributario  y no como un mecanismo para evitar el 
registro de los CTT que involucren cláusulas abusivas, en este sentido. 
 
 Aun cuando está consagrado que para que proceda el registro de los CTT debe 
acreditarse por parte del solicitante el cumplimiento de los artículos 3 y 4 de la 
Resolución 62 de 2014 proferida por la DIAN, la entidad a través de la 
Subdirección de Registro Aduanero de la DIAN, únicamente verifica el 
cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 3 de la Resolución, dejando 
por fuera  del  artículo 4, en el cual se incluyen los relacionados con el 
cumplimiento del artículo 2 del Decreto 259 de 1992, que se refiere 
exclusivamente a las cláusulas prohibidas en el CTT. 
 
 La Ley 1441 de 2011 y el Decreto 4176 de 2011, otorgan a la Dirección de 
Gestión de Aduanas -Subdirección de Gestión de Registro Aduanero las 
funciones relacionadas con el registro de los CTT, verificada la naturaleza de las 
funciones de estas oficinas consagradas en el Decreto 4048 de 2008 no se 
evidencia ninguna relacionada con el registro, pues únicamente les corresponde a 
estas oficinas administrar y controlar la gestión de los usuarios y auxiliares 
aduaneros mas  no de contratos 
 
 La SIC no realiza una revisión exhaustiva del contenido de los contratos y en el 
evento en que evidencie la existencia de una cláusula de contenido abusivo aplica 
el régimen general  según el cual la cláusula de contenido abusivo se entenderá 
por no escrita. Adicionalmente, la SIC no tiene en cuenta lo establecido por los 
artículos 58 y 163 de la Decisión 486 de la CAN en concordancia con la Decisión 
291 y el Decreto 259 de 1992 toda vez que en caso que se evidencia disposición 
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contractual contraria a las decisiones de la CAN o las normas internas de cada 
país la entidad debe rechazar el registro de este tipo de contratos 
 
Por otra parte los mecanismos previstos a la fecha por las entidades competentes del 
registro, aun cuando prohíben formalmente la inclusión de cláusulas de contenido 
abusivo, no garantizan su efectividad, toda vez que: 
 
 En el actual Formulario 020 de registro de CTT establecido por la DIAN, está 
prevista la inclusión del clausulado del contrato  y como requisito para que 
proceda el registro deben ser entregados los documentos que soportan la 
solicitud. En este sentido, podría ser un mecanismo de protección efectivo en la 
medida en que la  DIAN tiene la oportunidad de conocer, analizar y determinar la 
viabilidad o no del registro de acuerdo con el contenido del clausulado, sin 
embargo, debido a los procedimientos evidenciados,  la DIAN no revisa el 
contenido del clausulado, por lo que esta condición solo es  una presentación 
formal de documentos que acreditan un  electrónico sin efectuar una 
consideración previa de su contenido. 
 
 De acuerdo con los procedimientos que se adelantan por la SIC, señalados en la 
Circular Externa 10 de 2001, no se evidencia que se ordene a esta entidad la 
realización de trámite previo tendiente a verificar, analizar y si es del caso 
rechazar el registro de contratos por evidenciar cláusulas de contenido abusivo, 
pues la entidad únicamente se limita a advertir verbalmente la ausencia de alguno 
de los requisitos previstos en la circular pero no a rechazar su registro.  
 
Con respecto a la aplicación de excepciones frente a la inclusión de cláusulas de 
contenido abusivo, se concluye que:  
 
 Aun cuando la Decisión 608 de la CAN y el artículo 49 del Decreto 2153 de 1992, 
consagran que estarán exentos de la sanción prevista en la norma por incurrir en 
prácticas abusivas, aquellos contratos que reporten un beneficio significativo 
para el fomento tecnológico y en especial los que tengan por objeto la 
cooperación en investigaciones y desarrollos en nueva tecnología en Colombia 
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no existe desarrollo normativo, jurisprudencial, doctrinal o en la practica 
administrativa de la aplicación de esta excepción.   
 
Adicionalmente la nueva norma que expide  la DIAN en relación con el registro de los 
CTT no hace referencia alguna al respecto y la SIC no suministra información 
relacionada con la aplicación que se le ha dado a esta excepción. Lo anterior, se puede 
presentar porque probablemente en ninguna de estas entidades se ha adelantado trámite 
alguno de rechazo del registro de contratos por el análisis del clausulado del mismo ni de  
la aplicación de excepciones, pues de acuerdo con sus respuestas se evidencia que no 
existe claridad con respecto a su  aplicación y alcance de la excepción consagrada el 
numeral 1 del artículo 49 del Decreto 2153 de 1992. 
 
 De acuerdo con el procedimiento establecido por la SIC para que en un 
contrato opere la excepción prevista por el artículo 49 del Decreto 2153 de 1992 
no es necesario solicitar a la entidad la autorización para celebrarlo, en este 
orden de ideas no se evidencia que  normativamente ni operativamente exista 
una intervención de la SIC teniente a verificar las condiciones del contrato. 
 
Las funciones de inspección, control y vigilancia ejercidas por la SIC son de 
orden administrativo y no tienen como alcance dejar sin efecto o anular 
cláusulas de contenido abusivo dentro de un contrato que se ejecute en 
Colombia, por lo que en los contratos que lleven implícitas cláusulas de este 
tipo, las partes contratantes de mutuo acuerdo podrán dejarlas sin efecto o en su 
defecto demandarlos  ante la jurisdicción ordinaria a través de la solicitud de 
declaratoria de nulidad. 
 
 Un control coherente por parte del Gobierno Nacional implicaría en mi opinión por lo 
menos:  
 
a. La adopción  en su totalidad de las cláusulas de contenido abusivo 
previstas por  la Decisión 291 de 1991Considerar el registro del contrato 
como requisito indispensable para su ejecución. 
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b. Un control previo a la ejecución del contrato, por parte de SIC, que tuviera 
como propósito el análisis de clausulado y en el cual la entidad en 
cumplimiento de la norma niegue el registro del contrato  hasta tanto las 
mismas sean subsanadas. 
 
c. Inspección posterior a la ejecución del contrato, tendiente a identificar que 
las condiciones de celebración del contrato se mantienen en las mismas 
condiciones que las verificadas por al momento del registro del contrato.  
 
d. En Colombia temas como la transferencia de tecnología, inversión 
extranjera, derechos de propiedad intelectual, derecho de la competencia, 
están regulados por la normatividad de la CAN, lo que implicaría una 
mayor atención, consolidación y afianzamiento de esta comunidad Sin 
embargo, la tendencia de la política internacional en Colombia, prima por 
el desinterés en el cumplimiento de los objetivos de la CAN y por el 
contrario se han desviado sus intereses de cooperación y esfuerzos a otro 
tipo de alianzas como tratados con USA, UE, Alianza Pacífico, en las que 
están involucradas potencias mundiales con intereses muy distantes de los 
países latinoamericanos e incluso desconociendo con sus propias normas 
internas los acuerdos y compromisos previamente establecidos en el 
marco de la CAN. 
 
. Es importante anotar que en la medida en que la CAN y la integración de los países 
Andinos, sea fuerte o por lo menos sin tendencia a un mayor debilitamiento, se 
garantizará de alguna  manera un mecanismo de control frente a arbitrariedades 
ocasionadas por potencias económicas dentro de tratados internacionales e incluso 
decisiones de nuestro propio país, prueba de ello, el Dictamen 04 de 2013, en el que 
la Secretaría General sancionó a nuestro país por transgredir la propia normativa a la 
que se adhirió en años anteriores como país miembro de la CAN.,  
 
. La permisividad de las autoridades frente a la inclusión de clausulas abusivas en 
los CTT, generará una fuga al exterior de recursos económicos, toda vez que 
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quien pretenda ser receptor de la tecnología, una vez suscriba y pague por este tipo 
de “acuerdos”, se encontrará con un voraz e inequitativo aprovechamiento  por parte 
del transmisor de tecnología y con una total desprotección por parte del Gobierno 
Nacional frente a este tipo de conductas, lo que genera que inevitablemente su 
inversión no represente ningún beneficio particular ni social pero si se una llamativa 
ganancia para quien gracias al conocimiento e información se aproveche de los 
intereses de nuestros nacionales; Se generará un retraso tecnológico de nuestro 
país pues la transferencia no será efectiva, no se podrá utilizar para mejoramiento y 
nuestros nacionales serán meros operadores de la tecnología, lo que solo promoverá 
un país que suministre mano de obra pero no un país innovador y productor de 
desarrollos tecnológicos que representen verdaderos beneficios económicos; 
Asimismo la falta de un marco normativo nacional claro frente a este asunto y la falta 
de control de las autoridades con respecto a la ejecución de este tipo de contratos, 
generará la suscripción de tratados comerciales que beneficien únicamente el 
país desarrollado con el que se suscriban  pues la falta de una postura 
institucional clara frente a este tema permitirá que nuestra política comercial vaya al 
vaivén de los intereses del país desarrollado que posea la tecnología.  
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